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el gran reto

Hay ciertas ramas del derecho que deben estar especialmente atentas al de-
venir social, sin decir por ello que el resto no deban igualmente prestar máxima 
atención a la evolución de la sociedad que regulan en una u otra parte. En un 
contexto como el actual, aún de crisis, el derecho laboral debe ser especialmen-
te sensible a la situación económica del país. Es necesario que su contenido 
normativo sea realista y se aleje de proclamas imposibles, que aun siendo aplau-
didas por la mayoría de la sociedad, se pueden convertir en el mayor enemigo 
de la ciudadanía, al condenarla a sufrir los estragos de una acentuada crisis 
económica, o tardía recuperación de aquélla. 

El gran reto del legislador es actuar atendiendo a la realidad, sin perder la 
visión pragmática y al mismo tiempo sin perjudicar los derechos individuales y 
colectivos de las partes implicadas.    

direccioncontenidos@difusionjuridica.es
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95      Al sErvIcIo dE los AboGAdos

12       En portAdA
 Reforma de la Ley Concursal

Teniendo en cuenta que la reciente reforma objeto del presen-
te análisis busca impulsar la negociación extrajudicial para 
evitar la entrada masiva de las empresas al proceso concursal, 
los principales aspectos desarrollados a continuación se cen-
trarán en la modificación de los acuerdos de refinanciación y 
su homologación judicial. 

Se analizan por tanto ambas figuras, sin perjuicio de otras mo-
dificaciones integradas en la mencionada reforma.
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Al díA AdmInIstrAtIvo
legislación

Se modifica el Reglamento de acceSo 
a laS pRofeSioneS de abogado y 
pRocuRadoR paRa evaluaR de foRma 
máS idónea la aptitud pRofeSional 
Real Decreto 150/2014, de 7 de marzo, por el que se modifi-
ca el Reglamento de la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre 
el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los 
Tribunales, aprobado por el Real Decreto 775/2011, de 3 de 
junio. (BOE núm. 58, de 8 de marzo de 2014)

La modificación que se realiza mediante este real de-
creto resulta necesaria al objeto de diseñar un formato 
más idóneo y válido para acreditar la cualificación y las 
competencias profesionales para el ejercicio de la profe-
sión de Abogado o de Procurador de los Tribunales. No 
obstante lo anterior, este cambio, que sirve para dar so-
lución a los problemas actualmente planteados, deberá 
completarse en el futuro, a fin de mejorar los actuales 
sistemas de acreditación para el ejercicio de los nuevos 
profesionales, garantizando su cualificación y empleabi-
lidad, la supresión de barreras injustificadas y la mejora 
del acceso a estas profesiones, así como la adaptación a 
la Directiva 2013/55/UE de 20 de noviembre de 2013, 
por la que se modifica la Directiva 2005/36/CE relativa 
al reconocimiento de cualificaciones profesionales, dando 
cumplimiento además a las recomendaciones de la Unión 
Europea.

el 6 de abRil de 2014 teRmina el plazo 
paRa apuntaRSe a la pRueba de aptitud 
pRofeSional paRa el ejeRcicio de la 
pRofeSión de abogado paRa 2014
Orden PRE/404/2014, de 14 de marzo, por la que se convo-
ca la prueba de evaluación de la aptitud profesional para el 
ejercicio de la profesión de Abogado para el año 2014. (BOE 
núm. 65, de 17 de marzo de 2014)

Se convoca la prueba de evaluación para la acre-
ditación de la capacitación profesional para el ac-
ceso a la profesión de abogado dirigida a compro-

INFORMACIóN Al díA

SUMARIO

•	 Al DíA ADMInIstrAtIVo 
legislación
– Modificación del Regl. de acceso al  
ejercicio de la abogacía ........................  04
– Convocatoria de la prueba de acceso al 
ejercicio de la abogacía ........................  04

•	 Al DíA CIVIl
Jurisprudencia
– Compraventa ....................................  05
– Derecho al Honor ..............................  05

•	 Al DíA ContEnCIoso-ADMInIstrAtIVo
Jurisprudencia
– Responsabilidad Patrimonial ..............  06

•	 Al DíA fIsCAl 
legislación
– Modelo del pago de la tasa del  
art.44 LAC  ........................................  06

•	 Al DíA lABorAl
legislación
– Medias de protección de los trabajadores a 
tiempo parcial .....................................  07
– Tarifa plana en las cotizaciones 
sociales ..............................................  08
Jurisprudencia
– Despido ...........................................  08

•	 Al DíA MErCAntIl
legislación
– Reforma de la Ley Concursal..............  09

•	 Al DíA PEnAl
Jurisprudencia
– Seguridad Vial  .................................  10

•	 Al DíA ProCEsAl
legislación
– Modificación de la LOPJ  ...................  10

•	 sUBVEnCIonEs
Estatales
– Subvenciones al Vehículo Eficiente  
(PIVE-4) Y (PIVE-5) .............................  11
– Ayudas a trabajadores afectados por  
restructuración de empresas .................  11



   Economist & Jurist   5

bar la formación suficiente para el ejercicio de la 
profesión, el conocimiento de las respectivas nor-
mas deontológicas y profesionales y en particular 
la adquisición de las competencias previstas en los 
cursos de formación impartidos por universidades o 
escuelas de práctica jurídica debidamente acreditadas. 

Quienes deseen participar en la prueba de evaluación 
para el acceso al ejercicio de la abogacía deberán cumpli-
mentar el modelo de solicitud de inscripción dirigida al 
Secretario de Estado de Justicia, que podrá descargarse 
en el portal web del Ministerio de Justicia y que se adjun-
ta como anexo I de la presente convocatoria.

El plazo de presentación de solicitudes de parti-
cipación en la evaluación será de 20 días naturales, 
contados a partir del siguiente al de publicación de esta 
convocatoria en el «Boletín Oficial del Estado».

Al díA cIvIl 
Jurisprudencia

compRaventa
la exiStencia de doS SeRvidumbReS no 
eS cauSa Suficiente paRa ReSolveR el 
contRato de compRaventa debido a que 
no eRan condición eSencial en el miSmo
Tribunal Supremo Pleno Sala Primera – 24/01/2014

Se declara haber lugar al recurso de casación inter-
puesto por la Promotora contra sentencia de la Sección 
3ª de la Audiencia Provincial de Valladolid, parcialmente 
estimatoria de demanda sobre solicitud de resolución del 
contrato, y desestimatoria de reconvención sobre exigen-
cia de su cumplimiento.

La Sala declara que no ha habido un incumplimien-
to lo suficientemente grave para dar lugar a la resolución 
que ha sido acordada por la sentencia recurrida. Se ha 
destacado que el retraso ni ha sido trascendente, ni 
se mantenía cuando el comprador instó extrajudi-
cialmente la resolución y, por otra parte, las ser-

vidumbres no son causa suficiente para provocar 
una resolución del contrato. Al estimarse este primer 
motivo del recurso de casación y dar lugar a éste, carece 
de interés entrar en los restantes motivos.

En consecuencia, debe desestimarse la demanda y es-
timarse la reconvención, casando la sentencia de la Au-
diencia Provincial objeto de este recurso, en los mismos 
términos acordados en la sentencia dictada por la Juez de 
1ª Instancia de Medina del Campo.

puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.bdifusion.es marginal: 2447955

deRecHo al HonoR
la Simple infoRmación SobRe la 
condición de fiadoR o avaliSta de una 
peRSona en un pRéStamo concedido 
poR una entidad financieRa no 
Supone una intRomiSión ilegítima en 
el deRecHo al HonoR 
Tribunal Supremo Sala Primera – 03/12/2013

Se declara haber lugar al recurso de casación inter-
puesto contra sentencia desestimatoria, por caducidad de 
la acción, de la Sección novena de la Audiencia Provincial 
de Madrid, y se desestima la demanda sobre derecho al 
honor.

La Sala declara que el plazo de caducidad de la acción 
no se inició mientras los datos del demandante estuvieron 
incluidos en el fichero. La causa a la que el demandante 
liga la intromisión en su derecho al honor (la inclusión en 
un fichero de solvencia patrimonial) persistió en el tiem-
po, desplegando sus efectos hasta que se produjo la baja 
del demandante en el citado registro.

Y, sobre el fondo del asunto, sobre la alegación de 
intromisión ilegítima en el derecho al honor por 
constar como fiador de un préstamo en el fichero 
de la central de información de Riegos del banco 
de españa, la Sala declara que tal hecho no consti-
tuye tal vulneración, porque la condición de fiador 
no supone desmerecimiento alguno.
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 puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.bdifusion.es marginal: 2448488

Al dIA contEncIoso-AdmInIstrAtIvo
Jurisprudencia

ReSponSabilidad patRimonial
Se deSeStima la acción de 
ReSponSabilidad patRimonial 
del eStado a loS colegioS de 
pRocuRadoReS, poR cuanto Se 
leS impone el debeR juRídico de 
oRganizaR el SeRvicio de entRega de 
documentoS
Tribunal Supremo Sala Tercera – 20/01/2014

Se declara haber lugar al recurso de casación inter-
puesto contra sentencia estimatoria de la Sección Primera 
de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Granada, 
sobre responsabilidad patrimonial.

La Sala declara que para que el daño sea indemnizable 
es necesario que se trate de una lesión antijurídica, en los 
términos expuestos, es decir, que el particular no tenga 
el deber jurídico de soportar. Dicho de otra forma, para 
que el daño sea indemnizable es necesario que el 
mismo carezca de justificación, por no imponer el 
ordenamiento jurídico al perjudicado esa carga pa-
trimonial, mientras que en caso contrario, si con-
curre una causa de justificación impuesta por el or-
denamiento jurídico, el daño no será indemnizable.

En este caso, como ha quedado antes dicho, la organi-
zación del servicio de entrega de documentos es impuesta 
por el artículo 28 LEC a los Colegios de Procuradores, 
por lo que pesa sobre los mismos el deber jurídico de so-
portar las consecuencias del cambio legislativo que le im-

pone la organización del indicado servicio.

Por ello, no se estima acreditado en este caso el requi-
sito de la antijuridicidad del perjuicio reclamado.

puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.bdifusion.es marginal: 2447196

Al díA fIscAl
legislación

Se apRueba el modelo de pago de la 
taSa pReviSta en el aRtículo 44 de la 
ley de auditoRía de cuentaS 
Orden ECC/395/2014, de 7 de marzo. (BOE núm. 65, de 
17 de marzo de 2014)

La Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de 
Reforma del Sistema Financiero, a través del artículo 53, 
apartado noveno, introdujo un nuevo artículo 23 en la Ley 
19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, creando 
la tasa del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuen-
tas por emisión de informes de auditoría de cuentas, ac-
tualmente recogida en el artículo 44 del texto refundido 
de la Ley de Auditoría de Cuentas, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio.

El artículo 96 de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2014 
modifica a partir del 1 de enero de 2014 el apartado 4 
del artículo 44 del texto refundido de la Ley de Audito-
ría de Cuentas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2011, de 1 de julio, estableciendo nuevos importes de 
la tasa por emisión de informes de auditoría de cuentas.

esta orden tiene por objeto la aprobación del 
modelo de autoliquidación y pago al que se refiere 
el artículo 6 del Real decreto 181/2003, de 14 de 

NOTA IMPORTANTE

sE IncorporAn como sUpUEstos dE sUspEnsIón dE lA prEstAcIón por dEsEmplEo 
lA EstAncIA En El EXtrAnJEro HAstA Un pEríodo dE 90 díAs, o El trAslAdo dE rEsI-
dEncIA Al EXtrAnJEro por Un pEríodo InfErIor A docE mEsEs pArA lA búsqUEdA o 
rEAlIzAcIón dE trAbAJo, pErfEccIonAmIEnto profEsIonAl o coopErAcIón IntErnA-
cIonAl. más InformAcIón Al díA lAborAl, páGs. 7 y 8.
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febrero, actualizando los importes de la tasa por 
emisión de informes de auditoría de cuentas, con-
forme a lo establecido en la anterior Ley 22/2013, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2014.

Al dIA lAborAl
legislación 

laS SentenciaS que declaRen 
nulo un deSpido colectivo SeRán 
ejecutableS, Sin neceSidad de acudiR 
a pRocedimientoS individualeS
Ley 1/2014, de 28 de febrero, para la protección de los tra-
bajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el 
orden económico y social. (BOE núm. 52, de 1 de marzo 
de 2014)

El capítulo II recoge determinadas modificaciones que 
se introducen en el texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 1/1994, de 20 de junio, en materia de protección social 
del trabajo a tiempo parcial, que se concretan en un con-
junto de reglas específicas relativas a la acción protecto-
ra de la Seguridad Social aplicables a los trabajadores a 
tiempo parcial.

El capítulo III introduce una serie de modificaciones 
para otorgar una mayor seguridad jurídica a los per-
ceptores de las prestaciones y subsidios por des-
empleo estableciendo que, para percibir y conservar la 
prestación y el subsidio por desempleo, los beneficiarios 
deben estar inscritos y mantener dicha inscripción a tra-
vés de la renovación de la demanda de empleo.

Con la finalidad de garantizar una mayor seguridad ju-
rídica, se aclara expresamente en la ley que en los su-
puestos de salida ocasional al extranjero por un 

período máximo de quince días naturales dentro de 
un año natural, se mantiene la condición de be-
neficiario y se sigue percibiendo la prestación o el 
subsidio por desempleo. Además, se incorporan de 
forma expresa como supuestos de suspensión de la 
prestación por desempleo la estancia en el extran-
jero hasta un período de 90 días, o el traslado de 
residencia al extranjero por un período inferior a 
doce meses para la búsqueda o realización de tra-
bajo, perfeccionamiento profesional o cooperación 
internacional, debiéndose comunicar previamente la 
salida a la entidad gestora, que deberá autorizarla, extin-
guiéndose en caso contrario.

En el capítulo IV de esta ley se modifican distintos 
preceptos del texto refundido de la ley del esta-
tuto de los trabajadores, que regulan la comisión 
negociadora y los sujetos legitimados para actuar, 
en representación de los trabajadores, como interlo-
cutores ante la dirección de la empresa durante el periodo 
de consultas que deberá tener lugar con carácter previo a 
la adopción de medidas colectivas de movilidad geográfi-
ca (artículo 40), modificación sustancial de condiciones 
de trabajo (artículo 41), así como en los procedimientos 
de suspensión de contratos o reducción de jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de produc-
ción (artículo 47), de despido colectivo (artículo 51.2) 
y de inaplicación de condiciones de trabajo previstas en 
convenios colectivos (artículo 82.3).

En el supuesto de despido colectivo, se modifica la 
redacción del artículo 51 en lo referido a la infor-
mación que debe facilitar la empresa, con la finali-
dad de mejorar la seguridad jurídica en la delimitación 
de los supuestos de declaración de nulidad del despido 
colectivo por falta de entrega de la documentación pre-
ceptiva. Por otro lado, el artículo 10 de esta ley adapta el 
contenido del artículo 64 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, relativo a la tramitación de los procedimientos 
de modificación sustancial de las condiciones de trabajo 

¡ATENCIÓN!

sE rEfUErzA lA EfIcAcIA dE los AcUErdos dE fInAncIAcIón, lImItándosE sU rEscIn-
dIbIlIdAd y sE fAcIlItA sU constItUcIón, En tAnto qUE sE rEformA tAmbIén El EfEc-
to sUspEnsIvo dEl dEbEr dE prEsEntArsE En concUrso, y sE EvItA prEclUsIvAmEn-
tE, dEntro dEl plAzo, lA IntErposIcIón dEl concUrso nEcEsArIo. más InformAcIón 
Al díA mErcAntIl, páGs. 9 y 10 (ArtícUlo En portAdA, páG. 12)
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de carácter colectivo, incluidos los traslados colectivos, 
y de suspensión o extinción colectivas de las relaciones 
laborales, una vez declarado el concurso, a los cambios 
que afectan a la comisión negociadora en procedimientos 
de consulta.

El artículo 11 modifica la Ley 36/2011, de 10 de octu-
bre, reguladora de la jurisdicción social, en relación con la 
modalidad procesal del despido colectivo para que la im-
pugnación colectiva asuma un mayor espacio. Se aclaran 
las causas de nulidad del despido colectivo para dotarlo de 
mayor seguridad jurídica y se permite que las sentencias 
que declaren nulo un despido colectivo sean directamen-
te ejecutables, sin necesidad de acudir a procedimientos 
individuales.

Se eStablece una taRifa plana en laS 
cotizacioneS SocialeS paRa nuevaS 
contRatacioneS indefinidaS duRante 
3 añoS
Real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, de medidas ur-
gentes para el fomento del empleo y la contratación indefi-
nida. (BOE núm. 52, de 1 de marzo de 2014)

Con el objetivo de incentivar la contratación indefini-
da, se aprueba una importante reducción de las cotizacio-
nes empresariales por contingencias comunes a la Segu-
ridad Social para todas aquellas empresas que formalicen 
este tipo de contratos.

Se podrán beneficiar de esta medida todas las 
empresas, con independencia de su tamaño, tanto 
si la contratación es a tiempo completo como si 
es a tiempo parcial, respecto de los contratos ce-
lebrados entre el 25 de febrero de 2014 y el 31 de 
diciembre de 2014, siempre que suponga creación de 
empleo neto.

La cuota empresarial a ingresar por contingencias co-
munes será de 100 euros mensuales, en los supuestos de 
contratos celebrados a tiempo completo, siendo de 75 ó 

50 euros mensuales en los contratos a tiempo parcial en 
función de la jornada de trabajo que se realice.

Con carácter general, estas reducciones se apli-
carán durante un período de 24 meses, si bien, y 
durante los 12 meses siguientes, las empresas con 
menos de 10 trabajadores también tendrán dere-
cho a obtener una reducción del 50 por 100 de la 
cotización por contingencias comunes correspondientes 
al trabajador contratado de manera indefinida.

También se exige como requisito que la empresa no 
haya extinguido contratos de trabajo por causas objetivas 
o por despido disciplinario que hubiesen sido declarados 
judicialmente improcedentes, o por despidos colectivos.

El requisito anterior afectará únicamente a las extin-
ciones producidas a partir del 25 de febrero de 2014.

No obstante lo anterior, con el fin de incentivar la con-
tratación de los trabajadores más jóvenes, sí procederá 
la reducción cuando la persona contratada sea un 
hijo de un trabajador autónomo, menor de 30 años, 
o mayor de dicha edad cuando tengan especiales 
dificultades para su inserción laboral, de acuerdo 
con lo establecido en la disposición adicional décima de 
la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo 
autónomo.

Si el empresario incumple los requisitos para el dis-
frute de estas reducciones estará obligado a reintegrar las 
cantidades dejadas de ingresar.

Jurisprudencia

deSpido
no eS válido, ni pRoduce valoR 
libeRatoRio el finiquito cuando eStá 
Redactado en téRminoS que inducen 
a eRRoR SobRe la intención de laS 
paRteS que lo fiRman  

NOTA IMPORTANTE

no HAy IntromIsIón IlEGítImA En El dErEcHo Al Honor por constAr como fIAdor 
dE Un préstAmo En El fIcHEro dE lA cEntrAl dE InformAcIón dE rIEGos dEl bAnco 
dE EspAñA, dAdo qUE lA condIcIón dE fIAdor no sUponE dEsmErEcImIEnto AlGUno. 
más InformAcIón Al díA cIvIl, páG. 5
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Tribunal Supremo Sala Cuarta – 02/12/2013

Se desestima el recurso de casación para unificación 
de doctrina interpuesto contra sentencia estimatoria de 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña, sobre despido.

La Sala declara que la oferta de “la cantidad de siete 
mil euros netos (7.000) en concepto de indemnización 
legal establecida en el artículo 56-1 del Estatuto de los 
Trabajadores”, inducía al error de pensar que se ofrecía 
la indemnización establecida en el citado artículo 56-1, 
pues se hablaba de la indemnización legal que establece 
ese precepto, cuando realmente se ofrecía una cantidad 
menor, sobre la que no hubo transacción consciente por 
parte del trabajador, cuyo consentimiento quedó viciado 
por una redacción tan poco clara que inducía a pensar 
que se daba la indemnización legal, lo que permite afir-
mar que la cláusula que nos ocupa debe considerarse, al 
menos, oscura, razón por la que, conforme al art. 1288 del 
Código Civil no puede interpretarse de forma que favo-
rezca a quien la redactó.

puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.bdifusion.es marginal: 2447219

Al díA mErcAntIl
legislación

impoRtante RefoRma de la ley 
concuRSal
Real-Decreto Ley 4/2014 de 7 de marzo, por el que se adop-
tan medidas urgentes en materia de refinanciación y rees-
tructuración de deuda empresarial (B.O.E. de 8 de marzo 
de 2014).

Esta reforma procede a reforzar la eficacia de la refinan-
ciación con la finalidad de conseguir con ello y además, 
que «la deuda remanente sea soportable, permitiendo así 
que la empresa SIGA atendiendo a sus compromisos en el 
tráfico económico, generando riqueza y cubriendo pues-
tos de trabajo».

Se refuerza la eficacia de los acuerdos de financiación 
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información
al día

limitándose su rescindibilidad y se facilita su constitución, 
en tanto que se reforma también el efecto suspensivo del 
deber de presentarse en concurso, y se evita preclusiva-
mente, dentro del plazo, la interposición del concurso ne-
cesario, y se limitan el efecto contundente de realización 
con garantías reales, de bienes que sean necesarios para 
la continuación de la actividad empresarial.

Así pues, el conjunto de estas medidas, es tan trascen-
dente en el ámbito concursal y también el de la ejecuto-
riedad de garantías reales, como las hipotecas, que hace 
indispensable un conocimiento perfecto de su importan-
cia y trascendencia. 

Mediante la “homologación judicial del convenio” sus 
efectos trascienden a la acreedora que no los haya sus-
crito. En la disposición adicional 2ª se incluyen, nuevos 
créditos en la calificación privilegiadas de «créditos contra 
la masa» y en la disposición final 5ª se dispone que este 
Real-Decreto Ley empezará a regir el día siguiente de su 
publicación en el B.O.E., o sea, a partir del 9 de marzo 
de 2014.

Aparte de observar mejoras fiscales, todo ello se dice «ad 
exemplum» y para poner en guardia a los operadores de la 
actividad jurídica, sobre la urgencia de su pleno estudio.

Al díA pEnAl
Jurisprudencia

SeguRidad vial
Se declaRa que la autoRización 
judicial paRa efectuaR una analítica 
SobRe el alcoHol en SangRe eS una 
medida juStificada poR el inteRéS 
público en beneficio de la SeguRidad 
de loS viandanteS

Tribunal Supremo Sala Segunda – 21/01/2014

Se declara no haber lugar al recurso de casación for-
malizado contra sentencia condenatoria de la Audiencia 
Provincial de Lugo, Sección II, por los delitos indicados.

La Sala declara que la autorización judicial para efec-
tuar una analítica sobre el alcohol en sangre del recu-
rrente a quien ya se le había hecho una analítica en el 
hospital donde fue ingresado por razones terapéuticas, 
no supuso una injerencia indebida en el derecho a la in-
timidad. Fue decisión autorizada por el Juez de instruc-
ción en el auto de apertura de Diligencias Previas, y se 
trata de una medida idónea y apta para concretar la posi-
ble ingesta alcohólica. Fue medida autorizada por la Ley 
a la vista del estado del recurrente y de su negativa a so-
meterse al control de alcoholemia y finalmente fue una 
medida justificada por el interés público en beneficio de 
la seguridad a los usuarios de la calle, y proporcionada.

Y que es indiscutible que de los hechos probados se 
desprende que la conducta del acusado reúne los ele-
mentos que exigen el tipo penal por lo que se le conde-
na, pues conduce un vehículo a motor con una tasa de 
sangre superior a 1,2 gramos por litro. Asimismo, resulta 
que como resultado de su conducción el copiloto agente 
de la Guardia Civil resultó con lesiones.

puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.bdifusion.es marginal: 2447182

Al díA procEsAl
legislación

Se modifica la lopj paRa fijaR loS 
SupueStoS en que la juRiSdicción 
eSpañola puede conoceR de delitoS 

¡ATENCIÓN!

El rd-lEy 3/2014, dE 28 dE fEbrEro, dE mEdIdAs UrGEntEs pArA El fomEnto dEl Em-
plEo y lA contrAtAcIón IndEfInIdA, EstAblEcE UnA tArIfA plAnA rEdUcIdA dE lAs 
cotIzAcIonEs socIAlEs pArA nUEvos contrAtos IndEfInIdos qUE mAntEnGAn El Em-
plEo nEto dUrAntE Al mEnos trEs Años. más InformAcIón Al díA lAborAl, páG. 8 
(ArtícUlo dErEcHo lAborAl páG. 36)
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cometidoS fueRa del teRRitoRio eSpañol
Ley Orgánica 1/2014, de 13 de marzo, de modificación de 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
relativa a la justicia universal. (BOE núm. 63, de 14 de 
marzo de 2014)

es necesario que el legislador determine, de un 
modo ajustado al tenor de los tratados internacio-
nales, qué delitos cometidos en el extranjero pue-
den ser perseguidos por la justicia española y en 
qué casos y condiciones.

También se delimita con carácter negativo la 
competencia de los tribunales españoles, defi-
niendo con claridad el principio de subsidiarie-
dad. En ese sentido, se excluye la competencia de los 
tribunales españoles cuando ya se hubiese iniciado un 
procedimiento en un Tribunal Internacional o por la ju-
risdicción del país en que hubieran sido cometidos o de 
nacionalidad de la persona a la que se impute su comi-
sión, en estos dos últimos casos siempre que la persona 
a que se imputen los hechos no se encuentre en España 
o, estando en España vaya a ser extraditado a otro país o 
transferido a un Tribunal Internacional, en los términos 
y condiciones que se establecen.

En todo caso, los jueces y tribunales españoles 
se reservan la posibilidad de continuar ejercien-
do su jurisdicción si el estado que la ejerce no 
está dispuesto a llevar a cabo la investigación o 
no puede realmente hacerlo. La valoración de estas 
circunstancias, que por su relevancia corresponderá a la 
Sala 2 ª del Tribunal Supremo, se llevará a cabo confor-
me a los criterios recogidos en el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional.

La regulación introduce límites a la jurisdicción es-
pañola que deben ser aplicados a las causas actualmente 
en trámite, pues los tribunales españoles no pueden 
continuar procedimientos sobre los que ya carez-
can de jurisdicción.

sUbvEncIonEs
Estatales

Se conceden SubvencioneS al 
veHículo eficiente (pive-4)
Real Decreto 830/2013, de 25 de octubre, por el que regula 
la concesión directa de subvenciones del “Programa de In-
centivos al Vehículo Eficiente (PIVE-4)”. (BOE núm. 259, 
de 29 de octubre de 2013)

final de la convocatoria: 30 de abril de 2014

Se conceden SubvencioneS al 
veHículo eficiente (pive-5)
Real Decreto 35/2014, de 24 de enero, por el que se regula 
la concesión directa de subvenciones del “Programa de In-
centivos al Vehículo Eficiente (PIVE-5)”. (BOE núm. 24, 
de 28 de enero de 2014)

final de la convocatoria: 29 de enero de 2015

Se conceden ayudaS a tRabajadoReS 
afectadoS poR ReStRuctuRación de 
empReSaS
Real Decreto 908/2013, de 22 de noviembre, por el que se 
establecen las normas especiales para la concesión de ayu-
das extraordinarias a trabajadores afectados por procesos de 
reestructuración de empresas. (BOE núm. 281, de 23 de 
noviembre de 2013)

final de la convocatoria: tres meses desde la ex-
tinción de los contratos de los trabajadores afectados por 
el despido colectivo; y  dos meses desde la extinción de 
los contratos de trabajo para las empresas en concurso 
de acreedores. 

NOTA IMPORTANTE

lA lEy orGánIcA 1/2014, dE 13 dE mArzo, modIfIcA lA lopJ En lo rElAtIvo A lA JUs-
tIcIA UnIvErsAl, pArA dElImItAr los sUpUEstos En qUE lA JUrIsdIccIón EspAñolA 
pUEdE InvEstIGAr y conocEr dE dElItos comEtIdos fUErA dEl tErrItorIo En los 
qUE EspAñA EJErcE sU sobErAníA. más InformAcIón Al díA procEsAl, páGs. 10 y 11
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REFORMA DE LA LEY CONCURSAL
(Real-Decreto Ley 4/2014 de 7 de marzo, por el que 
se adoptan medidas urgentes en materia de refinan-
ciación y reestructuración de deuda empresarial)

carlos pavón. Director del Departamento Concursal de IUrE Abogados
Auxiliadora blazquez y carmen querol. Abogadas de IUrE Abogados

Teniendo en cuenta que la reciente reforma objeto del presente análisis busca impulsar la negociación 
extrajudicial para evitar la entrada masiva de las empresas al proceso concursal, los principales aspec-
tos desarrollados a continuación se centrarán en la modificación de los acuerdos de refinanciación y 
su homologación judicial. 

Se analizan por tanto ambas figuras, sin perjuicio de otras modificaciones integradas en la mencionada 
reforma.

Recientemente ha sido aprobada la 
nueva normativa concursal por el Con-
sejo de Ministros del pasado viernes 7 
de marzo,  fruto del Real Decreto-ley 
por el que se adoptan medidas urgen-
tes en materia de refinanciación y rees-
tructuración de deuda empresarial.

El objetivo de la mencionada re-
forma de la regulación concursalis-
ta es evitar que una deudora con un 
alto índice de adeudos e insuficiencia 

de liquidez como para superar su si-
tuación de insolvencia, pero que sin 
embargo, cuente con expectativas de 
crecimiento, fruto de la generación de 
beneficios obtenidos de la explotación 
de su actividad y, con una viabilidad 
operativa, se vea abocada a solicitar 
un concurso voluntario de acreedo-
res en caso de no alcanzar con éxito 
un acuerdo de refinanciación con sus 
acreedores.

En este sentido, una vez compro-
bada la dificultad para alcanzar acuer-
dos entre la deudora y sus acreedores 
financieros derivada no tanto de la 
falta de entendimiento entre las par-
tes, sino por la rigidez establecida en 
la normativa preconcursal previa a su 
modificación, las medidas suscepti-
bles de eludir posibles obstáculos 
a fin de conseguir una refinancia-
ción más flexible y, próspera en el 
término de los acuerdos son los frac-
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cionamientos de pago, el acudir a 
quitas y, la conversión de deuda a 
través de su capitalización. 

Como curiosidad, el legislador 
ha añadido como contenido de es-
tas medidas urgentes en materia de 
refinanciación, que una vez haya 
sido formulada la comunicación 
acotada en el artículo 5-bis, no 
podrá formularse de nuevo por 
la misma deudora hasta que haya 
transcurrido un año.

Otra novedad del artículo 5 bis es 
que se ordenará por el secreta-
rio judicial, la publicación en el 
Registro público concursal de la 
resolución que se decrete en re-
lación a la comunicación presen-
tada por la deudora, o si se tratase 
de una negociación para acometer un 
acuerdo extrajudicial de pago, proce-
derá el notario o el registrador mer-
cantil conforme a lo previsto a los 
términos que reglamentariamente se 
determinen.

Todas estas reglas buscan en defi-
nitiva la obtención de una mejora en 
la posición patrimonial de la deudora, 
fomentando un periodo de negocia-
ciones sin empeorar o acrecentar la 
situación de insolvencia.

Asimismo, también ha sido conve-
niente establecer en relación al pre-
cepto 56, relativo a la paralización de 

ejecuciones de garantías reales, que 
con motivo de la comunicación 
del inicio de negociaciones a fin 
de lograr un determinado acuer-
do de refinanciación, se pueda 
suspender, durante este periodo 
de tiempo, las ejecuciones judi-
ciales de bienes que resulten ne-
cesarios para la continuidad de la 
actividad empresarial de la deu-
dora. es más, tampoco podrán 
llevarse a cabo las ejecuciones 

singulares promovidas por los 
acreedores financieros referidas en 
la DA 4º LC, por lo que se suspen-
derán siempre que se justifique que 
un porcentaje no inferior al 51% de 
acreedores de pasivos financieros han 
apoyado expresamente el inicio de las 
negociaciones con vistas a la suscrip-
ción de un acuerdo de refinanciación.

Gracias a esta ampliación de vías a 
las que acudir en el seno de una refi-

LEGISLACIÓN

www.bdifusion.es

•	 ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. (normas básicas. Marginal: 
24050). Arts.; 5 bis, 71, 71 bis, 156, DA 4º.

•	 real-Decreto ley 4/2014 de 7 de marzo, por el que se adoptan me-
didas urgentes en materia de refinanciación y reestructuración de 
deuda empresarial. (legislación General. Marginal: 690333)

“Una vez haya sido formulada la 
comunicación acotada en el Artículo 5-bis, 
no podrá formularse de nuevo por la misma 
deudora hasta que haya transcurrido un 
año”
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“con motivo de la comunicación del 
inicio de negociaciones a fin de lograr un 
determinado acuerdo de refinanciación, se 
puede suspender, durante este periodo de 
tiempo, las ejecuciones judiciales de bienes 
que resulten necesarios para la continuidad 
de la actividad empresarial de la deudora”

nanciación del 5 bis, se prevé que con 
la puesta a disposición de este tipo 
de facilidades a las empresas que se 
encuentren en fase preconcursal, ya 
comunicada y autorizada por el Juez 
de lo Mercantil, posiblemente se con-
siga que el gran número de compañías 
españolas que se estén planteando ac-
tualmente solventar su insolvencia, se 
sanee financieramente para así, lograr 
el reflotamiento de las mismas.

dIsposIcIón AdIcIonAl 
cUArtA

Uno de los apartados más profu-
samente modificados por la última 
reforma concursal ha sido el relativo 
a la homologación judicial de los 
acuerdos de refinanciación, la cual 
se encuentra inserta en la disposición 
adicional cuarta de la Ley 22/2003, de 
9 de julio, Concursal (LC).

Los acuerdos de refinanciación re-
gulados en la LC responden a la nece-
sidad de proteger determinados com-
promisos adquiridos por el deudor y 
sus acreedores que, si bien podrían 
ser susceptibles de rescisión ante un 
eventual concurso de aquél, quedan 
amparados por la norma al priorizar 
el legislador la protección de su via-
bilidad empresarial (este es uno de los 
requisitos exigidos en la norma para 
dotar de protección legal al acuerdo) 

frente al derecho de los acreedores 
del concurso a lograr la recomposi-
ción patrimonial del deudor, en caso 
de frustración de la refinanciación y 
su declaración en concurso.

Pues bien, la extensión del conte-
nido de los acuerdos de refinancia-
ción a los acreedores no firmantes del 
mismo constituye el objeto de la dis-
posición adicional cuarta, mediante 
la homologación judicial del acuerdo. 
Es decir, la homologación únicamente 
resulta necesaria en caso de preten-
derse dicha extensión de efectos a 
otros acreedores, pues en otro caso no 
será preceptiva dicha homologación.

Con la modificación operada en 
esta materia, el contenido de la dis-
posición adicional cuarta ha pasado 
a contar con trece apartados, frente 
a los siete con que contaba anterior-
mente, lo cual pone de relieve la im-
portancia dada en la reforma a esta 
cuestión. Ello obedece, sin duda, a 
la importante frustración de las ne-
gociaciones entre el deudor y sus 
acreedores para alcanzar acuerdos de 
refinanciación cuando una mayoría 
significativa de éstos no muestra una 
verdadera voluntad por participar de 
la negociación.

Así, la primera modificación ha 
sido la reducción del pasivo que 
debe aprobar el acuerdo para que 

éste resulte homologable, fiján-
dose actualmente en el 51% del 
pasivo financiero, indicando a con-
tinuación que tendrán dicha cualidad 
los titulares de cualquier endeudamien-
to financiero con independencia de 
que estén o no sometidos a supervisión 
financiera, excluyéndose los acree-
dores por operaciones comerciales y 
los acreedores de pasivos de derecho 
público. Tampoco computarán a estos 
efectos los acreedores que tengan la 
consideración de persona especial-
mente relacionada con el deudor.

Con la regulación anterior, el efec-
to producido por la homologación 
judicial permitía que los efectos de 
la espera pactada para las entidades 
financieras que lo hubieran suscrito 
se extendiera a las restantes entidades 
financieras acreedoras no participan-
tes o disidentes cuyos créditos no es-
tuvieran dotados de garantía real. Sin 
embargo, con la reciente modifica-
ción, a los acreedores con garantía 
real se les dedica un tratamiento 
específico en el sentido de fijar 
el valor de la garantía real como 
límite excluido de los efectos de 
la homologación del acuerdo, re-
gulando de forma pormenorizada el 
modo de cálculo de dicho valor.

A estos efectos, se entenderá por va-
lor de la garantía real de que goce cada 
acreedor el resultante de deducir, de 
los nueve décimos del valor razonable 
del bien sobre el que esté constituida 
dicha garantía, las deudas pendientes 
que gocen de garantía preferente sobre 
el mismo bien, sin que en ningún caso 
el valor de la garantía pueda ser inferior 
a cero ni superior al valor del crédito 
del acreedor correspondiente. Sentado 
lo anterior, resulta indispensable co-
nocer el valor razonable del bien ob-
jeto de garantía, para lo cual la norma 
dispensa el modo de fijarlo para los 
valores mobiliarios cotizados (precio 
medio ponderado de negociación en 
el último trimestre), inmuebles (infor-
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“los acreedores de pasivos financieros con 
garantía real podrán verse compelidos por 
los términos del acuerdo, aun no habiéndolo 
aprobado expresamente, tanto para la parte 
del crédito que exceda del valor otorgado 
por la norma a la garantía real, como por el 
importe objeto de garantía”

me emitido por sociedad de tasación) 
y resto de bienes (informe de experto 
independiente).

Más aún, el contenido del acuer-
do que puede extenderse al resto 
de acreedores de pasivos finan-
cieros se amplía frente a la regu-
lación anterior de acuerdo a las 
diversas mayorías que se hubieran 
alcanzado con la negociación:

 – Si se ha alcanzado un 60%, las espe-
ras, ya sean de principal, de intereses 
o de cualquier otra cantidad adeuda-
da, con un plazo no superior a cinco 
años, o la conversión de deuda en 
préstamos participativos durante el 
mismo plazo.

 – Si se ha alcanzado un 75%, el con-
tenido extensible es el siguiente:

•	 Las esperas con un plazo de cin-
co años o más, pero en ningún 
caso superior a diez.

•	 Las quitas.

•	 La conversión de deuda en accio-
nes o participaciones de la sociedad 
deudora.

•	 La conversión de deuda en prés-
tamos participativos por un pla-
zo de cinco años o más, pero en 
ningún caso superior a diez, en 
obligaciones convertibles o prés-
tamos subordinados, en présta-
mos con intereses capitalizables 
o en cualquier otro instrumento 
financiero de rango, vencimiento 
o características distintas de la 

deuda original.

•	 La cesión de bienes o derechos a 
los acreedores en pago de la tota-
lidad o parte de la deuda.

Sin embargo, en cuanto a los acree-
dores con garantía real, también pue-
den verse afectados por la parte de su 
crédito que no exceda del valor de la 
garantía real, siempre que uno o más 
de dichos efectos hayan sido acordados, 
con el alcance que se convenga, por las 
siguientes mayorías, calculadas en fun-
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“se amplían las posibilidades de acuerdo 
entre deudor y acreedor, restringiendo los 
supuestos pero eliminando la necesidad de 
quórum”

ción de la proporción del valor de las 
garantías aceptantes sobre el valor total 
de las garantías otorgadas:

a. Del 65%, cuando se trate de las 
medidas previstas en el primer 
apartado (las que resulten aproba-
das por el 60% de los acreedores de 
pasivos financieros).

b. Del 80%, cuando se trate de las 
medidas previstas en el segundo 
apartado (las que resulten aproba-
das por el 75% de los acreedores de 
pasivos financieros).

Por tanto, a la luz de la reforma, 
los acreedores de pasivos finan-
cieros con garantía real podrán 
verse compelidos por los térmi-
nos del acuerdo, aún no habién-
dolo aprobado expresamente, 
cuando concurran los requisitos 
anteriormente mencionados, tan-
to para la parte del crédito que exce-
da del valor otorgado por la norma a 
la garantía real, como por el importe 
objeto de garantía, en su caso, si una 
mayoría suficiente de los acreedores 
igualmente dotados de garantía real 
aprueban el acuerdo.

La presente disposición constituye, 
por todo lo anterior, una de las modi-
ficaciones más relevantes operadas 
con la reforma, tanto en lo relativo a 
la regulación de las nuevas mayorías, 
como al contenido que se puede ex-
tender a los acreedores disidentes del 
acuerdo, incluyendo en los mismos a 
los acreedores con garantía real.

AccIonEs dE rEIntEGrAcIón: 
EspEcIAl consIdErAcIón 
dE los AcUErdos dE 
rEfInAncIAcIón

Hasta ahora, la no rescindibilidad 
de los acuerdos de refinanciación ve-
nía recogida en el apartado 6 del artí-
culo 71, sin embargo con la entrada en 
vigor de esta nueva reforma de la ley 
concursal, se pasa a recoger esta 
consideración de no rescindibles 
en un nuevo artículo 71.bis, aña-
diendo un nuevo supuesto.

Se mantiene en cuanto a su redac-
ción, la no rescindibilidad de aquellos 
acuerdos, negocios, actos y pagos al-
canzados por el deudor y las garantías 
constituidas en ejecución de dichos 
acuerdos, cualquiera que sea su na-
turaleza cuando en virtud de los mis-
mos se amplíe de forma significativa 
el crédito o se modifiquen o extingan 
obligaciones. Manteniéndose la ne-
cesidad de que dicho acuerdo haya 
sido suscrito por tres quintas partes 
del pasivo, se elimina la necesidad de 
experto independiente pasando a ser 
sustituido dicho informe por una cer-
tificación del auditor de cuentas de la 
sociedad.

El nuevo supuesto de no rescindi-
bilidad de los acuerdos de refinancia-
ción se encuentra desarrollado en el 
apartado 2 del citado artículo 71. Bis, 
el cual contempla que los acuerdos 
incrementen la proporción del 
activo sobre el pasivo, que las ga-
rantías otorgadas no excedan de 
los nueve décimos de la deuda 

pendiente, que el tipo de interés 
aplicable a la deuda resultante 
del acuerdo de refinanciación 
no exceda en más de un tercio 
al aplicable a la deuda preexis-
tente, y que esté formalizado en 
escritura pública no serán rescin-
dibles, sin necesidad de alcanzar 
una mayoría de pasivo. Es decir, se 
amplían las posibilidades de acuerdo 
entre deudor y acreedor, restringiendo 
los supuestos pero eliminando la ne-
cesidad de quórum.

Unido a este nuevo supuesto de 
no rescindibilidad de los acuerdos de 
refinanciación y en particular, dentro 
del supuesto de acuerdos que con-
templen aplazamiento de deuda con 
devengo de interés, la disposición adi-
cional primera del decreto, establece 
que el banco de españa fijará los 
criterios necesarios para la clasi-
ficación como riesgo normal de 
las operaciones de reestructura-
ción de deuda como consecuen-
cia de la firma de un acuerdo de 
refinanciación. De esta manera se 
podrá conocer qué entenderán las en-
tidades financieras como operaciones 
de riesgo normal para conceder una 
nueva refinanciación a empresas via-
bles con un sobreendeudamiento.

nUEvA clAsIfIcAcIón dE los 
crédItos

Hasta el momento, cualquier acree-
dor que se considere especialmente 
relacionado con el deudor, como sus 
socios, conlleva la subordinación de su 
crédito de forma inmediata. No obs-
tante, aquellos acreedores que ha-
yan capitalizado parte de su crédi-
to en cumplimiento de un acuerdo 
de refinanciación  de los regulados 
en el artículo 71.bis, no se consi-
derarán personas especialmente 
relacionadas con el concursado, y 
por tanto no pasarán a considerar-
se acreedores subordinados.
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Igualmente dentro del apartado de 
personas especialmente relacionadas 
con el deudor, se incluyen aquellos ad-
ministradores de hecho, que sin serlo 
formalmente del concursado inter-
vienen en sus decisiones. Pues bien, 
aquellos acreedores que hayan 
suscrito el acuerdo de refinancia-
ción contemplado en el artículo 
71.bis o en la disposición adicio-
nal cuarta de la ley concursal no 
se considerará administrador de 
hecho, salvo prueba en contra-
rio por aquellas obligaciones que 
asuma el deudor en cumplimien-
to del plan de viabilidad unido a 
dicho acuerdo de refinanciación.

El artículo 86, regulador de los 
créditos contra la masa, contempla 
entre los supuestos de dichos créditos 
contra la masa el denominado fresh 
money, créditos que supongan nuevos 
ingresos de tesorería calificándolos 
dentro de este grupo en su 50%. Di-
cha clasificación va a quedar inaplica-
ble durante dos años desde la entrada 
en vigor de este real decreto, pasando 
a considerarse como créditos contra la 

masa el 100% de dicho fresh money, 
pudiendo ser otorgado dicha tesorería 
por el propio deudor o por personas 
especialmente relacionadas con éste, 
si bien no pudiendo consistir en una 
ampliación del capital del concursado.

nUEvA cUAlIfIcAcIón dE 
concUrso cUlpAblE

Hasta la fecha, las presunciones 
de culpabilidad del concurso, vienen 
reguladas en el artículo 165 de la Ley 
Concursal, basándose dichas pre-
sunciones en el incumplimiento de 
la solicitud del concurso, la falta de 
colaboración del deudor, o la falta de 
formulación de cuentas. El presente 
proyecto, dentro de su objetivo de fo-
mentar la negociación del deudor y sus 
acreedores, incorpora una nueva pre-
sunción de culpabilidad respecto de 
aquel deudor que se hubiera negado 
sin causa razonable a la capitalización 
de créditos de sus acreedores conlle-
vando la frustración de un acuerdo de 
refinanciación del artículo 71.bis o de 
la disposición adicional cuarta. 

Del mismo modo, y dentro de 
las personas que pueden ser 
afectadas por una eventual sen-
tencia de calificación culpable, 
se incorporan aquellos socios 
que se negaran a la capitaliza-
ción de sus créditos o a una emi-
sión de valores. No obstante, los 
administradores de dicha sociedad 
que propongan a la junta un acuer-
do de capitalización de créditos o de 
emisión de valores, y ésta sea retra-
sada por los socios, no se verán afec-
tados por la calificación en relación 
a la presunción anterior.

modIfIcAcIonEs fIscAlEs

En relación con las escrituras 
públicas que contengan quitas o 
minoraciones de las obligaciones 
del deudor que se incluyan en 
los acuerdos de refinanciación 
o en los acuerdos extrajudicia-
les de pago regulados en la ley 
concursal quedarán exentas de 
tributación. n
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¿CUÁNDO LA INSCRIPCIóN REGISTRAL 
NO SIRVE?
La prescripción adquisitiva contra el titular registral 
a raíz de la sentencia del Tribunal Supremo de 21 
de enero de 2014

castor villar González y sergio berenguer pascual
Abogados de Díaz-Bastien & truan Abogados

Recientemente se ha publicado la sentencia de 21 de enero de 2014 dictada por la Sección 1ª de la 
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, donde se dirime bajo qué normas, Ley Hipotecaria o Código 
Civil (en adelante, LH y CC respectivamente), operaría la prescripción adquisitiva contra tabulas de 
un usucapiente en perjuicio de un tercero hipotecario.

La sentencia ha puesto fin a una discusión jurídica que venía manteniendo un importante sector 
doctrinal respecto a la vigencia y aplicabilidad del art. 1949 CC en relación con el art. 36 LH, cuyas 
redacciones parecían incompatibles respecto a la prescripción adquisitiva ordinaria, resolviéndose aho-
ra definitivamente la disputa conforme a que el art. 1949 CC debe entenderse tácitamente derogado.

Para comprender el núcleo de la 
cuestión relativa a la prescripción ad-
quisitiva contra tabulas suscitada en 
la mencionada sentencia es necesario 
presentar brevemente cuáles son los 
presupuestos de hecho  de cada un 
de estas disposiciones.

Pues bien, el supuesto de hecho 
del art. 1949 cc  se circunscribe a 
dar solución a hipotéticos casos de 
prescripción adquisitiva ordinaria en 

situaciones de: 1) dos inscripcio-
nes de títulos que causen una doble 
inmatriculación; 2) una inscripción 
registral de un título sin que concu-
rran las exigencias del art. 34 LH, y 
por tanto quedarían excluidos los pri-
vilegios otorgados por el Derecho al 
tercero hipotecario.

En cambio, el supuesto regulado 
en el art. 36.1 lH ofrece una acción 
eficaz para el usucapiente, ya sea or-

dinario o extraordinario, que no ha 
inscrito aún su título (el que sea) 
en el registro al tiempo de la inscrip-
ción registral lograda por un tercero 
hipotecario, independientemente de 
que la usucapión esté consumada o 
esté en vías de consumarse.

en definitiva, el art. 36.1 lH 
no prevé la solución de un su-
puesto de doble inscripción sino 
que ofrece una vía para que el 
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usucapiente (consumado o en vías 
de hacerlo)  pueda accionar fren-
te al tercero hipotecario y, por el 
mecanismo del art. 36.1 LH, remover 
de la inscripción registral al tercero 
hipotecario (art. 34 LH) y lograr que 
se inscriba el título del usucapiente 
siempre y cuando, evidentemente, 
se cumpla el marco normativo  de la 
prescripción previsto en la legislación 
civil pura. 

Sentado lo anterior es el momen-
to para describir con mayor detalle el 
grueso de la cuestión.

sUcInto AnálIsIs dE lA 
normAtIvA En ApArEntE 
controvErsIA

Según la ley Hipotecaria se 
podrán inscribir en el Registro los 
títulos traslativos o declarativos 
del dominio de los inmuebles o 
de los derechos reales impuestos 
sobre los mismos. Y si bien, aunque 
todos estos títulos gozan de la posibili-
dad de ser inscritos, no todos disfrutan 
de la protección privilegiada prevista 
en el art. 34 LH, en cuyo tenor se dis-
pone lo siguiente: “El tercero que de 
buena fe adquiera a título oneroso 
algún derecho de persona que en el 
Registro aparezca con facultades 
para transmitirlo, será manteni-
do en su adquisición, una vez que 
haya inscrito su derecho, aunque 

después se anule o resuelva el del 
otorgante por virtud de causas que 
no consten en el mismo Registro”; 
esto es, sensu contrario, los negocios 
a título lucrativo susceptibles de ser 
inscritos no estarían protegidos bajo el 
paraguas del art. 34 LH.

Aunque esta disposición es cla-
ra respecto al tercero hipotecario de 
buena fe, existen figuras previstas 
en el código civil–como la del 
usucapiente–que para la ley Hi-
potecaria también merecen una 
protección específica con el obje-

to de que puedan tener acceso al 
Registro. Tal es el caso del art. 36.1 
LH que ofrece un útil instrumento ju-
rídico para dirimir cualquier conflicto 
que se pudiera dar entre un usuca-
piente y un tercero hipotecario (art. 
34 LH). Así mismo, en aparente 
conflicto nos encontramos frente al 
art. 1949 cc, cuyo precepto prevé 
como regla general que contra un 
título inscrito en el Registro no 
cabe la usucapión ordinaria con-
tra tabulas sino en virtud de otro 
título igualmente inscrito. 

LEGISLACIÓN
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•	 Código Civil. (normas básicas. Marginal: 3716). Art.1949 

•	 ley Hipotecaria, texto refundido según decreto de 8 de febrero de 
1946 (normas básicas. Marginal: 3669). Arts.; 34, 35, 36.

“la sentencia de 21 de enero de 2014 
del tribunal supremo decide sin ninguna 
vacilación declarar la derogación tácita del 
art. 1949 cc”
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cUAdro dE dIsposIcIonEs controvErtIdAs

Art. 1949 código civil Art. 36 ley Hipotecaria

rEdAccIón vIGEntE dEsdE El 1 dE mAyo dE 
1989

rEdAccIón vIGEntE dEsdE El 31 dE dIcIEmbrE 
dE 1946

 - contra un título inscrito en el registro 
de la propiedad 

 - no tendrá lugar 

 - la prescripción ordinaria del dominio o 
derechos reales

 - en perjuicio de tercero, 

 - sino en virtud de otro título igualmente 
inscrito, 

 - debiendo empezar a correr el tiempo 
desde la inscripción del segundo.

 - frente a titulares inscritos que tengan 
la condición de terceros con arreglo al ar-
tículo 34, 

 - sólo prevalecerá 

 - la prescripción adquisitiva consumada 
o la que pueda consumarse dentro del año 
siguiente a su adquisición, 

 - en los dos supuestos siguientes:

a. cuando se demuestre que el adquiren-
te conoció o tuvo medios racionales y 
motivos suficientes para conocer, antes 
de perfeccionar su adquisición, que la 
finca o derecho estaba poseída de he-
cho y a título de dueño por persona dis-
tinta de su transmitente.

b. siempre que, no habiendo conocido 
ni podido conocer, según las normas 
anteriores, tal posesión de hecho al 
tiempo de la adquisición, el adquirente 
inscrito la consienta, expresa o tácita-
mente, durante todo el año siguiente a 
la adquisición. cuando la prescripción 
afecte a una servidumbre negativa o no 
aparente, y ésta pueda adquirirse por 
prescripción, el plazo del año se con-
tará desde que el titular pudo conocer 
su existencia en la forma prevenida en 
el apartado a), o, en su defecto, desde 
que se produjo un acto obstativo a la 
libertad del predio sirviente.
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tradicionalmente esta tensión 
se solucionaba doctrinalmente 
por un importante sector mante-
niendo que el art. 1949 cc debía 
entenderse derogado por el art. 36 
lH en virtud del principio lex pos-
terior derogat priori, ya que estable-
cía una regulación novedosa y distinta 
en comparación con la originaria del 
Código Civil. Sin embargo, nótese, el 
art. 36 LH no exige que exista un título 
inscrito a favor del usucapiente–como 
así lo exige el art. 1949 CC–para que 
pueda operar la usucapión en contra 
del titular registral, y por tanto con-
sideramos que en realidad no existe 
ningún solapamiento normativo pleno 
entre ambos preceptos (debiendo rein-
terpretarse ambos de forma que sean 
compatibles y complementarios). 

Sin embargo, a pesar del criterio 
mantenido en la reciente sentencia 
que declara totalmente derogado el art. 
1949 CC, nos inclinamos doctrinal-
mente por preservar la vigencia del re-
ferido precepto ya que entendemos que 
podría dar solución a determinados su-
puestos de hecho concretos y distintos 
a los previstos en el art. 36 LH.

Así el art. 1949 cc, por un lado, 
se refiere a casos de prescripción ad-
quisitiva ordinaria-nunca la extraordi-
naria-donde existen dos inscripcio-
nes; ya sea de forma consecutiva, ya 
sea en paralelo. 

La primera se refiere a los supues-
tos de inscripciones registrales deriva-
das de adquisiciones a título gratuito, 
donde no hay un conflicto con el titu-
lar originario (el conflicto surgiría des-
pués tras la anulación del título). Este 
sería un supuesto residual a la vista 
de la regulación hipotecaria que entró 
en vigor a mitad del siglo pasado, de-
biéndose reinterpretar el art. 1949 CC 
para dar cobertura a los supuestos que 
quedaban fuera de la Ley Hipotecaria. 
De esta forma resulta imprescindible 
que el usucapiente no sea considerado 

tercero hipotecario en virtud del art. 
34 LH puesto que, en tal caso, su ad-
quisición–incluso a non domino–sería 
inatacable.

La segunda exigiría que hubiese dos 
inscripciones en paralelo (doble inma-
triculación), contradictorias e incom-
patibles entre sí, y a la vez igualmente 
protegidas por el art. 34 LH, siendo éste 
el motivo por el cual no pueden operar 
los privilegios previstos en la legislación 
hipotecaria para ambos terceros adqui-
rentes a título oneroso, debiendo entrar 
en juego las reglas y normas del Códi-
go Civil, esto es, el art. 1949 CC entre 
otros que sean aplicables.

El art. 36 lH, por otro lado, pre-
vé una regla general y diversas excep-
ciones. La regla general consiste en 
que la usucapión puede operar 
contra tabulas en perjuicio del ti-
tular registral, sin distinguir entre 
prescripción ordinaria y extraor-
dinaria, respecto del dominio y de los 
derechos reales limitados de goce que 
estén debidamente inscritos a favor 

de un tercero. Dicho de otro modo, la 
circunstancia de figurar inscrito 
en el Registro ,el dominio y/o el 
derecho real de goce, no impide 
que otras personas puedan adqui-
rirlos por prescripción adquisitiva.

Sin embargo, si bien se permite la 
prescripción contra tabulas, en los 
casos de usucapión consumada o 
cuasi consumada este modo de ad-
quirir la propiedad se encuentra 
ciertamente limitado a favor del 
tercero hipotecario y la protección 
que la Ley Hipotecaria a éste le brinda: 

1. La usucapión consumada con-
tra el titular originario no podrá 
oponerse frente al tercero hi-
potecario del art. 34 LH que 
adquiera un bien inmueble o de-
recho real siempre y cuando no se 
demuestre que este tercer adqui-
rente previamente, al tiempo 
de perfeccionarse la adquisi-
ción, conocía o tuvo medios y 
motivos suficientes para conocer 
que la finca o derecho estaba 

“El art. 36.1 lH no prevé la solución de 
un supuesto de doble inscripción sino que 
ofrece una vía para que el usucapiente 
pueda accionar frente al tercero 
hipotecario”
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poseída de hecho y a título de 
dueño por persona distinta de 
su transmitente.

2. Asimismo, siempre que no se co-
nociera o no se pudiera conocer 
tal posesión de hecho al tiempo 
de la adquisición, el tercero hi-
potecario dispondrá de un año 
para enervar o interrumpir la 
prescripción adquisitiva consu-
mada o cuasi consumada. En caso 
contrario la posesión de hecho del 
usucapiente se entenderá consen-
tida expresa o tácitamente por el 
tercero hipotecario.

Por último, y a la vista de todo el 
régimen jurídico que se acaba de ex-
poner, solamente cabe ver por qué la 
sentencia de 21 de enero de 2014 
del tribunal Supremo decide sin 
ninguna vacilación declarar la de-
rogación tácita del art. 1949 cc. 

fUndAmEntos dE lA 
sEntEncIA dEl trIbUnAl 
sUprEmo pArA dEroGAr 
tácItAmEntE El Art. 1949 cc

Para desmarcarse de la anterior–y 
no tan radical–jurisprudencia de la 
Sala de lo Civil en relación con el art. 
1949 CC, la sentencia de 21 de ene-
ro de 2014 arguye que «aun cuando 
esta Sala ha hecho mención al artículo 
1949 del Código Civil en sentencias 
como las de 28 de febrero de 2001 (RC 
2589/1996) y 20 de febrero de 2007 
(RC núm. 390/2000), sin descartar su 
vigencia, lo ha hecho de modo inciden-
tal pues en los casos allí contemplados 

no dependía de su aplicación el resul-
tado del proceso, lo que no ocurre en el 
presente ya que la “ratio decidendi” de 
la sentencia hoy impugnada viene dada 
precisamente por la aplicación al caso 
de dicho precepto».

La sentencia continúa en su aná-
lisis sobre el núcleo de la cuestión 
fundamentando que: «El nuevo ar-
tículo 36 de la Ley Hipotecaria (texto 
vigente desde 1944) contempla dos si-
tuaciones distintas y contiene una regu-
lación diferente de la anterior respecto 
de la prescripción adquisitiva frente 
al tercero registral; tales situaciones 
son: 1ª) La usucapión que se produce 
contra el titular inscrito mientras tiene 
lugar la posesión «ad usucapionem»; y 
2ª) La que se produce frente al tercer 
adquirente de ese titular, que reúne las 
condiciones del artículo 34 de la Ley 
Hipotecaria.

En el primer caso, la solución viene 
a coincidir con la del anterior artícu-
lo 35 LH pues se dice ahora que «en 
cuanto al que prescribe y al dueño del 
inmueble o derecho real que se esté 
prescribiendo y a sus sucesores que no 
tengan la condición de terceros, se ca-
lificará el título y se contará el tiempo 
con arreglo a la legislación civil» ; pero 
no sucede igual en el segundo supuesto 
para el que, sin distinción entre usuca-
pión ordinaria y extraordinaria, se con-
tiene una nueva regulación sobre la efi-
cacia de la prescripción adquisitiva en 
perjuicio de tercero hipotecario, pues 
ahora no se exige que el usucapiente 
tenga inscripción alguna a su favor, 
sino que adopta como criterio el del co-
nocimiento real o presunto por parte de 

dicho tercero de la situación posesoria 
«ad usucapionem». En tal caso preva-
lece contra el «tercero hipotecario» la 
prescripción adquisitiva ya consuma-
da en el momento de la adquisición, o 
que pueda consumarse dentro del año 
siguiente, en dos supuestos: a) Cuando 
se demuestre que el adquirente cono-
ció o tuvo medios racionales y motivos 
suficientes para conocer, antes de per-
feccionar su adquisición, que la finca 
o derecho estaba poseída de hecho y a 
título de dueño por persona distinta de 
su transmitente; y b) Cuando, fuera del 
caso anterior, el «tercero hipotecario» 
consienta dicha posesión, apta para la 
adquisición del dominio, de forma ex-
presa o tácita, durante todo el año si-
guiente a la adquisición». 

Finalmente la Sala de lo Civil 
concluye su razonamiento de forma 
absolutamente terminante procla-
mando que: «Se trata, en definitiva, de 
un nuevo régimen totalmente distinto 
del anterior en lo que afecta a la posi-
ción del «tercero hipotecario», que ha 
venido a sustituir en su integridad el 
previsto en el artículo 1949 del Código 
Civil, en cuanto que, al no distinguir, 
debe entenderse que afecta tanto a la 
prescripción ordinaria como a la ex-
traordinaria». (…) «Lo razonado hasta 
ahora comporta que no se pueda man-
tener la argumentación de la sentencia 
recurrida favorable a la vigencia del 
artículo 1949 del Código Civil (…)».

Dicho esto último, una vez expues-
ta la ratio decidendi de la sentencia 
que hemos tratado, poco más se pue-
de añadir que contribuya a esclarecer 
la postura actual del Tribunal Supremo, 
restando únicamente que manifeste-
mos al respecto nuestras propias con-
clusiones previamente adelantadas.

conclUsIón 

Es indiscutible que existe un in-
veterado conflicto entre las normas 

“El tercero hipotecario dispondrá de un año 
para enervar o interrumpir la prescripción 
adquisitiva consumada o cuasi consumada”



   Economist & Jurist   23

aquí expuestas y, a nuestro juicio, es 
notorio que al menos parcialmente ha 
habido una derogación tácita del art. 
1949 CC, debiendo reinterpretarse el 
mismo de forma que complemente la 
Legislación Hipotecaria en aquellos 
supuestos no previstos en ella. De 
esta manera discrepamos con el nue-
vo criterio del Tribunal Supremo en el 
sentido de que la derogación tenga un 
alcance absoluto. 

El motivo sobre el cual se susten-
ta nuestra postura ya se encontra-
ba expuesta en la ratio decidendi de 
la sentencia de fecha 19 de julio de 
1999 dictada por la Sala Primera del 
Tribunal Supremo, siendo ponente el 
Excmo. Sr. D. José Menéndez Her-
nández–que además de Magistrado 
también era Registrador–, resolvién-
dose en dicha ocasión un supuesto de 
hecho peculiar: una doble inmatricu-
lación originada por una doble venta. 
En esta sentencia uno de los deman-
dados alegó que se había consumado 
la prescripción adquisitiva frente a 
la titularidad registral esgrimida por 
su oponente, concluyendo el Tribu-
nal Supremo que esta petición había 
que resolverla de conformidad con los 

pronunciamientos del Derecho Civil 
puro, toda vez que: «Al haberse neu-
tralizado los efectos registrales de los 
asientos enemigos, no pueden invocarse 
ni las presunciones del artículo 35 de 
la LH, ni las reglas del artículo 36 del 
mismo Cuerpo Legal. Para resolver la 
cuestión planteada hay que acudir a la 
normativa del artículo 1949 del CC». 

De esta forma, declara dicha sen-
tencia, no puede prosperar la pres-
cripción contra tabulas pretendida por 
el oponente y también recurrente en 
casación porque no había transcurri-
do el plazo de diez años previsto en el 
art. 1949 CC. En este sentido es claro 
que: «El art. 1949 es terminante y no 
permite vacilaciones hermenéuticas: el 
tiempo empieza a correr desde la ins-
cripción del segundo título (…)».

Así y para finalizar, a la vista de 
todo lo expuesto hasta el momento, 
entendemos que dos pueden ser los 
supuestos subsumibles dentro de 
la vigencia parcial del art. 1949 
CC, como ya habíamos adelantado en 
la introducción:

•	 Los supuestos de doble inmatri-
culación en los propios térmi-
nos ya descritos en la referida 
sentencia de 19 de julio de 
1999 (inscripciones en paralelo).

•	 Y aquellos casos de inscripción 
de títulos adquiridos de forma 
lucrativa en tanto en cuanto 
queden excluidos de la protec-
ción del art. 34 lH (inscripcio-
nes consecutivas en el tiempo). n

“la circunstancia de figurar inscrito en el 
registro el dominio y/o el derecho real de 
goce no impide que otras personas puedan 
adquirirlos por prescripción adquisitiva”
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ALGUNAS CONSIDERACIONES SOBRE 
LA ACTUALMENTE TAN CITADA REBUS 
SIC STANTIBUS

carlos de los santos. socio y Director del Departamento de  
litigación y Arbitraje de Garrigues

Eduardo martín Gómez. Asociado Principal del Departamento de 
litigación y Arbitraje de Garrigues

Como es sabido, la crisis económica, cuyos efectos comenzaron a notarse en España hacia finales de 
2007, ha incidido en multitud de ámbitos de nuestra sociedad, con mayor o menor profundidad según 
los casos. 

Esa situación de crisis no ha pasado desapercibida en la esfera de lo jurídico. Todo lo contrario, una 
de las circunstancias que lo confirma es la relevancia que en los últimos años ha ganado la cláusula 
“rebus sic stantibus”; que ha venido siendo frecuentemente invocada ante los tribunales, cuando, con 
anterioridad, pocos la conocían fuera del sector jurídico, era raramente planteada en un procedimiento 
judicial y, además, su aplicación sólo era admitida en contadísimas ocasiones.

No debe sorprender la repentina 
revitalización de la “rebus sic stanti-
bus”, pues, como señala el Pleno de 
la Sala Primera del Tribunal Supre-
mo en su muy conocida Sentencia de 
17 de enero de 2013, dicha cláusula 
“trata de solucionar los problemas deri-
vados de una alteración sobrevenida de 
la situación existente o circunstancias 
concurrentes al tiempo de la celebra-
ción del contrato, cuando la alteración 
sea tan acusada que aumente extraordi-

nariamente la onerosidad o el coste de 
las prestaciones de una de la partes o 
bien acabe frustrando el propio fin del 
contrato”. Se trata, en consecuen-
cia, de una figura que encaja en 
un marco socio-económico de 
severa crisis como el padecido, 
a la que tratan de acudir muchos 
contratantes para conseguir que 
se pongan fin a, o se modifiquen 
determinadas obligaciones con-
tractuales en orden a restablecer 

el equilibrio entre las partes que, 
a decir de quienes lo alegan, habría 
quedado roto como consecuencia de 
una crisis económica que consideran 
era “imprevisible”.

Hecha la anterior reflexión, y pe-
netrando en el análisis de la figura 
que nos ocupa, la misma encuentra 
sus raíces en la tradición romana de 
nuestro Derecho, y pasó a engrosar 
nuestra rica realidad jurídica al acudir 
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a ella la jurisprudencia de postguerra 
para corregir o matizar el principio  
pacta sunt servanda (los pactos 
deben cumplirse) que rige con 
carácter general en el ordena-
miento jurídico español, y ello en 
ciertos supuestos en los que, a juicio 
de nuestro Alto Tribunal, concurrían 
circunstancias excepcionales que así 
lo justificaban.

En un principio, se concibió o ex-
plicó dicha regla, como una “cláusula 
tácita” que estaría incluida en todos 
los contratos, por la que los contra-
tantes se obligaban siempre y cuando 
las circunstancias existentes al con-
tratar permaneciesen inalteradas (de 
ahí la denominación de la cláusula 
como “rebus sic stantibus” o “estando 
así las cosas”). Sin embargo, a lo lar-
go del tiempo se fue pasando de esa 
conceptualización de índole subjetiva, 
a otra objetiva que, para su eventual 
aplicación, preconiza la necesidad de 
realizar un análisis objetivo de las cir-
cunstancias modificativas de la reali-
dad existente al celebrar el contrato. 

No obstante, sea cual sea la apro-
ximación que se realice a la figura, la 
finalidad que subyace en la misma 
siempre fue la de constituirse en re-
medio para restablecer el equili-
brio de las prestaciones entre las 
partes cuando éste hubiese que-
dado completamente quebrado 
por el acaecimiento de circuns-

tancias absolutamente imprevisi-
bles y sobrevenidas. Finalidad para 
la que la doctrina científica y la juris-
prudencia no sólo han acudido a esa 
cláusula, sino también a otras como 
la teoría de la causa, la de la excesiva 
dificultad de cumplir la obligación, la 
asignación de los riesgos contractua-
les, o la alteración de la base del nego-
cio, por poner algunos ejemplos.

Por supuesto, la regla “rebus sic 
stantibus” no es exclusiva de nuestro 
Derecho patrio, sino que es una figura 
que, bajo unas u otras denominacio-
nes, y con reconocimiento legislativo 
expreso, o no, está presente tanto 
en el ámbito del derecho compa-
rado como en diversos textos in-
ternacionales.

A este respecto, y sin ánimo de ser 

exhaustivos, podemos encontrar pre-
visiones semejantes, por ejemplo, en 
los artículos 1.467 del Código Civil 
Italiano (para contratos de ejecución 
continuada), en el artículo 437 del 
Código Civil Portugués, o en el artí-
culo 313 del BGB alemán (incorpora-
do en el año 2002 con ocasión de la 
reforma del Derecho de Obligaciones 
alemán), que ha venido a reconocer 
legislativamente la posibilidad de mo-
dificar el contenido obligacional de un 
contrato en orden a reequilibrar las 
prestaciones en determinados casos. 
Igualmente en el Derecho anglosajón 
podemos encontrar figuras análogas a 
la “rebus sic stantibus” bajo la denomi-
nación de “frustration of purposes” en 
el Reino Unido o “impracticability” en 
Estados Unidos.  

Por su parte, en el ámbito de los 

LEGISLACIÓN
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textos internacionales, existe una ten-
dencia a introducir ciertas previsiones 
que implicarían una positivización de 
la “rebus sic stantibus”, como puede 
verse, por ejemplo, en los artículos 
6.2.1 y 6.2.2 de los principios uni-
dRoit de los contratos interna-
cionales (concepto “hardship”), o 
en el artículo 6.111 de los princi-
pios de  derecho europeo de los 
contratos. Tendencia ésa que tam-
bién ha llegado a nuestro Derecho, 
como puede verse en el artículo 1.213 
de la Propuesta para la modernización 
del Derecho de Obligaciones y Con-
tratos preparada por la Comisión Ge-
neral de Codificación.

Dicho lo anterior y centrándonos 
en el Derecho español, nos encontra-
mos con que la figura de la “rebus 
sic stantibus”, en mayor o menor 
medida, y sin perjuicio de su res-
trictiva aplicación, está presente 
en diversas ramas de nuestro or-
denamiento jurídico, incluso en al-
gún caso en cierto modo positivizada. 
Así, por ejemplo, por lo que respecta 
a la esfera del derecho administra-
tivo, dicha institución ha tenido aco-
gida, como siempre de forma restric-
tiva, especialmente en el ámbito de la 
contratación pública bajo la figura 
del equilibrio económico-finan-

ciero de los contratos administra-
tivos (como elemento moderador del 
principio de “riesgo y ventura”). 
En particular, cabe destacar a estos 
efectos el Reglamento de Servicios de 
las Corporaciones Locales, aprobado 
por Decreto de 17 de junio de 1955, 
que reconoce expresamente para el 
ámbito local el derecho al “equilibrio 
financiero” en las concesiones de ser-
vicios (artículos 126.2.b), 127.2.2º y 
128.3.2º) y que ha servido de base a la 
amplísima jurisprudencia dictada en 
la materia.

Por lo que respecta a la normativa 
aplicable a la contratación de las Ad-
ministraciones Públicas, hemos de 
referirnos a la regulación del equili-
brio económico-financiero que, para 
las concesiones de obra pública y las 
de servicios públicos, se contienen en 
los artículos 245.b), 258.2 y 282.4 del 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 
14 de noviembre, por el que se aprue-
ba el Texto Refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público.

También en el campo Socio-labo-
ral encontramos menciones a la “re-
bus sic stantibus”, sin perjuicio de que 
su aplicación en este entorno sea in-
cluso más restrictivo que en el ámbito 
civil, quizá por el carácter tuitivo del 

trabajador que impregna toda la regu-
lación de esta parte del ordenamiento. 
De este modo, la doctrina jurispru-
dencial y judicial del orden social 
suele desestimar las alegaciones 
tendentes a que se aplique la ci-
tada cláusula, atendiendo a criterios 
que preponderan la conservación y el 
mantenimiento de las obligaciones 
previamente adquiridas. En este sen-
tido, por ejemplo, sirva subrayar cómo 
es normalmente aceptado que el juego 
de la rebus sic stantibus no puede 
ser opuesto al cumplimiento de las 
obligaciones recogidas en convenio 
colectivo1, toda vez que, a pesar de 
su naturaleza híbrida, la eficacia nor-
mativa del mismo hace inviable que 
opere la “rebus sic stantibus”. Cuestión 
ésta de inusitada trascendencia para 
aquellos supuestos, nada extraños, en 
los que los propios textos paccionados 
incluyen obligaciones o garantías de 
estabilidad en el empleo2. Por lo tanto, 
y como señala la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo en su Sentencia de 
5 de abril de 2010, la eventual aplica-
ción, siempre restrictiva, de la comen-
tada institución, tendrá en todo caso 
su marco en las obligaciones pactadas 
en el contrato de trabajo. 

Entrando de lleno en el terreno del 
derecho civil, como dijimos, la ac-
tual crisis económica ha conver-
tido a la “rebus sic stantibus” en 
protagonista de muchos procedi-
mientos judiciales, en los que, al 
amparo de aquélla, se solicita la revi-
sión o la terminación de pactos suscri-
tos antes de la crisis. Si bien, exami-
nando las resoluciones judiciales que 
se van dictando por nuestros Tribuna-
les, la tónica general sigue siendo la 
de que son pocas las ocasiones en las 
que se estiman las peticiones que se 
realizan acudiendo a tal figura.

Sentado ello, para apreciar el en-

1 Sentencias de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de fechas 14 de octubre de 2008, de 26 de abril de 2007 y de 28 de septiembre de 2011.

2   Vid. por todas la reciente Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Sede Sevilla), de fecha 27 de junio de 2013.

“la “rebus sic stantibus” tiene por 
finalidad restablecer el equilibrio de las 
prestaciones entre las partes cuando 
éste hubiese quedado completamente 
quebrado por el acaecimiento de 
circunstancias absolutamente imprevisibles 
y sobrevenidas”



   Economist & Jurist   27

tendimiento actual de la “rebus sic 
stantibus” no puede dejar de citarse la 
muy nombrada Sentencia del Pleno 
de la Sala de lo Civil de 17 de ene-
ro de 2013, pues la misma, precisa-
mente, afronta la aplicación de esta 
figura en el reciente entorno de crisis 
económica, aunque enfocándolo a la 
específica materia sobre la que pro-
nuncia (solicitud por el comprador de 
una vivienda de que se le libere de la 
obligación de comprar al no conseguir 
obtener financiación para consumar 
la compra por la situación de crisis). 

En dicha Sentencia, el tribunal 
Supremo viene a considerar la 
crisis como una situación en la 
que podría encajar la “rebus sic 
stantibus”, cuando, tras reseñar la 
restrictiva doctrina siempre manteni-
da al respecto, indica acerca de la ma-
teria sobre la que ha de resolver que: 
“Lo anteriormente razonado no signifi-
ca, sin embargo, que la regla rebus sic 

stantibus haya de quedar descartada en 
todos los casos de imposibilidad de ob-
tener financiación por parte de los com-
pradores de inmuebles. Antes bien, una 
recesión económica como la actual, de 
efectos profundos y prolongados, pue-
de calificarse, si el contrato se hubiera 
celebrado antes de la manifestación ex-
terna de la crisis, como una alteración 
extraordinaria de las circunstancias, ca-
paz de originar, siempre que concurran 
en cada caso concreto otros requisitos 
como aquellos a los que más adelante 
se hará referencia, una desproporción 
exorbitante y fuera de todo cálculo en-
tre las correspectivas prestaciones de las 

partes, elementos que la jurisprudencia 
considera imprescindibles para la apli-
cación de dicha regla”.

Sin embargo, a renglón seguido 
nuestro Alto Tribunal puntualiza que 
no basta sólo con la situación de 
crisis para considerar atendible 
la alegación concerniente a la 
“rebus sic stantibus”, sino que ha-
brá que valorar en cada caso la 
concurrencia de otros “factores” 
--que también enumera el Tribunal 
Supremo en relación con la materia 
concreta que aborda--, en orden a po-
der concluir que se cumplen los re-
quisitos que permitan aplicar aquella 
figura. A este respecto nótese cómo 
en dicha Sentencia se señala que “la 
posible aplicación de la regla rebus sic 
stantibus […] por la crisis económica 
no puede fundarse en el solo hecho de 
la crisis y las consiguientes dificultades 
de financiación, sino que requerirá va-
lorar un conjunto de factores, necesita-
dos de prueba”.

Hemos de hacer notar cómo, pre-
cisamente, en el caso resuelto por 
la Sentencia que venimos citando, 
nuestro Alto Tribunal consideró que 
no concurrían los requisitos para 
apreciar la aplicabilidad de la “rebus 
sic stantibus”, razón por la que casa la 
sentencia de la Audiencia Provincial 
que sí la había considerado aplicable, 
reprochando a ésta que, al analizar el 
asunto, “prescinde de los presupuestos 
más elementales para su aplicación al 
no considerar necesaria una compara-
ción entre la situación económica de 
los compradores antes y después del 
contrato, al prescindir por completo de 

“El tribunal supremo viene a considerar la 
crisis como una situación en la que podría 
encajar la “rebus sic stantibus”
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la capacidad económica de uno de los 
cónyuges compradores mediante el solo 
y nada convincente argumento de que 
ambos compraban para su sociedad de 
gananciales, al identificar la imposibili-
dad de financiación con la denegación 
de financiación por una sola entidad 
de crédito y fundada en un alto endeu-
damiento que bien podía ya existir al 
tiempo de celebrarse el contrato o, en 
fin, al no dar la debida relevancia al 
dato de que el propio contrato ya con-
templaba expresamente la posibilidad 
de que los compradores no obtuvieran 
la financiación prevista […]”. 

El Tribunal Supremo también re-
chaza la aplicación de la “rebus sic 
stantibus” en su Sentencia de 18 de 
enero de 2013 (sobre la misma mate-
ria que resolvió la dictada el día ante-
rior y a la que acabamos de referirnos), 
al considerar que “no cabe atribuir 
efectos extintivos a los impedimentos 
sobrevenidos que fueron tomados en 
consideración por las partes al contratar 
o que, razonablemente, deberían haber-
lo sido, ya para evitarlos o superarlos, 
ya para evitar o superar sus consecuen-

cias”. Lo que aplicado al supuesto allí 
resuelto supuso que casase la senten-
cia dictada por la Audiencia Provincial, 
confirmando la dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia que desestimó la 
demanda fundada en la aplicación de 
la cláusula “rebus sic stantibus”.

Sin embargo, la Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 26 de abril de 
2013, resolviendo de nuevo un su-
puesto de la misma naturaleza que 
el abordado en las dos sentencias ya 
citadas, estimó aplicable la “rebus 
sic stantibus” por entender que, 
en ese caso, sí concurrirían los 
requisitos para ello, valorando a es-

tos efectos el hecho de que la cons-
tructora incumpliese el plazo de 
entrega del inmueble, lo que pro-
vocó que, finalmente, la entrega al 
comprador se retrasase desde la fecha 
inicialmente prevista, anterior a la cri-
sis, a una fecha posterior, cuando la 
crisis ya se había desatado.

Como vemos, las Sentencias del 
Tribunal Supremo que acabamos de 
citar resuelven supuestos aparente-
mente análogos de forma distinta, 
según las particularidades de cada 
caso, si bien, a buen seguro, próxi-
mamente el Tribunal Supremo se 
podrá pronunciar en relación con la 
alegación de la “rebus sic stantibus” 
sobre la base de la crisis económica, 
pero en relación con otras materias; 
momento en el que podremos conocer 
la posición que adoptará en esos otros 
supuestos, aunque consideramos que, 
como hasta el momento, continuará 
valorando cada caso bajo los criterios 
de prudencia y excepcionalidad que 
hasta la fecha vienen presidiendo sus 
resoluciones sobre esta cuestión. Y ello, 
entendemos, en lógica coherencia con 
el hecho de que, aunque el Tribunal 
Supremo ha admitido que la crisis 
podría ser la “base” para una apelación 
a la figura de la “rebus sic stantibus”, 
también nos viene recordando que 
en todo caso han de cumplirse los 
requisitos que exige esta figura, que 
variarán en función del supuesto y de 
la materia concreta que sea objeto de 
controversia, sin que quepa extraer 
una regla concreta al respecto. n 

“En derecho Administrativo esta cláusula 
tiene acogida bajo la figura del equilibrio 
económico-financiero de los contratos 
administrativos”
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•	 JUAn CArlos ortIZ PrADIllo. Medidas cautelares en el orden mercantil. Economist & Jurist nº 165. no-
viembre 2012. (www.economistjurist.es)



30   Economist & Jurist   

CASOS 
PRÁCTICOS

DEMANDA POR IMPAGO DE CHEQUE

www.ksolucion.es 
info@ksolucion.es

SuMArIo

•	 El Caso
•	 Supuesto de hecho
•	 Objetivo. Cuestión planteada
•	 La estrategia del abogado

•	 El Procedimiento Judicial
•	 Partes
•	 Peticiones realizadas
•	 Argumentos
•	 Normativa
•	 Resolución judicial

•	 Jurisprudencia
•	 Documentos jurídicos
•	 formulario: Demanda de juicio cambiario 

El cAso

supuesto de hecho

La Sociedad Mercantil Aprendizaje 
contrató a la Sociedad mercantil En-
señanza para que dictara seminarios 
de coaching y liderazgo empresarial. 
La contratante y ahora demandada, 
pagó los servicios profesionales de la 
parte actora con un cheque, el cual al 

momento de ser cobrado, fue impaga-
do por falta de fondos suficiente. Por 
lo que la contratada actora, demanda a 
la administradora de la sociedad mer-
cantil contratante el impago del che-
que. No obstante, la demandada alega 
en su defensa de oposición, la falta de 
legitimidad pasiva, por cuanto debe 
ser demandada la sociedad titular de 
la cuenta y no ella a título personal y 
en su carácter de administradora de la 
sociedad, por haber firmado el cheque.

objetivo. Cuestión planteada

En este caso nuestro cliente es la 
administradora de la empresa deman-
dada a nivel personal. Y el principal 
objetivo es que el juzgado declare la 
falta legitimidad pasiva, por cuanto, 
a pesar de que fue ella quien firmo 
como administradora de la sociedad 
contratante, es dicha sociedad la titu-
lar de la cuenta sin fondos, y es está a 
la que se debe demandar.

la estrategia. solución propuesta

Formular oposición a la demanda 
cambiaria invocando la excepción de 
falta de legitimación pasiva, pues al 
haber firmado el cheque, la demanda 
debe dirigirse en contra de la sociedad 
contratante y titular de la cuenta sin 
fondos y no en contra de la firmante 
en su condición de administradora de 
la empresa.

El procEdImIEnto JUdIcIAl

 – orden jurisdiccional: Civil
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 – juzgado de inicio del procedi-
miento: Juzgado de Primera Ins-
tancia de Barcelona

 – tipo de procedimiento: Juicio 
Cambiario

 – fecha de inicio del procedi-
miento: 24/04/2007

Partes

parte actora

 Sr. Enseñanza

parte demandada

 Sra. Administradora

Peticiones realizadas
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parte actora

Se sirva admitir la demanda, y dicte 
auto requiriendo a la parte demanda-
da para que pague en el plazo de 10 
días y si no atendiera al requerimien-
to de pago, ordene que se proceda 
al embargo preventivo de sus bienes 
en cantidad suficiente a la suma de 
4.949,00 € por concepto de los ser-
vicios profesionales más intereses y 
costas procesales.

parte demandada

Formulo oposición y solicita al juz-
gado declare sin lugar la demanda y se 
absuelva en su totalidad a la Sra. Ad-
ministradora, por falta de legitimidad 
pasiva, por cuanto a pesar de haber 
firmado el cheque, ella no es la titular 
de la cuenta sin fondos, solo cumple 
sus funciones de administradora de 
dicha sociedad.

Argumentos

parte actora

El impago del cheque por falta de 
fondos con el que se le pretendía pa-
gar sus servicios profesionales.

parte demandada

Alega la excepción de legitimidad 
pasiva en el proceso, por cuanto a pe-
sar de haber sido ella quien firmó en su 
condición de administradora, no es ella 
la titular de la cuenta sin fondos. 

normativa

parte actora

•	 procesal

 – Ley 1/2000, de 7 de enero, de En-
juiciamiento Civil. (Arts. 820, 819, 
822, 394.1)

•	 fondo

 – Ley 19/1985, de 16 de julio, Cam-
biaria y del Cheque. (Arts. 135, 49, 
97, 157, 149)

parte demandada

 – Ley 19/1985, de 16 de julio, Cam-
biaria y del Cheque. (Arts. 67.1)

 – Código Civil. (Arts. 1.088, 
1.254) 

resolución Judicial

fecha de la resolución judicial: 
29/10/2007

fallo o parte dispositiva de la 
resolución judicial: Que desestimo 
la oposición instada por la representa-
ción procesal de la demandada, con-
tra la demandada cambiaria, deduci-
da en su contra a instancia del actor, 
mandando a seguir adelante con la 
ejecución cambiaria.

fundamentos jurídicos de la 
resolución judicial: Si el firmante 
de un cheque no expresa en el mismo 
que actúa en representación de una 
sociedad, hace presumir su voluntad 
de asumir personalmente la deuda. 
En el cheque juega de forma esencial 
el principio de la apariencia y de la 
confianza, originándose un supuesto 
de responsabilidad nacida de una si-
tuación objetiva de apariencia.

JUrIsprUdEncIA rElAcIonAdA 
con EstE cAso

 – Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Valencia, (sección 9ª) núm. 
239/2008 de 16 de julio de 2008. 
bdi economist & jurist. civil 
y mercantil. marginal 308139.

 – Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Pontevedra, (sección 3ª) 
núm. 36/2008 de 29 de enero de 
2008. bdi economist & jurist. 

civil y mercantil. marginal 
301555.

 – Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Barcelona, (sección 17ª) 
núm. 614/2007 de 12 de noviem-
bre de 2007. bdi economist & 
jurist. civil y mercantil. mar-
ginal 309146.

 – Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Badajoz (sala civil), núm. 
324/2009, de 27 de octubre de 
2009. bdi economist & jurist. 
civil y mercantil. marginal 
1729698.

 – Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Valencia (sala civil), núm. 
382/2006, de 20 de octubre de 
2006. bdi economist & jurist. 
civil y mercantil. marginal 
290526.

 – Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Badajoz, (sala civil) núm. 
306/2007 de 17 de septiembre de 
2007. bdi economist & jurist. 
civil y mercantil. marginal 
302132

 – Sentencia del Tribunal Supremo, 
(sala civil, sección 5ª) nº 328/2009 
de 19 de mayo de 2009. bdi eco-
nomist & jurist. civil y mer-
cantil. marginal 325746.

docUmEntos JUrídIcos dE 
EstE cAso

documentos disponibles en:
www.ksolucion.es
nº de caso: 5280
info@ksolucion.es

1. Demanda

2. Oposición

3. Sentencia    

http://www.ksolucion.es
mailto:info@ksolucion.es
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al juzgado

don. ________ Procurador de los Tribunales y de Don. __________, según se acreditará mediante designa 
Apud Acta en el momento procesal oportuno, entre el Juzgado comparezco y como mejor en derecho DIGO:

Que mediante el presente escrito y en la representación que ostento, formulo demanda de juicio 
cambiaRio contra doña. _________, con domicilio en la calle _____________________, en base a los 
siguientes

HecHoS

pRimeRo.- origen y título de la deuda:

Mí representado, Don. _____ se dedica a la prestación de servicios de asesoramiento y consultoría.

La demandada, durante el año 2006 contrató a mi representado. Para la realización de diversos servicios de 
asesoramiento y coaching, estos servicios, recibidos de total conformidad por la demandada, consistieron en el 
dictado de un seminario básico, el asesoramiento en el Programa de liderazgo llevado a cabo por la demandada, 
y desarrollo del bussines plan de la empresa XXX.

Como parte del pago por los servicios prestados, la demandada emitió el cheque que se declara a continua-
ción:

•	 Cheque	firmado	por	l	aparte	demandada,	librado	contra	la	_____	serie	_____	por	importe	de	tReS 
mil ocHocientoS euRoS (3.800 €).

Se acompaña como documento nº1 original del mencionado cheque.

Segundo.- incumplimiento de la obligación de pago:

Fruto de las relaciones comerciales existentes entre la demandada y mi representado y como parte del pago 
del servicio prestado, la demandada, firmó el cheque acompañado como documento Nº1, que entregó para su 
cobro a mi representado, si bien presentado al cobro, dentro de plazo en la entidad bancaria correspondiente, el 
mismo que resultó impagable.

Destacar que esta no es la única cantidad que la demandada debe a mi representado por los servicios presta-
dos, por lo que nos reservamos el derecho de reclamar las cantidades pendientes de pago en el procedimiento 
que corresponda.

teRceRo.- de la reclamación extrajudicial:

Ante el incumplimiento por parte de la demandada de su obligación de pago de los trabajos realizados, mi 
mandante mediante carta de fecha 17 de noviembre de 2007, reclamó a la demandada el pago del importe del 
cheque.
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No obstante, la demandada hizo caso omiso al requerimiento de pago realizado, remitiendo en fecha 11 de 
diciembre de 2006 carta en respuesta de la anterior, negándose a satisfacer el importe del cheque por considerar 
que los servicios no fueron prestados correspondientemente, si bien dicha carta no hace más que confirmar la 
realidad de la relación de prestación de servicios entre las partes y la emisión del cheque la total conformidad de 
la demandada en los servicios prestados por mi representado y que ahora se niega a pagar.

fundamentoS de deRecHo

i. competencia

Corresponde la competencia para conocer de este juicio al Juzgado al que me dirijo, conforme a las reglas pre-
vistas en el art. 820 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por ser el del partido judicial correspondiente al domicilio 
del demandado

ii. coRRección foRmal del título paRa incoaR el juicio cambiaRio

El título del que deriva la acción que se ejercita, reúne los requisitos formales para incoar el presente proce-
dimiento, en aplicación de lo dispuesto en el art. 819 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

iii. del pago

Mi representada cumplió con las prescripciones de la LCCH al presentar al cobro el cheque acompañado, en 
la entidad bancaria indicando en el mismo y dentro del plazo previsto en el art. 135 de la LCCH.

iv. acción poR falta de pago

Mi mandante ejercita contra _______ la acción cambiaria derivada de los cheques, de conformidad con lo 
establecido en los art. 49 y 97 de la LCCH.

v. pReScRipción

El artículo 149 de la Ley Cambiaria y del Cheque establece: “el tenedor puede reclamar de aquel contra quien 
se ejercita la acción:

1. El importe del cheque no pagado.

2. Los réditos de dicha cantidad, devengados el día de la presentación del cheque y calculados al tipo de 
interés legal del dinero aumentado en dos puntos.

3. Los gastos, incluidos del protesto y las comunicaciones, 4º el 10 por 100 del importe no cubierto del 
cheque y la indemnización de los daños y perjuicios a que se refiere el último parágrafo del artículo 108 cuando 
se ejercite la acción contra el librador que hubiera emitido el cheque sin tener provisión de fondos en poder del 
librador”
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vi. coStaS

Conforme a lo previsto en el art. 822 de la Ley 1/200 de Enjuiciamiento Civil, aunque el deudor atienda el 
requerimiento, serán de su cargo todas las costas causadas, según dispone el art. 583.2 de la LEC. Así mismo es 
aplicable el art. El art. 559 y 531 de la misma ley respecto de la imposición de costas a los demandados en caso 
de oposición a la ejecución. Abunda en lo anterior el contenido del art. 394.1 de la LEC.

En su virtud,

al juzgado Solicito, que teniendo por presentado este escrito con los documentos que se acompa-
ñan y sus copias, se sirva admitirlos y tenerme por comparecido como parte demandante en la representación 
que ostento, y acredito de ________ teniendo por formulada demanda de juicio cambiaRio al 
amparo de lo dispuesto en el art. 819 y concordantes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, contra ___________ 
en su condición de firmante de los pagarés que se reclaman, se sirva admitir la demanda a trámite, y dicte auto 
requiriendo a la parte demandada para que pague en el plazo de 10 días, y por si no atendiera el requerimiento 
de pago, ordene que se proceda al embargo preventivo de sus bienes en cantidad suficiente, todo ello para cubrir 
la suma total de cuatRo mil novecientoS cuaRenta euRoS (4.940 €)

a) La cantidad de 3.800.- Euros en concepto de principal.

b) Los intereses se devengarán a favor de mi representada, calculando el tipo de interés legal del dinero 
incrementado en dos punto, a partir de la fecha de vencimiento del cheque, hasta el día en que se efectúe el 
pago, y las costas judiciales que se causen en este procedimiento, y que prudentemente se fijan , sin perjuicio de 
su liquidación definitiva, en la cantidad de 1.140 €

Y para el caso de que el deudor no formule demanda de oposición en el plazo legalmente establecido, despa-
che ejecución por las cantidades reclamadas.

otRoSi digo: Que desconociendo esta parte bienes sobre los que proceder a reclamar embargo, interesa 
se proceda a la adopción de medidas de localización e investigación, al amparo del art. 590 de la LEC, y en par-
ticular, se remita oficio a la Delegación de la Agencia Tributaria, a la Tesorería General de la Seguridad Social y 
al Instituto Nacional de la Seguridad Social, a fin de que se facilite relación de bienes o derechos de los que la 
demandada _______ sea titular o beneficiaria.

al juzgado Solicito, que acuerde el requerimiento y el apercibimiento solicitado en el presente 
otrosí.

En _________, a __ de abril de ____
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 ANÁLISIS DE LA NUEVA TARIFA 
PLANA EN COTIzACIONES POR 
CONTRATACIóN INDEFINIDA

raúl rojas. Socio de Laboral de ECIJA

El pago único en cotizaciones a la seguridad social, reivindicación histórica empresarial, ha tenido 
finalmente su reflejo en la denominada Tarifa Plana en cotizaciones a la seguridad social con la apro-
bación, el pasado 28 de febrero, del Real Decreto-Ley 3/2014, de 28 de febrero, de medidas urgentes 
para el fomento del empleo y la contratación indefinida, el cual viene a establecer, sobre la base del 
fomento de la contratación indefinida y la creación neta de empleo estable, importantes reducciones 
de las cotizaciones sociales a cargo de la empresa en caso de contrataciones con carácter indefinido.

A lo largo del presente artículo se analizará en qué consiste esta nueva tarifa plana, los requisitos y 
condiciones para acceder a las reducciones en las cotizaciones a la seguridad social, el régimen de ex-
clusión, así como los supuestos que no están recogidos expresamente en la norma y que permiten una 
aplicación más laxa de la misma.

obJEtIvo dE lA normA

Sin duda, el objetivo de esta nue-
va medida es el de incentivar la 
contratación indefinida, pudiéndo-
se beneficiar todas aquellas empresas, 
con independencia del tamaño de su 
plantilla, tanto si la contratación es a 
tiempo completo como si es a tiem-
po parcial, respecto de los contratos 
celebrados entre el 25 de febrero 
de 2014 y el 31 de diciembre de 
2014, siempre que dicha contra-
tación suponga creación de em-
pleo neto.

Por lo tanto la tarifa plana podrá ser 
aplicada tanto a PYMES como a gran-
des empresas, siempre que se formali-
ce contratos indefinidos y se celebren 
entre las fechas indicadas. En el caso 
de que el contrato lo fuera a tiempo 
parcial las reducciones a practicar se 
realizarán teniendo en cuenta la par-
cialidad acordada con el trabajador. 

ImportE dE lAs rEdUccIonEs 
En lAs cotIzAcIonEs

Todas aquellas empresas, que 
cumplan las condiciones y requisitos 

establecidos en este Real Decreto-
Ley, tendrán acceso a una reducción 
de la aportación empresarial a la co-
tización a la Seguridad Social por 
contingencias comunes a la cuantía 
de cien (100) euros mensuales en los 
supuestos de contratos celebrados a 
tiempo completo, y a setenta y cin-
co (75) euros o cincuenta (50) euros 
mensuales en los contratos a tiempo 
parcial en función de la jornada de 
trabajo que se pacte con el trabajador 
de, al menos, entre un 75% y un 50% 
de la jornada de un trabajado a tiempo 
completo comparable.
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Es decir, las empresas, con in-
dependencia de la base de cotiza-
ción del trabajador, sólo tendrán 
que pagar una cuota única de 
100 euros por la parte correspon-
diente a contingencias comunes, 
cotizando por el resto de contin-
gencias (FOGASA, Formación Pro-
fesional, Desempleo y Contingencias 
Profesionales), respecto de las cuales 
se aplicarán las reglas de cotización 
vigentes. Igualmente, tampoco afec-
tará a la cuantía de las prestaciones 
económicas a las que pudieran tener 
derecho los trabajadores, que se cal-
cularán aplicando el importe íntegro 
de la base de cotización.

Por ejemplo, para un salario bruto 
anual de 21.000 euros, que implica el 
pago aproximado de 5.000 euros en co-
tizaciones a la Seguridad Social por con-
tingencias comunes (23,6% de la base de 
cotización), con la aplicación de esta me-
dida, el empresario pasaría a pagar 1.200 
euros anuales, con un ahorro anual de 
3.700 euros aproximadamente.

Por lo tanto, habrá un mayor aho-
rro en aquellos contratos con ma-
yores salarios, si bien las empresas, 
antes de tomar la decisión de aplicar 
la tarifa plana, deberán de tener en 
cuenta la obligación del mante-
miento del empleo alcanzado con 
la contratación objeto de la re-
ducción durante al menos 3 años.

No obstante, es interesante com-
parar el ahorro que se obtendría en 
cotizaciones sociales con respecto al 
importe de la indemnización por des-
pido improcedente devengada anual-
mente, al menos durante los tres años 
que exige la norma de mantenimiento 
del empleo en la empresa.

Volviendo al ejemplo anterior, en 
el caso de efectuarse el despido del 
trabajador al finalizar los tres años, el 
ahorro obtenido por las reducciones 
en las cotizaciones sería de 7.400 eu-
ros, y el importe de la indemnización, 

en caso de declararse improcedente, 
sería de 5.695 euros.

dUrAcIón dE lA tArIfA 
plAnA. EXtEnsIón A lAs 
mIcroEmprEsAs

La duración de la reducción, 
siempre que se cumplan los requisi-
tos y condiciones exigidos por la nor-
ma, será de 24 meses con carácter 
general computados a partir de la 
fecha de efectos del contrato, sin em-
bargo aquellas empresas que cuenten, 

LEGISLACIÓN

www.bdifusion.es

•	 real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, de medidas urgentes 
para el fomento del empleo y la contratación indefinida. (legislación 
General. Marginal: 690209)

“las empresas, con independencia de la base 
de cotización del trabajador, sólo tendrán 
que pagar una cuota única de 100 euros 
por la parte correspondiente a contingencias 
comunes”
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“la tarifa plana en cotizaciones por 
contratación indefinida, es de aplicación a los 
contratos celebrados entre el 25 de febrero 
de 2014 y el 31 de diciembre de 2014”

al momento de celebrar el contrato, 
con menos de 10 trabajadores ten-
drán derecho, durante los 12 meses 
siguientes, a obtener una reducción 
equivalente al 50% de la cotización 
empresarial por contingencias comu-
nes correspondientes al trabajador 
empleado con contrato indefinido.

rEqUIsItos y condIcIonEs

Los requisitos que deben cum-
plir las empresas para tener derecho 
a practicar estas reducciones en las 
cotizaciones sociales son:

•	 La contratación debe ser con ca-
rácter indefinido, a tiempo com-
pleto o parcial, y que suponga un 
incremento, tanto del nivel de 
empleo indefinido como del ni-
vel de empleo total de la empre-
sa. Para calcular dicho incremento, 
se tomará como referencia el pro-
medio diario de trabajadores que 
hayan prestado servicios en la em-
presa en los treinta (30) días ante-
riores a la celebración del contrato. 

Si bien este requisito impide ini-
cialmente la sustitución de trabaja-
dores de la plantilla por otros nue-
vos con el objeto de aplicar la tarifa 
plana, sólo se aplica durante los 30 
días anteriores a la contratación, 
con lo que se deja la puerta abierta 
a la extinción de contratos de tra-
bajadores antiguos y contratación 
de nuevos una vez haya transcurri-
do dicho periodo.

•	 no haber sido excluido del ac-
ceso a los beneficios y progra-
mas de empleo por la comisión 
de determinadas infracciones gra-
ves o muy graves.

•	 Hallarse al corriente en el 
cumplimiento las obligaciones 
tributarias y de Seguridad So-
cial a fecha del alta del trabajador 
y durante el periodo de aplicación 
de la reducción. La falta de ingre-
so, total o parcial, de las obligacio-
nes contraídas, implicará la pérdi-
da automática de la reducción a 
partir del mes del incumplimiento.

•	 mantener el nivel de empleo in-
definido y el total en la empresa 
alcanzado con la contratación, du-
rante al menos 36 meses. A estos 
efectos no se tendrán en cuenta las 
extinciones por causas objetivas o 
por despidos disciplinarios que no 
hayan sido declarados improceden-
tes, referidas a todas aquellas ex-
tinciones que no hayan sido objeto 
de impugnación, o de aquellas que 
habiéndolo sido, finalmente se de-
claren procedentes. 

En cualquier caso, es importante 
señalar que la obligación del man-
tenimiento del empleo no impide 
la extinción del propio contrato ob-
jeto de la tarifa plana, sino tan sólo 
el mantenimiento del empleo al-
canzado en la empresa, con lo que 
se debería contratar a otro traba-
jador con carácter indefinido para 
mantener dicho nivel de empleo. 

El examen del mantenimiento del 
nivel de empleo se realizará cada 
doce meses, momento en el que 
se tomará el promedio de traba-
jadores contratados a efectos del 
cumplimiento de este requisito, 
sin que la norma haga referencia al 
periodo intermedio ni a las posibles 
fluctuaciones de personal entre el 
día de la contratación y el mes en 
el que se realiza la verificación del 
nivel de empleo.

•	 no haber extinguido contratos 
de trabajo por causas objetivas 
o por despido disciplinario que 
hubiesen sido declarados judi-
cialmente improcedentes, o por 
despidos colectivos, en los seis 
meses anteriores a la celebración 
del contrato o contratos que den 
derechos a la reducción. A estos 
efectos no se tendrán en cuenta las 
extinciones producidas con ante-
rioridad al 25 de febrero de 2014.

Con respecto a este requisito, la nor-
ma deja una vía abierta para proceder a 
extinciones que no supongan despidos, 
como las derivadas de modificaciones 
sustanciales de las condiciones de tra-
bajo, o aun tratándose de despidos, si 
en lugar de producirse una declaración 
judicial de improcedencia, que en este 
punto si lo exige expresamente, lo que 
se produce es un reconocimiento em-
presarial ante el servicio de mediación, 
arbitraje y conciliación (Smac), previo 
a la vía judicial. Tampoco, salvo ulte-
riores interpretaciones judiciales de la 
norma, se estaría incumplimiento este 
requisito (Smac).

réGImEn dE EXclUsIón

Por su parte, no será de aplicación 
estas reducciones a:

i. las relaciones laborales de ca-
rácter especial; 
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ii. a las contrataciones que afecten al 
cónyuge o familiares hasta el 
segundo grado de consangui-
nidad o afinidad del empresa-
rio o de quienes tengan el control 
empresarial, ostenten cargos de 
dirección o sean miembros de 
los órganos de administración 
de las empresas contratantes, así 
como las contrataciones que se 
produzcan con estos últimos;

iii. a trabajadores que por su actividad 
estén incluidos en cualquiera de 
los sistemas especiales del Ré-
gimen general de Seguridad 
Social; 

iv. contratados en otras empresas del 
grupo empresarial del que for-
men parte aquéllas y cuyos con-
tratos se hubieran extinguido por 
causas objetivas o disciplina-
rias declarados judicialmente 
improcedentes o despidos co-
lectivos, en los seis meses ante-
riores a la contratación (no será de 
aplicación a las extinciones anterio-
res al 25 de febrero de 2014); o

v. contratación de trabajadores que 
en los seis meses anteriores a 
la fecha del contrato hubiesen 
prestado servicios en la em-
presa mediante contrato inde-
finido (no será de aplicación en el 
supuesto de trabajadores cuyos con-
tratos se hubieran extinguido antes 
del 25 de febrero de 2014).

dEvolUcIón En cAso dE 
IncUmplImIEnto

Huelga decir que en caso de in-
cumplimiento de alguno de los re-
quisitos y condiciones establecidas 
legalmente, la empresa deberá 
reintegrar las cantidades dejadas 
de ingresar con el recargo e in-
tereses correspondientes, si bien, 
en caso de incumplimiento del 

requisito de mantenimiento del 
nivel de empleo, corresponderá 
abonar el 100% de la cantidad no 
ingresada si el incumplimiento se 
produce a los doce meses, el 50% 
si se produce a las veinticuatro 
meses, y el 33% si se produjera a 
los treinta y seis meses.

conclUsIón

En definitiva, con esta nue-
va medida se pretende acelerar el 

proceso de reducción del paro y 
de creación de empleo indefinido 
por la vía de la reducción del coste 
de las cotizaciones a la seguridad 
social, cuyo impacto deberemos 
valorar en el corto y medio plazo, 
sobre todo en lo que respecta a la 
aplicación de la norma, teniendo en 
cuenta las distintas puertas abier-
tas que deja para el cumplimiento 
de los requisitos y condiciones en 
el acceso a estas reducciones. n

“se exige el mantenimiento del empleo 
alcanzado con la contratación objeto de la 
reducción durante al menos 3 años”

cuadro con las novedades del rdl 3/2014  
en materia de reducciones en la cotización

reducción por  
contratación indefinida

cuota empresarial 
por contingencias 

comunes  
(24 meses)

cuota empresarial por 
contingencias comunes 
(12 meses siguientes)

A tiempo  
completo

100€/mes
reducción del 
50%

A tiempo  
parcial (75%)

75€/mes
reducción del 
50%

A tiempo  
parcial (50%)

50€/mes
reducción del 
50%

bIbLIoGrAfíA

www.bdifusion.es

ArtícUlos JUrídIcos:

•	 rEDACCIÓn. Contratación estable y mejora de la empleabilidad.  
fiscal-laboral al Día nº 222. febrero 2014. (www.fiscalaldia.es)
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 ASIGNACIONES Y PRESTACIONES 
EXENTAS DE COMPUTAR EN LA BASE 
DE COTIzACIóN 
(Real Decreto-ley 16/2013, de 20 de diciembre, de 
medidas para favorecer la contratación estable y 
mejorar la empleabilidad de los trabajadores)

José Ignacio Ibáñez muñoz. Abogado Ceca Magán Abogados

El 20 de diciembre de 2013, se aprobó mediante Real Decreto-Ley (en adelante RD) una serie de 
medidas para “favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los trabajadores” cuya 
publicación tuvo lugar el 21 de diciembre de 2013.

En dicho RD, se incluyó la disposición final tercera, la cual hace referencia a los conceptos computa-
bles e integrables en la base de cotización del Régimen General de la Seguridad Social, y que modifica 
el artículo 109 de la Ley General de la Seguridad Social (en adelante LGSS), en particular su apartado 
segundo.

rEspEcto dE los concEptos 
compUtAblEs En lA bAsE dE 
cotIzAcIón

¿Qué establecía el artículo 109 de 
la LGSS? En dicho precepto se dis-

ponía como se había que constituir 
la base de cotización y que concep-
tos no computaban en dicha base de 
cotización. Sin embargo, a raíz de la 
publicación del RD se modifica el 
apartado segundo del artículo 109 de 

LGSS, en el sentido de que se deja 
de hacer mención a los conceptos 
no computables para hacer re-
ferencia única y exclusivamente 
mediante la inclusión del térmi-
no “únicamente” de un “numerus 
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clausus” por el cual quedan delimita-
dos los conceptos excluidos de la base 
de cotización.

En consecuencia, se fijan que 
asignaciones asistenciales y que 
prestaciones a la Seguridad Social 
se encuentran exentas, y por lo tan-
to todo lo que no se encuentre en 
ese listado establecido en el artícu-
lo 109.2 lgSS, habrá que compu-
tarse en la base de cotización.

Para terminar con la presente in-
troducción, hemos de precisar que los 
cambios producidos no tendrán lugar 
para aquellos trabajadores que coticen 
por la base máxima o tope máximo, es 
decir, aquellos que tengan retribucio-
nes anuales superiores a 43.164 euros 
o 3.597 euros mensuales.

respecto de las asignaciones 
asistenciales

Antes de que tuviese lugar la publi-
cación del RD, las empresas “jugaban” 
con la exención de cotización de las 
asignaciones asistenciales, incluyéndo-
las tanto en sus textos convencionales 
como en los propios contrato individua-
les de trabajo en el contexto de lo que 
se denominaba retribución o compen-
sación flexible, y que lograban atraer el 
interés de sus empleados, suponiendo 
un beneficio para ambas partes. 

Entre dichas asignaciones asis-

LEGISLACIÓN

www.bdifusion.es

•	 real Decreto-ley 16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para 
favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los 
trabajadores. (normas básicas. Marginal: 687646)

•	 real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la ley General de la seguridad social. (nor-
mas básicas. Marginal: 6873). Arts.; 109 

•	 ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la renta 
de las Personas físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre sociedades, sobre la renta de no residentes y 
sobre el Patrimonio. (normas básicas. Marginal: 667170) Arts.; 9.3, 
43.1.1º f) 

•	 ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del 
mercado laboral. (normas básicas. Marginal: 506213)

•	 real Decreto legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la ley del Estatuto de los trabajadores 
(Vigente hasta el 01 de Enero de 2015). (normas básicas. Marginal: 
68). Arts.; 12.4 y 15

•	 ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de 
trabajo temporal. (normas básicas. Marginal: 3774)

•	 real Decreto de 22 de agosto de 1885, por el que se publica el Códi-
go de Comercio. (normas básicas. Marginal: 4983) Art. 421

“todo lo que no se encuentre en el listado 
establecido en el artículo 109.2 lGss, habrá 
de computarse en la base de cotización”
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“Estarán exentos de computar en la base 
de cotización los gastos normales de 
manutención y estancia generados en 
municipio distinto del lugar de trabajo 
habitual del perceptor y del que constituya su 
residencia”

tenciales se encontraban los tickets 
restaurante, cheque guardería, la 
entrega de acciones o participa-
ciones a precio inferior del mercado, 
los seguros médicos, etc, y que tras la 
entrada en vigor del RD han queda-
do expresamente excluidos.

¿Qué conceptos continúan estando 
exentos? En el RD se establece que 
únicamente se encontrarán exentas 
de formar parte de la base de cotiza-
ción de manera íntegra, las referentes 
a gastos de locomoción, siempre y 
cuando, el trabajador tenga des-
plazarse fuera de su centro habi-
tual de trabajo para desarrollar su 
actividad en lugar distinto y utili-
ce medios de transporte públicos 
y siempre que dichos importes es-
tén justificados mediante factura 
o documento equivalente.

Respecto a los gastos de locomo-
ción por desplazamientos del em-
pleado fuera de su centro habitual 
de trabajo para realizar el mismo en 
lugar distinto, para el caso de que no 
se pueda justificar dicho gasto de lo-
comoción y, no se utilice transporte 
público, la cantidad que sería inte-
grable en la base de cotización sería 
el exceso de 0,19 euros por kilometro 
recorrido además de los gastos de pea-
je y aparcamientos de forma íntegra y 
siempre que estos último estén debi-
damente justificados.

Asimismo, estarán exentos de 
computar en la base de cotiza-
ción los gastos normales de ma-
nutención y estancia generados 
en municipio distinto del lugar de 
trabajo habitual del perceptor y 
del que constituya su residencia, 
en la cuantía y con el alcance previsto 
en la normativa estatal reguladora del 
Impuesto sobre la Renta de la Perso-
nas Física (artículo 9.3 LIPRF)

De igual modo, continúan estando 
exentas de integrarse en la base de 

cotización, las cantidades destinadas 
a satisfacer los gastos de estudios 
dirigidos a la actualización, ca-
pacitación o reciclaje de los em-
pleados, y siempre y cuando tales 
estudios vengan exigidos por el desa-
rrollo de sus actividades y puesto de 
trabajo, así como las indemnizaciones 
por fallecimiento, traslados, suspen-
siones y despidos (ya que no han su-
frido modificación).

Dentro de las asignaciones asisten-
ciales, existe una casuística en Empre-
sas que ofrecen a sus empleados bienes 
o productos que se corresponden con la 
propia actividad que desarrollan, y que 
tras la entrada en vigor del RD han co-
tizar por dichas entregas; la pregunta es 
¿cómo ha de valorarse ese producto, a 
coste o venta al mercado?

En este caso concreto, al corres-
ponderse el servicio o producto bo-
nificado con la actividad habitual 
desarrollada por la entidad, su deter-
minación se efectuará conforme con 
la norma general (si bien hay excep-
ciones) de valoración recogida en el 
artículo 43.1.1º f) de la LIRPF, don-
de se establece que “cuando el rendi-
miento del trabajo en especie sea satis-
fecho por empresas que tengan como 
actividad habitual la realización de las 
actividades que dan lugar al mismo, la 
valoración no podrá ser inferior al pre-
cio ofertado al público del bien, dere-
cho o servicio de que se trate”. 

Por lo tanto, habría que valorar di-
cha entrega de producto a precio de 
mercado y posteriormente, y en su 
caso, una vez deducidos los descuen-
tos ordinarios o comunes imputar di-
cha cantidad en la base de cotización.

respecto de las Prestaciones a la 
seguridad social y sus mejoras

Son mejoras de las prestaciones 
de la Seguridad Social, como su pro-
pio nombre indica, las cantidades di-
nerarias entregadas directamente por 
los empresarios a sus trabajadores, así 
como las aportaciones efectuadas por 
aquéllos a los planes de pensiones y a 
los sistemas de previsión social com-
plementaria de sus trabajadores, siem-
pre que el beneficio obtenido o que 
pudiera llegar a obtenerse por el inte-
resado suponga una ampliación o com-
plemento de las prestaciones económi-
cas otorgadas por el Régimen General 
de la Seguridad Social en el que se ha-
llen incluidos dichos trabajadores.

Es decir, la cantidad que abonan, 
aquellas empresas que complemen-
tan voluntariamente las prestaciones 
por incapacidad temporal hasta el 
100% de la base reguladora (normal-
mente por norma convencional), es-
tarían exentas de forma íntegra hasta 
ese porcentaje máximo.

En este sentido, las aportaciones 
realizadas por las empresas en 
beneficio de sus empleados ya sea 
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mediante planes de pensiones, 
seguros colectivos o mediante el 
pago de determinadas primas, se 
encontraba exento de cotización 
y en consecuencia dichas can-
tidades no formaban parte de la 
base de cotización.

Tras la entrada en vigor del RD, 
se eliminan todas las mejoras de las 
prestaciones a la Seguridad Social, ex-
cepto como hemos visto las referidas 
a incapacidad temporal, y en conse-
cuencia, pasan a computarse e inte-
grarse en la base de cotización.

A efectos fiscales y tributarios, 
¿compensa mantener dichos 
conceptos en nómina?

La respuesta es clara. Sí, compensa 
mantener dichos conceptos en nómi-
na ya que la normativa fiscal y tribu-
taria no ha sido modificada a fecha de 
hoy, en consecuencia dichos concep-
tos no serían computables en la base 
del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) establecida 
en las nóminas, siempre de acuerdo 
con unos límites perfectamente deli-
mitados legalmente, al no considerar-
se como renta en especie. 

Por lo tanto, el trabajador saldrá be-
neficiado ya que su base de IRPF conti-
nua intacta, y únicamente ha sufrido un 
coste menor por la obligación de cotiza-
ción por conceptos antes no cotizables.

Diferente sería si las cantidades 
que antes se destinaban a asignacio-
nes asistenciales o beneficios sociales, 
como la ayuda de comida o el seguro 
médico, el trabajador optase por que 
se le abonasen en nómina de forma 
dineraria, en ese caso si formaría par-
te de la base del IRPF, al ser una en-
trega dineraria.

¿Qué coste supone para trabajador y 
empresario? 

Por parte de la patronal constituye 
un coste sustancialmente mayor ya que 
el porcentaje es más elevado (alrededor 
del 30%), y dependerá de todos los be-
neficios sociales que otorgue a sus tra-
bajadores, que ahora han de incluirse 
en la base de cotización. Los empleados 
también tendrán que cotizar proporcio-
nalmente (alrededor de un 6,30%).

obligación de informar a la tesorería 
General de la seguridad social

Al objeto de facilitar la liquidación 
e ingreso de la cotización correspon-
diente a las primeras mensualidades 
afectadas por la modificación legal se-
ñalada, la Tesorería General de la Se-
guridad Social ha decidido autorizar la 
ampliación del plazo de liquida-
ción e ingreso, sin aplicación de 
recargo o interés alguno,  hasta el 
31 de mayo de 2014 de los nuevos 
conceptos computables e integra-
bles en la base de cotización al 
Régimen general de la Seguridad 
Social, como consecuencia de la mo-
dificación del artículo 109.2 LGSS.

rEspEcto dEl contrAto A 
tIEmpo pArcIAl

Se introducen diversas medidas 
para potenciar el contrato a tiempo 
parcial, entre ellas destacan varias 
medidas para flexibilizar el contra-
to de trabajo a tiempo parcial con el 
objetivo de impulsar la utilización de 
este tipo de contrato.

Entre ellas se elimina el artículo 
12.4 apartado c) del texto refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabaja-
dores, de modo que los empleados 
con un contrato a tiempo parcial, 
no podrán realizar horas extraor-
dinarias salvo para prevenir o 
reparar siniestros y otros daños 
extraordinarios y urgentes, que 
deberán ser compensadas como horas 
extraordinarias.

Por otro lado, se modifica el ré-
gimen de las horas complementa-
rias, para flexibilizarlo, de modo que 
se reduce el plazo de preaviso para la 
realización de tales horas, y se incre-
menta el número de horas comple-
mentarias que pueden realizarse.

Tiene lugar la modificación del ré-
gimen de las horas complementarias, 
que serán retribuidas como horas 
ordinarias. Se establece una distin-
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ción entre las horas complementarias 
pactadas, y por ello de realización 
obligatoria para el trabajador, y las 
voluntarias, no obligatorias y única-
mente permitidas en contratos de 
duración indefinida. En todo caso, se 
reduce de siete a cinco el núme-
ro de días de preaviso necesario 
para su realización.

Además de las horas complemen-
tarias ‘pactadas’, el empresario podrá 
ofrecer al trabajador la posibilidad de 
hacer más horas complementarias ‘vo-
luntarias’ (en contratos indefinidos), 
con un límite del 15% adicional a la 
jornada de trabajo (ampliable a 30% 
según convenio colectivo). 

Se establece una obligación de re-
gistro. El empresario deberá llevar un 
registro de jornada de los trabajadores 
a tiempo parcial, totalizarlo mensual-
mente y entregar copia al trabajador 
junto con la nómina, detallando las 
horas realizadas de cada tipo. Debe-
rá asimismo conservar los resúmenes 
mensuales de los registros de jornada 
durante un periodo mínimo de cuatro 
años. Si no se lleva dicho registro, el 
contrato se entenderá realizado a jor-
nada completa, salvo prueba en con-
trario. No será de aplicación al Siste-
ma Especial de Empleados del Hogar.

Adicionalmente, con el fin de que 
estos contratos resulten más atracti-
vos para los empresarios, se reduce 
en un 1% el tiempo de cotización por 

desempleo de los contratos de dura-
ción determinada a tiempo parcial, 
quedando fijado en un 8,30% del que 
el 6,7% será a cargo del empresario y 
el 1,6% a cargo del trabajador.

rEspEcto Al pErIodo dE 
prUEbA dEl contrAto

Además, se establece que el perio-
do de prueba de los contratos de 
duración determinada del artículo 
15 del Estatuto de los Trabajadores 
cuya duración no sea superior a seis 
meses, no podrá exceder de un 
mes, salvo que el convenio colectivo 
de aplicación prevea otra cosa y se 
actualice el régimen de interrupción 
del periodo de prueba, ampliándolo a 
otras situaciones relacionadas con la 
maternidad y la paternidad.

Los periodos de prueba concerta-
dos con anterioridad a la entrada en 
vigor de la norma continuarán rigién-
dose por la normativa legal conforme 
a la que se celebraron. 

rEdUccIón dE JornAdA por 
cUIdAdo dE HIJos

Se amplía desde los ocho hasta 
los doce años la edad del menor 
cuya guarda legal puede justificar 
una reducción de la jornada del 
trabajo diario, con la disminución 
proporcional del salario.

contrAto dE trAbAJo En 
práctIcAs A trAvés dE 
EmprEsAs dE trAbAJo 
tEmporAl (Ett)

Respecto del contrato de trabajo en 
prácticas, por un lado, se modifica la 
Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que 
se regulan las empresas de trabajo tem-
poral, para posibilitar que estas cedan 
a empresas usuarias trabajadores con-
tratados bajo la modalidad de contrato 
de trabajo en prácticas, en línea con re-
cientes modificaciones normativas que 
ya hicieron posible la cesión de traba-
jadores con contrato de trabajo para 
la formación y el aprendizaje. Por otro 
lado, modifica la Ley 3/2012, de 6 de 
julio, para extender las bonificaciones 
por transformación en indefinidos de 
contratos en prácticas, a las empresas 
usuarias que, sin solución de continui-
dad, concierten un contrato de trabajo 
por tiempo indefinido con trabajadores 
en prácticas cedidos por una empresa 
de trabajo temporal.

dIstrIbUcIón dE lA JornAdA 
IrrEGUlAr

En materia de distribución irregu-
lar de la jornada, la compensación de 
las diferencias, por exceso o por de-
fecto, entre la jornada realizada y la 
duración máxima de la jornada ordi-
naria de trabajo legal o pactado será 
exigible según lo acordado en conve-
nio colectivo o, a falta de previsión por 
acuerdo entre la empresa y los repre-
sentantes de los trabajadores. 

En defecto de pacto, las diferencias 
deberán quedar compensadas en el plazo 
de doce meses desde que se produzcan.

Se amplía hasta el 31 de diciembre 
de 2014 el plazo que permite celebrar 
contratos para la formación y el apren-
dizaje no vinculados a certificados de 
profesionalidad o títulos de formación.

“se amplía el plazo de liquidación e ingreso, 
sin aplicación de recargo o interés alguno, 
de los nuevos conceptos computables e 
integrables en la base de cotización al 
régimen General de la seguridad social, 
hasta el 31 de mayo de 2014”
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concEpto dE GrUpo dE 
EmprEsAs A EfEctos dE lAs 
AportAcIonEs EconómIcAs 
por dEspIdos qUE AfEctEn 
A trAbAJAdorEs dE 50 o 
más Años En EmprEsAs con 
bEnEfIcIos

Se añade un nuevo párrafo al final 
del apartado 1 de la disposición adi-
cional decimosexta de la Ley 27/2011, 

que establece como grupo de empre-
sas, a efectos de las aportaciones eco-
nómicas por despidos que afecten a 
trabajadores de cincuenta o más años 
en empresas con beneficios, el previs-
to en el artículo 42.1 del Código de 
Comercio, si bien para la determina-
ción del resultado del ejercicio solo se 
tendrán en cuenta los resultados obte-
nidos en España por las empresas que 
lo integren. 

otros

Se amplía hasta el 31 de di-
ciembre de 2014 el plazo que 
permite celebrar contratos 
para la formación y el aprendi-
zaje no vinculados a certifica-
dos de profesionalidad o títu-
los de formación. n

bIbLIoGrAfíA

www.bdifusion.es

ArtícUlos JUrídIcos:

•	 rEDACCIÓn. Contratación estable y mejora de la empleabilidad.  fiscal-laboral al Día nº 222. febrero 2014. 
(www.fiscalaldia.es)

7% de descuento en nuestros hoteles de España, Portugal y Andorra
5% de descuento en nuestros hoteles del resto del mundo

Wi-Fi gratuito
10% de descuento en nuestros restaurantes

Tarifa plana para reuniones de empresa
Beneficios con nuestros Partners

Promociones exclusivas
Acumulación de puntos programa fidelización NH Hotel Group Rewards.

NH Villa de Bilbao

Si eres empresa o autónomo, con NH&YOU tienes ventajas infinitasRegístrate en NH&YOU GRATIS
con tu móvil a través de este QR  

Más información en 91 398 44 44  
o en nhandyou.es@nh-hotels.com 

* Descuento válido para los hoteles de España, Portugal y Andorra sobre mejor tarifa flexible en régimen de alojamiento o alojamiento y desayuno. 
Sujeto a disponibilidad del hotel. No acumulable a otras promociones. Consultar validez durante 2014. Reserva también a través de tu agencia de viajes habitual.

 

DISFRUTA DE ESTA HABITACIÓN 
CON UN 7%* DE DESCUENTO 
Y WI-FI GRATIS
Solo para empresas y autónomos
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LAS REGLAS MINIMIS EN LOS 
CONTRATOS DE FRANQUICIA

Jordi ruiz de villa Jubany. socio Jausas
miguel mejias. Abogado Jausas

Las redes de franquicia se arbitran a través de contratos atípicos en los que el franquiciador cede al 
franquiciado, a cambio de una contraprestación directa o indirecta, su know- how, una licencia de 
marca y asistencia técnica y/o comercial. Es habitual establecer en este tipo de contratos relaciones 
de suministro en exclusiva a través del propio franquiciador, o a través de proveedores homologados, 
a fin de mantener la homogeneidad de la red. Asimismo, es habitual establecer obligaciones de no 
competencia contractual y/o post-contractuales, que tienen por objeto la protección del know- how 
transmitido y de los derechos de propiedad industrial e intelectual. Este tipo de restricciones afectan a 
la libre circulación de mercancías y servicios, por lo que está regulada en la normativa de Defensa de 
la Competencia.

La posibilidad de establecer estas restricciones a la libre competencia viene autorizada por el Regla-
mento (UE) 330/2010, de la Comisión de 20 de abril, de aplicación del artículo 101, apartado 3, del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a determinadas categorías de acuerdos verticales y 
prácticas concertadas, también denominado “Reglamento de Restricciones Verticales”. 

Para la correcta interpretación de este Reglamento, la Comisión publicó las denominadas “Directrices 
relativas a las restricciones verticales 2010/C 130/01”, cuyos párrafos 44 y 45 y 189 a 201, tratan es-
pecíficamente de las relaciones de franquicia. 

Esta normativa comunitaria afecta a todos aquellos acuerdos que, con independencia de su ámbito de 
aplicación (nacional o transnacional), pueden afectar real o potencialmente al libre comercio entre es-
tados miembros y que contenga restricciones verticales. Las restricciones verticales son todas aquellas 
que se producen en los acuerdos o prácticas concertadas suscritas entre dos o más empresas que operen 
en planos distintos de la cadena de producción o distribución y se refiera a las condiciones en que las 
partes puedan adquirir, vender o revender determinados bienes o servicios. Entre los acuerdos a los que 
se refiere, se encuentran; la distribución exclusiva, el suministro exclusivo, la distribución selectiva, la 
franquicia, etc.
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el sistema español de defensa 
de la competencia, comúnmente 
denominado “espejo” o de “doble 
barrera”, consiste en que aque-
llos acuerdos que respeten la 
normativa comunitaria, aunque 
sólo afecten al mercado interior 
español, se reputan válidos (véase 
art 1.4   de la Ley 15/2007 de Defensa 
de la Competencia). 

Consiguientemente para determi-
nar si un acuerdo, practica concerta-
da o conscientemente paralela es con-
traria a la normativa de defensa de la 
competencia (con independencia de 
si afecta únicamente al mercado espa-
ñol o si afecta real o potencialmente al 
comercio entre los estados miembros) 
basta con acudir a la normativa comu-
nitaria antes citada. 

El Reglamento 330/2010, de la Co-
misión de 20 de abril, como sucesor 
del reglamento 2790/1999 de la Co-
misión, de 22 de diciembre, establece 
un régimen jurídico sustancialmente 
distinto del que existía hasta enton-

ces (recogido en el Reglamento CEE 
4087/1988 de la Comisión). 

En efecto la normativa vigente has-
ta 1999 partía de la clasificación de 
determinados tipos de acuerdos (fran-
quicia, suministro exclusivo, compra 
en exclusiva…) para, en cada catego-
ría del acuerdo, definir las cláusulas 

que se consideraban colusorias (cláu-
sulas negras) y las cláusulas que se 
consideraban autorizadas en función 
del tipo de contrato (cláusulas grises). 

A partir de 1999 y en la regulación 
actualmente en vigor ya no se toma en 
consideración el tipo de contrato, sino 
el impacto que determinadas restric-

LEGISLACIÓN

www.bdifusion.es

•	 ley 12/2013, de 2 de agosto, de Medidas para Mejorar el funcio-
namiento de la Cadena Alimentaria. (legislación General. Marginal: 
681630)

•	 ley 2/2000, de 7 de enero, de Contratos tipo de Productos Agroali-
mentarios. (legislación General. Marginal: 90)

•	 ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas. (legislación General. 
Marginal: 10803)

•	 ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal (legislación 
General. Marginal: 3653)



48   Economist & Jurist   

derecho
mercantil

ciones a la libre circulación de servi-
cios y mercancías pueden tener en el 
mercado.

El Reglamento 330/2010 se re-
fiere, como ya se ha dicho, a todos 
los acuerdos o prácticas concertadas 
suscritas entre dos o más empresas 
que operen en planos distintos de la 
cadena de producción o distribución 
y se refiera a las condiciones en que 
las partes puedan adquirir, vender o 
revender determinados bienes o ser-
vicios sea cual sea el tipo de contrato. 
El indicado Reglamento comunitario, 
se aplica, en lo esencial, a los supues-
tos en los que las empresas no tenga 
una cuota de mercado superior al 
30%. Si la cuota de mercado es supe-
rior al 30% no requiere que el acuerdo 
sea ilegal sino que hay que hacer una 
autoevaluación más estricta.

el origen en de la regla de mi-
nimis se encuentra en las diversas 
interpretaciones jurisprudencia-
les que se fue dando al actual 
art. 101 del tfue (anterior art. 81 
del TCE), a fin de reducir los efectos 
negativos de una interpretación ex-
tensiva del citado precepto. Siendo 
la comisión europa la que fue 
dictando diversas comunicacio-
nes sobre este material, como son, 
la Comunicación de 26 de diciembre 
de 1977, sobre acuerdos de menor 
importancia, la Comunicación de 3 
de septiembre de 1986, relativa a los 
acuerdos de menor importancia no 

contemplados en el apdo. 1 del art. 
85 del TCE, la Comunicación de 9 
de diciembre de 1997, y finalmente 
la Comunicación de 22 de diciembre 
de 2001, relativa a los acuerdos de 
menor importancia que no res-
tringen la competencia de forma 
sensible del apartado 1 del artí-
culo 81 del tratado ce, común-
mente denominada Comunicación 
de Minimis. 

A través de esta Comunicación, 
que no tiene valor normativo, se es-
tablecen los supuestos que no cons-
tituyen una restricción sensible de 
la competencia y los excluye de la 
prohibición del actual art. 101 del 
TFUE siempre que las empresas que 
los adopten no superen determinados 
porcentajes de cuota de mercado (5, 
10 y 15%). 

Igualmente la comunicación es-
tablece un conjunto de acuerdos 
a los que no se aplican umbra-

les de mercado. Se trata de aque-
llos acuerdos que por sus efectos 
especialmente restrictivos de la 
competencia no pueden estar am-
parados por la regla de minimis, a 
pesar de ser celebrados entre empre-
sas que no excedan de las cuotas de 
mercado, como son:

•	 Acuerdos horizontales de reparto de 
mercados o clientes, los acuerdos que 
limitan la producción o las ventas y 
los acuerdos de fijación de precios de 
venta a terceros (punto 11.1 de la 
Comunicación de Minimis).

•	 Los acuerdos verticales que incluyan 
alguna de las restricciones especial-
mente graves (las denominadas cláu-
sulas negras, punto 11.2).

•	 Finalmente los acuerdos celebrados 
entre competidores que operan en 
distintos niveles de la cadena de pro-
ducción o distribución, en el caso de 
que se adopten alguno de los acuer-
dos anteriormente citados. 

En cuanto a la aplicación de las 
reglas de minimis, el derecho español 
planteó numerosos problemas inicia-
les porque la anterior Ley de Defensa 
de la Competencia discrepaba en este 
punto de la regulación comunitaria 
(consagraba la potestad de la adminis-
tración de no perseguir los acuerdos 
de menor importancia pero no eximia 
de su naturaleza ilícita).
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“El sistema español de defensa de la 
competencia, consiste en que aquellos 
acuerdos que respeten la normativa 
comunitaria, aunque sólo afecten al 
mercado interior español, se reputan 
válidos”
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Tal discrepancia finalmente se 
subsanó a través del artículo 5 de la 
ley 15/2007, de 3 de julio de de-
fensa de la competencia, en cual 
se establece:

 “Las prohibiciones recogidas 
en los artículo 1 a 3 de la presente Ley 
no se aplicarán a aquellas conductas 
que, por su escasa importancia, no sean 
capaces de afectar de manera signifi-
cativa a la competencia. Reglamenta-
riamente se determinarán los criterios 
para la delimitación de las conductas 
de menor importancia, atendiendo, en-
tre otros, a la cuota de mercado”. 

Del tenor literal de la norma se 
desprende que el carácter de mi-
nimis de una conducta la excluye 
del ámbito de las prohibiciones 
y, en consecuencia, la exonera 
de enjuiciamiento y sanción. En 
consecuencia, se puede afirmar que 
el artículo 5 de la ley de defensa 
de la competencia establece por 
primera vez en el ordenamiento 
jurídico español una verdadera 
regla de minimis. 

Dicho precepto fue posteriormente 
desarrollado por el Real Decreto Ley 
261/2008, de 27 de febrero a través 
del cual se aprueba el Reglamento de 
Defensa de la Competencia, en cuyos 
artículos 1 a 3, regula los acuerdos de 
menor importancia, y de los cuales 
destacamos:

En primer lugar, los criterios 
que permiten establecer la me-
nor importancia de un acuerdo, 
siguiendo la regulación comuni-
taria, establece criterios de orden 
cuantitativos (art. 1) y cualitati-
vos (art. 2) a partir de los cuales 
se definen los acuerdos de menor 
importancia. así, la aplicación 
de la regla de minimis impone 

verificar el cumplimiento de los 
baremos de cuota de mercado y 
determinar si no se trata de un 
acuerdo especialmente restricti-
vo (cláusulas negras).

1. a diferencia de la normativa 
comunitaria las reglas minimis 
en españa no se limitan a los 
acuerdos colusorios sino que 
extienden su ámbito de aplica-
ción a las conductas constitu-
tivas de abuso de posición do-
minante y de falseamiento de 
la libre competencia por actos 
desleales (art. 3). 

finalmente el art. 3 del Real 
decreto permite también acudir 
a otros factores para demostrar 
que el acuerdo no se haya den-
tro de la prohibición, como es la 
comprobación de que el acuerdo 
no afecta a la competencia de 
forma sensible (“atendiendo a su 
contexto jurídico y económico”), 
pero este supuesto realmente no 
estaría dentro del ámbito de la re-
gla de minimis. 

En cuanto a la aplicación de esta 
normativa en el contrato de fran-
quicia resulta relevante, porque 
puede determinar la validez de 
determinadas cláusulas contrac-
tuales o acuerdos entre franqui-
ciador y franquiciados, siempre 
que se den esos requisitos cuantitati-
vos y cualitativos que establecen los 
artículo 2 y 3 del Real Decreto, esto 
es, que no superen determinados um-
brales de cuota de mercado relevante 

“El carácter de minimis de una conducta 
la excluye del ámbito de las prohibiciones 
y, en consecuencia, la exonera de 
enjuiciamiento y sanción”
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y que, en cualquier caso, no se trate 
de un acuerdo especialmente restric-
tivo (cláusulas negras). 

Respecto de este último supuesto la 

Sentencia de 5 de abril de 2013, rec. 
230/2011, de la Audiencia Provincial de 
Burgos, declaró la validez de una cláu-
sula de no competencia post-contrac-
tual de un año de duración, referido al 

territorio de exclusividad, argumentan-
do que se aplicaba la regla de minimis. 

La normativa comunitaria solo per-
mite la no competencia post-contrac-
tual desde el local desde el que se rea-
lizó la actividad ex Auto del TJUE de 
fecha 7 de Febrero de 2013  (asunto 
La Retoucherie Manuela C-117/12).

La Audiencia Provincial de Burgos 
no obstante estimó que como la cuota 
de mercado de la red de franquicia no 
superaba los umbrales de las reglas de 
minimis, la competencia no se vería 
sensiblemente afectada, por lo que 
dicho pacto se consideró lícito. 

En definitiva, la normativa de 
minimis en los acuerdos de fran-
quicia actúa como una autori-
zación en bloque respecto de 
aquellos acuerdos que cumplen 
con los requisitos cuantitativos y 
cualitativos exigidos tanto a nivel 
nacional como comunitario. 

La normativa de minimis contri-
buye a la expansión de las redes de 
franquicia ya que mejora su compe-
titividad frente a grandes empresas 
de distribución y facilita el desarrollo 
de nuevas redes de franquicia, puesto 
que con el establecimiento de deter-
minadas restricciones a la competen-
cia consigue obtener una mayor viabi-
lidad jurídica y económica. n

“la aplicación de la regla de minimis 
impone verificar el cumplimiento de los 
baremos de cuota de mercado y determina 
si no se trata de un acuerdo especialmente 
restrictivo”
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CóMO SUSCRIBIR CAPITAL EN UNA 
SOCIEDAD SIN APORTAR DINERO

mª Jesús díez. socia de Dutilh Abogados

La Ley prevé en los artículos 58 y siguientes del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital (“LSC”) que el capital social aportado 
por los socios, tanto en el momento de la constitución de la sociedad como en posteriores ampliaciones 
de capital, puede consistir tanto en aportaciones dinerarias como en aportaciones no dinerarias.

Tienen la consideración de apor-
taciones no dinerarias aquellas que 
no se realizan en metálico, que con-
sisten en bienes o derechos patrimo-
niales, siempre que sean susceptibles 
de valoración económica y que sean 
transmisibles. Siendo necesario 
acreditar la propiedad del bien, 
junto con una valoración econó-
mica del mismo. Este tipo de ope-
raciones se suelen efectuar cuando se 
quiere dar entrada en el capital a un 
nuevo socio que va a aportar un activo 
fundamental para el desarrollo de la 
sociedad: un inmueble, un vehícu-
lo, una patente, maquinaria, mer-
cancías, etc.

en ningún caso podrán ser ob-
jeto de aportación el trabajo o los 
servicios. Es decir, la aportación 
de trabajo y de servicios está ex-
presamente prohibida por ley. Ni 

siquiera intentar camuflarlo indirecta-
mente, pues no se inscribirá en el Re-
gistro Mercantil. A modo de ejemplo, 
el Señor Registrador Mercantil co-
menta el supuesto de una aportación 
de trabajos realizados para la creación 
de la web, que calificó como defectuo-
sa, en cambio sí sería posible la apor-
tación de la propia web.

Por bienes o derechos patrimo-
niales susceptibles de valoración 
económica se entienden tanto 
bienes muebles como inmuebles, 
pueden aportarse incluso bienes con 
carga y gravamen, (lo cual debe te-
nerse en cuenta a la hora de su valo-
ración), derechos reales y de crédito, 
empresa o establecimiento mercantil 
(en este caso, se tiene que identifi-
car en la escritura el inventario que 
se incorpora, los bienes y derechos 
registrables), créditos, acciones y 

participaciones sociales, letras 
de cambio, cheques, obligacio-
nes emitidas por sociedades, una 
rama de la actividad o industria 
de la empresa, arrendamiento de 
local de negocio (se puede aportar 
el contrato de arrendamiento de di-
cho local), inmovilizado inmaterial 
(como la marca, el nombre comercial 
o el logotipo, patentes de invención, 
modelos de utilidad, dibujos y mode-
los industriales y artísticos). existen 
infinidad de posibilidades en la 
aportación de otros bienes dis-
tintos del dinero que conducen 
a la entrada en el capital de una 
sociedad, y que abren la puerta a 
nuevos socios que de otra forma 
no tendrían acceso. 

En el supuesto de este tipo de 
aportaciones, es necesario identi-
ficar en la escritura en la que se 
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aportan, tanto de constitución como 
de elevación a público de acuerdos 
de ampliación de capital, los 
bienes y/o derechos objeto de la 
aportación, la valoración en eu-
ros que les atribuya el socio que 
realiza la aportación y el núme-
ro y la numeración de acciones o 
participaciones que se suscriben 
con esa aportación; en el caso de 
aportaciones de bienes inmuebles 
deberán hacerse constar, además, los 
datos registrales correspondientes 
al inmueble aportado a la sociedad 
(art. 63 LSC). Se encuentra regulado 
igualmente en los artículos 133 y ss. 
del Reglamento del Registro Mercan-
til (“RRM”). 

En las sociedades anónimas 
(“SA”), la valoración de las apor-
taciones no dinerarias conlleva 
todo un proceso previo de informa-
ción, evaluación y responsabilidades. 

El proceso de valoración se re-
gula en los artículos 67 y ss. LSC, que 
comienza estableciendo la necesidad 

de que este tipo de aportaciones sean 
objeto de informe por parte de ex-
pertos independientes con compe-
tencia profesional y designados por 
el registrador mercantil, en el que se 
describa la aportación, sus datos re-
gistrales y la valoración de la misma. 
Este experto es responsable frente a 
la sociedad y determinados terceros 

por los daños que su valoración pue-
da causar, aunque queda exonerado 
si acredita que ha aplicado la diligen-
cia adecuada. En algunas ocasiones, 
como por ejemplo cuando sean valo-
res mobiliarios que coticen en mer-
cados secundarios oficiales, o cuando 
por motivo de una fusión o escisión ya 
se haya elaborado un informe de ex-
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“tienen la consideración de aportaciones no 
dinerarias aquellas que consisten en bienes 
o derechos patrimoniales, siempre que sean 
susceptibles de valoración económica y que 
sean transmisibles”
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perto independiente por este motivo, 
no será necesaria la aportación de este 
informe, aunque en este caso serán 
los administradores quienes elabora-
rán un informe en este sentido. 

estos informes tienen que ser 
públicos, desde la fecha de la 
aportación existe el plazo de un 
mes para depositarlos en el Regis-
tro mercantil; posteriormente se tie-
nen que incorporar como anexo a la es-
critura correspondiente. Este requisito 
no se exige en el caso de aportaciones 
no dinerarias realizadas a una Sociedad 
de Responsabilidad Limitada (“SL”).

Otra posibilidad es el aumento de 
capital por compensación de cré-
ditos (también conocido como “capi-
talización de la deuda”), que implica 

canjear el derecho de crédito de 
la sociedad frente al nuevo sus-
criptor de las acciones o partici-
paciones con deudas que la socie-
dad tuviera previamente con éste. 
Por lo que, en realidad lo que se hace 
es una reclasificación contable. En las 
SL los créditos tienen que ser total-
mente líquidos y exigibles, y en las SA 
al menos en un 25%. 

Con el fin de garantizar la reali-
dad de estos créditos a compensar se 
tiene que poner a disposición de los 
socios un informe del órgano de ad-
ministración sobre la naturaleza y ca-
racterísticas de los créditos a aportar, 
identidad de los aportantes, número 
de participaciones o acciones que se 
vayan a crear o emitir, la cuantía del 
aumento y que éstos concuerden con 

la contabilidad social. 

Cabe decir que esta opción, com-
pensando créditos, es más habitual 
de lo que podría suponerse, sobre 
todo teniendo en cuenta la situación 
económica de las empresas en la actua-
lidad, en muchas ocasiones, esta es la 
mejor forma de solventar una deuda y 
ganar un socio. En los últimos tiempos 
se ha dado bastante en el ámbito de las 
sociedades inmobiliarias.

En las SA existe una modalidad del 
aumento de capital que es el supues-
to de aumento por conversión de 
obligaciones en acciones (modali-
dad de obligaciones que incorpora un 
derecho de crédito frente a la socie-
dad emisora y que en caso de no ser 
convertidas, deben reembolsarse en 
la fecha de su vencimiento). En este 
caso el desembolso de las nuevas ac-
ciones se hace con cargo a los créditos 
incorporados a las obligaciones objeto 
de conversión, sin necesidad de efec-
tuar ninguna aportación. 

Debido a la complejidad que sue-
len conllevar este tipo de operaciones 
hay que prestar especial cuidado 
en el momento de la valoración 
de las aportaciones, pues el ex-
perto independiente, -que es quien 
ha de opinar sobre la idoneidad de la 
valoración-, como puede incurrir 
en responsabilidades frente a ter-
ceros, suele ser muy riguroso en 
su opinión y bastante estricto en 
algunos casos, en los que puede no 
ver del todo clara esta valoración, po-
niendo así trabas a la hora de acceder 
al Registro Mercantil y concluir con 
éxito la operación. Es por tanto, en 
este caso, la sociedad emisora la que 
debe encargarse de prever en las con-
diciones de la emisión los oportunos 
mecanismos de protección de los obli-
gacionistas en caso de aumento de ca-
pital, a través por ejemplo de fórmulas 
de ajuste de la relación de conversión.  
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“la aportación de trabajo y de servicios está 
expresamente prohibida por ley”

Si el informe del experto indepen-
diente pusiese de manifiesto que el 
valor escriturado como capital desem-
bolsado con tal aportación no dinera-
ria es superior al veinte por ciento del 
atribuido por los expertos, el Registra-
dor denegará la inscripción (art. 133.2 
y ss. RRM). La LSC no establece los 
efectos que se siguen en tales casos, 
lo lógico sería que el socio estuviera 
obligado a cubrir la diferencia y que 
la sociedad ostentara una acción para 
exigirle el desembolso completo del 
valor comprometido.

existe en la Sl una diferen-
cia en comparación con la Sa 
en cuanto a las aportaciones no 
dinerarias, no es obligatorio el 
informe de un experto indepen-
diente designado por el Regis-
tro mercantil. la garantía de la 
valoración por el experto en la SA, 
en cuanto a la realidad y valor de la 
aportación no dineraria, se sustituye 
en la Sl por un régimen de res-
ponsabilidad, que se establece en 
los artículos 73 y ss. de LSC, esto es, 
responden solidariamente frente 
a la sociedad y frente a los acreedo-
res de la realidad de las aportaciones 
y del valor que se les haya atribuido 
en la escritura: (1) los socios funda-
dores, (2) los socios que voten el au-
mento de capital, (salvo los que hagan 
constar en acta su oposición), (3) los 
aportantes de la aportación no dine-
raria, (4) quienes adquieran alguna 
participación desembolsada median-
te aportación no dineraria, y (5) en el 
caso de aumento de capital, también 
los administradores, por la diferencia 
entre la valoración que hubieran atri-
buido en su informe al bien aportado 
y el valor real de las aportaciones.

que no sea obligatorio no 
quiere decir que no sea posible 
obtener el informe de un experto. 
De hecho, la LSC lo prevé como vo-
luntario, si se dispone de informe de 
experto independiente quedarán exo-
nerados de responsabilidad los socios 
aportantes. Lo que no apunta la Ley 
es que además queden liberados de 
responsabilidad los demás. La Doctri-
na considera que deben considerarse 
liberados por una razón de coheren-
cia, no tiene sentido que el aportante 
lo esté, mientras que los otros socios y 
los administradores sean responsables 
solidarios de la aportación realizada 
por aquél.

En las SA, en cambio, los fun-
dadores responden solidariamente 
frente a la sociedad, los accionistas 
y terceros de la realidad de las apor-
taciones sociales y de la valoración 
de las aportaciones no dinerarias.

Concurren además reglas especia-
les de responsabilidad dependiendo 
del tipo de aportación no dineraria, de-
talladas en los artículos 64 y ss. LSC:

- aportación de bienes muebles 
o inmuebles, o derechos asimilados 
a ellos: el aportante responde de la en-
trega y del saneamiento por evicción y 
por vicios conforme a lo previsto en el 
Código Civil para el contrato de com-
praventa (arts. 1.461 y ss.).

En cuanto a la transmisión del 
riesgo, esto es, la determinación del 
momento a partir del cual la socie-
dad soporta el riesgo de que la cosa se 
dañe o desaparezca por caso fortuito o 
fuerza mayor, se estará a lo previsto en 
el Código de Comercio para la com-

praventa mercantil (arts. 331 y ss.).

- aportación de derechos de 
crédito: el aportante responde de la 
legitimidad del crédito (de que existe 
y es exigible) y de la solvencia del deu-
dor (de que va a ser pagado). Se altera 
la regla general de la cesión ordinaria 
de créditos prevista en los arts. 347 y 
348 C.Com., en la que el cedente no 
responde de la solvencia del deudor,  
como garantía para la sociedad.

- aportación de empresa o es-
tablecimiento: el aportante queda 
obligado al saneamiento del conjunto 
de la empresa o establecimiento, si el 
vicio o la evicción afectan a la totali-
dad o a alguno de los elementos esen-
ciales para su normal explotación; 
además, debe sanear los elementos 
individuales de la empresa afectada 
que sean de importancia por su va-
lor patrimonial y se vean incursos en 
evicción o en vicios.

de nada valdrían las garantías 
respecto del valor de las aporta-
ciones no dinerarias si la socie-
dad pudiera recibir aportaciones 
dinerarias y a continuación, in-
vertirlas en la adquisición onero-
sa de bienes. Por ello, el art. 72 LSC 
establece unas cautelas encaminadas 
a evitar aportaciones no dinerarias de 
manera encubierta, esto es, las ad-
quisiciones onerosas efectuadas por 
la sociedad anónima durante los dos 
primeros años desde la constitución o 
transformación, si su importe excede 
del 10% del capital. Con la intención 
de regular un ámbito que en ocasio-
nes consiste en una práctica habitual, 
como puede ser la compra de un edi-
ficio, pues se trata de aportaciones 
no dinerarias de gran envergadura e 
influyen en el capital de la sociedad 
aunque se pretenda dar otra imagen. 

Este mecanismo consiste en que 
tienen que ser aprobadas por la Junta 
General de accionistas, previo informe 
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“El aumento de capital por compensación 
de créditos implica canjear el derecho 
de crédito de la sociedad frente al nuevo 
suscriptor de las acciones o participaciones 
con deudas que la sociedad tuviera 
previamente con éste”
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justificativo de los administradores y del 
exigido para la valoración de aportacio-
nes no dinerarias, puestos a disposición 
de los accionistas con la convocatoria de 
la Junta. Lo que se intenta prevenir es 
que se realicen aportaciones no dinera-
rias encubiertas que eludan mecanismos 
de control como el de la valoración. Para 
no entorpecer el funcionamiento de las 
sociedades, se excluyen de este régimen 
las operaciones ordinarias de la sociedad 
o las que se realicen en mercados secun-
darios oficiales o en subasta pública. 

Apréciese que esta regla sólo opera 
en la constitución o transformación, 
no en la ampliación de capital.

Por último, contrastar la diferencia 
entre las aportaciones no dinera-
rias y las prestaciones accesorias, 
que se regulan a continuación de éstas 
en los artículos 86 y ss. LSC. Como 

se ha indicado, el trabajo y los servi-
cios no pueden servir para desembol-
sar el capital, pero en las sociedades 
pequeñas es frecuente que los socios 
trabajen para la sociedad. Se permite 
que estas obligaciones se incorporen a 
los Estatutos, esto es, obligaciones que 
tienen uno o varios socios, que no con-
sisten en aportar capital a la sociedad. 
las prestaciones accesorias son 
obligaciones personalísimas de al-
gunos o todos los socios, pudien-
do consistir tanto en obligaciones 
de dar (vender ciertos productos a la 
sociedad), como en obligaciones de 
hacer (realizar determinadas funcio-
nes para la empresa) o en obligaciones 
de no hacer (no trabajar para la com-
petencia). No integran el capital social 
y tienen, como su propio nombre indi-
ca, un carácter accesorio. 

Aunque es más frecuente que se 

use en las limitadas, nada impide que 
también se acuerden para las anóni-
mas. Se amparan en el principio de 
libertad de pactos de socios, y para 
su creación, modificación y extinción 
anticipada se requiere no solo el cum-
plimiento de lo dispuesto para las mo-
dificaciones estatutarias, sino el con-
sentimiento de los implicados.

En cualquier caso, los estatutos 
de la sociedad deberán detallar 
su régimen, con expresión de su 
contenido, su carácter gratuito o retri-
buido, las acciones o participaciones 
que llevan aparejada la obligación de 
realizarlas, así como las consecuen-
cias de su incumplimiento y las cláu-
sulas penales aplicables, en su caso. 
Si los socios incumplen esta obliga-
ción voluntariamente, normalmente, 
deviene en la pérdida de la condición 
de socio, cosa que no sucede si esto es 
de forma involuntaria.  

Estas prestaciones accesorias 
pueden ser gratuitas o remunera-
das, siendo estas últimas las más ha-
bituales. En este sentido, la cuantía de 
la compensación no puede exceder del 
valor que corresponde a la prestación. 

la transmisión de acciones 
que llevan aparejadas prestacio-
nes accesorias exige la autotiza-
ción de la sociedad. n
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el óRgano de adminiStRación de la entidad meRcantil 
“_______________”, a efectoS de Su pReSentación ante la junta geneRal de 
SocioS y como pReSupueSto paRa apRobaR aumento de capital median-

te compenSación de cRédito

infoRma y ceRtifica

1.- Que examinada la contabilidad social, resultan a cargo de la Sociedad los _______ créditos que se 
detallan a continuación, los cuales tienen el carácter de líquidos y exigibles, cuyo acreedor es en los tres la 
sociedad “_______”, con domicilio en _______, y con N.I.F. _______:

1. Préstamo por importe de _______ EUROS, formalizado mediante contrato de préstamo de fecha _______.

2. Préstamo por importe de _______ EUROS, formalizado mediante contrato de préstamo de fecha _______.

3. Préstamo por importe de _______ EUROS, formalizado mediante contrato de préstamo de fecha _______.

2.- Que el Órgano de Administración considera conveniente proponer a la Junta General de Socios un 
aumento de capital de las siguientes características:

cifra del aumento de capital: ______________€) EUROS mediante la emisión de _______nuevas 
participaciones sociales, de _______ _______) EUROS de valor nominal cada una de ellas, con una prima 
de asunción total de _______ _______€) EUROS, siendo por tanto el desembolso por cada participación en 
concepto de capital más prima de emisión, de ______________( _______€) EUROS, de los cuales _______
corresponde a capital y el resto a prima, esto es un desembolso _______(_______ €EUROS por participación 
en concepto de prima de emisión. Conforme al siguiente desglose:

Dicha ampliación conlleva la consiguiente modificación estatutaria en el artículo 5 sobre el capital social.

contravalor de la ampliación de capital: La ampliación de capital de las _______nuevas participacio-
nes sociales será mediante Compensación de los reseñados créditos a cargo de la Sociedad, líquidos y exigi-
bles, por el importe de _______(_______€) EUROS, quedando éstos totalmente extinguidos a consecuencia 
de la ampliación de capital.

participaciones sociales y suscriptores de las mismas: En consecuencia, se adjudican las participa-
ciones sociales a todos los socios, conforme al siguiente desglose: 

La mercantil _______: le corresponden la totalidad de las participaciones objeto de la ampliación, esto es, 
_______nuevas participaciones sociales números _______ a _______, ambas inclusive.

3.- Asimismo CERTIFICA que los anteriores datos del apartado 1 son concordantes con los datos de la 
Contabilidad de la Compañía.

Y a los efectos previstos en el art. 301.1, 2 y 5 de la vigente Ley de Sociedades de Capital, y para su puesta 
a disposición de los socios de la entidad, se expide el presente informe, a _______ de _______ de _______.

_________________________    _________________________

Fdo.- D. _______     Fdo.- D. _______

_______[Cargo]      _______[Cargo]
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acta de conSignación de deciSioneS del Socio unico de la Sociedad 
“__________, S.l.”

En el domicilio social a las __________ horas del día __________ y en el domicilio social de la Sociedad 
“__________, S.L., Sociedad Unipersonal”, con asistencia del socio único, la mercantil __________, S.L., de-
bidamente representada por D. __________, titular de la totalidad del capital social, decide por decisión propia 
constituirse en Junta General y adoptar los acuerdos que más adelante se detallan, conforme al Orden del Día 
que se transcribe a continuación

oRden del día

1.-Aumentar el capital social de la Sociedad en el importe de __________ euros mediante la creación de 
__________ nuevas participaciones sociales, con cargo a aportaciones no dinerarias.

2.- Aprobar la nueva redacción del artículo __________ de los Estatutos Sociales relativo al capital social.
3.- Lectura y aprobación, en su caso, del Acta de la Junta. 

liSta de aSiStenteS

“__________, S.L.”, propietaria de __________ participaciones sociales de __________ euros de valor nomi-
nal cada una, que representan el 100% del capital social, y que está representada en este acto por D. __________

Igualmente, asistieron con voz pero sin voto los miembros del órgano de Administración: (...)

deSaRRollo de la Reunión

 Asistió a la reunión el Socio Único, “__________, S.L.”, que actuó mediante representación de D. 
__________, estando además presentes los miembros del Órgano de Administración, con voz pero sin voto, tal y 
como se desprende de la lista de asistentes que consta a continuación del Orden del Día y que fue firmada por 
todos ellos en señal de asistencia y conformidad.

 Actuaron como Presidente y Secretario, D. __________ y D. __________, respectivamente.

El Socio Único, “__________, S.L.”, con plenas facultades para tratar de todos los temas aceptados como 
puntos del Orden del Día, pasó a examinar el informe elaborado por el órgano de Administración sobre la conve-
niencia de las modificaciones propuestas, que tuvo a su disposición con anterioridad a este acto. 

 A continuación de todo ello, y previo deliberación de los asuntos contenidos en el Orden del Día, el 
Socio Único adoptó los siguientes 

deciSioneS

pRimeRo.- Visto el informe del órgano de administración de fecha _____, justificativo del aumento de capi-
tal social y sobre las aportaciones no dinerarias, el Socio Único decide aumentar el capital social en el importe de 
____EUROS, mediante la creación de ___ nuevas participaciones sociales transmisibles, acumulables e indivisibles, 
de ____ EUROS de valor nominal cada una, numeradas correlativamente de la ____ a la ____, ambas inclusive. 

El contravalor a la ampliación de capital acordada consiste en las aportaciones no dinerarias descritas en el 
informe del órgano de administración.

De este modo, tras la ampliación, el capital social ascenderá a un importe total de __________ EUROS.

El presente aumento se realiza mediante la aportación no dineraria de __________ fincas urbanas, detalladas 
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en el informe elaborado por el órgano de  Administración de la Sociedad y cuyo texto íntegro ha estado a disposi-
ción del Socio Único con anterioridad a esta reunión.

Las nuevas participaciones sociales conferirán a su titular los mismos derechos y obligaciones que las existentes.

De acuerdo con lo establecido en la L.S.C., se ofrecen las nuevas participaciones sociales al actual Socio Úni-
co, para que, en caso de estar interesado, ejercite su derecho de suscripción preferente. 

Por lo que la suscripción de las nuevas participaciones, se realiza de la siguiente manera, aportando para ello los 
bienes cuya titularidad transmite en este acto a la Sociedad, y que se describen a continuación:

FINCA  A.-  URBANA: __ CUOTA: __ TÍTULO: __ INSCRIPCIÓN: __ CARGAS: __  ARRENDA-
MIENTOS: __ VALOR: __

Por esta aportación, se adjudican al aportante __________participaciones sociales números __________ a  
__________, ambas inclusive.

FINCA B.-  URBANA: __ CUOTA: __ TÍTULO: __ INSCRIPCIÓN: __ CARGAS: __  ARRENDAMIEN-
TOS: __ VALOR: __

Por esta aportación, se adjudican al aportante ___ participaciones sociales números ____ a  ____, 
ambas inclusive.

FINCA C.-  URBANA: __ CUOTA: __ TÍTULO: __ INSCRIPCIÓN: __ CARGAS: __  ARRENDA-
MIENTOS: __ VALOR: __

Por esta aportación, se adjudican al aportante __________participaciones sociales números 
__________ a  __________, ambas inclusive.

En relación con los inmuebles objeto de aportación la Sociedad debidamente representada en este 
acto, manifiesta expresamente que se acoge al régimen de neutralidad fiscal previsto en el capítulo 
VIII del Título VII del Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

Se hace constar que las participaciones creadas con anterioridad al aumento se encuentran total-
mente desembolsadas, así como las nuevas participaciones emitidas en el mismo, tal y como se des-
prende de los párrafos anteriores.

La titularidad de las participaciones se hace constar en este acto en el Libro Registro de Socios de la Sociedad.

Segundo.- El Socio Único decide dar nueva redacción al artículo __________de los Estatutos 
Sociales. De este modo dicho precepto queda del siguiente tenor literal: “ARTÍCULO __________- 
CAPITAL SOCIAL.- PARTICIPACIONES. __________”

 Dicha redacción sustituye a la vigente hasta la fecha de hoy.

teRceRo.- El acta de la reunión fue aprobada por el Socio Único y firmada por todos los asisten-
tes en prueba de conformidad.

Fdo.- D. __________                                                 Fdo.- D. __________

Vº Bº PRESIDENTE                                            EL SECRETARIO
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NUEVAS REGLAS PARA LOS OPERADORES 
DE LA CADENA AGROALIMENTARIA 
Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para 
mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria

Juan fernández baños.Abogado en DJV Abogados. Profesor de la Cátedra fundación 
ramón Areces de Distribución Comercial 

En las últimas décadas, el sector de la distribución minorista alimentaria en España ha sido objeto de 
una profunda transformación, al sustituirse un modelo basado en el comercio tradicional por otro en el 
que predominan las cadenas de supermercados e hipermercados pertenecientes a grandes grupos em-
presariales. Esta evolución, que incide sobre un sector particularmente importante para la economía 
española, ha significado un creciente poder de negociación de la distribución minorista que afecta a 
todos los agentes de la cadena alimentaria. 

La nueva Ley 12/2013, de 2 de agosto, de Medidas para Mejorar el Funcionamiento de la Cadena 
Alimentaria, en vigor desde el 3 de enero de 2014, supone una reforma estructural en las relaciones 
que afectan a todos los operadores del sector agroindustrial español. Las medidas introducidas son el 
resultado de la necesidad que, en estos últimos años, se ha ido poniendo de manifiesto ante la eviden-
cia de las asimetrías existentes en el poder de negociación, así como por la proliferación de prácticas 
comerciales potencialmente desleales o contrarias a la competencia que distorsionan el mercado y 
afectan negativamente a la competitividad del sector agroalimentario.

Antecedentes

Los antecedentes que han inspirado el proyecto de la actual Ley, se encuentran en la “Comunicación 
sobre la mejora en el funcionamiento de la cadena agroalimentaria”, de 2009, de la Comisión Europea, 
en la que se concluía que ante las deficiencias de la cadena alimentaria se debía ejercer una constan-
te vigilancia para identificar y eliminar actuaciones distorsionadoras del mercado; a la que siguió el 
Foro de Alto Nivel sobre la Mejora del Funcionamiento de la Cadena Alimentaria, de finales de 2011, 
constituido con el fin de buscar soluciones que permitieran garantizar una mayor transparencia en los 
precios, mejorar la competencia, evitar el abuso de poder en la contratación y fomentar la autorregu-
lación. Asimismo, la Comisión Nacional de la Competencia, puso de relieve, en su “Informe sobre las 
relaciones entre fabricantes y distribuidores en el sector alimentario”, de 2011, que la incidencia de 
determinadas prácticas comerciales, dada la evolución del modelo de distribución alimentaria, podría 
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debilitar la competencia intermarca e intramarca, así como la propia eficiencia de funcionamiento del 
mercado, recomendando la adopción de medidas respecto a las prácticas potencialmente más perjudi-
ciales para la competencia.

En la Exposición de Motivos de la Ley 12/2013, se señala como finalidad la de “mejorar el funciona-
miento y la vertebración de la cadena alimentaria de manera que aumente la eficacia y competitividad 
del sector agroalimentario español y se reduzca el desequilibrio en las relaciones comerciales entre los 
diferentes operadores de la cadena de valor”. Para lograr su objetivo se establecen determinadas obli-
gaciones para los operadores en la cadena agroalimentaria, se identifica una serie de prácticas comer-
ciales abusivas, que serán reprimidas atribuyendo potestad sancionadora a la Administración General 
del Estado y a las administraciones autonómicas, y se fomenta la autorregulación mediante Códigos 
de Buenas Prácticas. 

ámbIto dE AplIcAcIón

En el Título I, de Disposiciones 
Generales, se regula el ámbito de 
aplicación de la Ley. En cuanto a su 
ámbito subjetivo, afecta a todas 
las relaciones comerciales entre 
“los operadores que intervienen 
en la cadena alimentaria”, exclu-
yendo a los consumidores -que 
ya tienen una legislación específica 
para defender sus intereses-, y a los 
socios de cooperativas agrarias y otras 
entidades asociativas, respecto de las 
entregas de producto que realicen. 
quedan afectados, por tanto, 
desde pymeS y cooperativas de 
productores hasta la gran dis-
tribución, mayoristas en origen, 
centrales de compra, distribui-
dores mayoristas, o industria del 
envasado, entre otros. Respecto 
del ámbito objetivo de aplicación, la 

Ley establece que quedarán sujetas 
todas las relaciones comerciales entre 
dichos operadores. 

El apartado 3 del artículo 2 deter-
mina a qué relaciones entre operado-
res se aplica el Capítulo I del Título 
II, respecto de la obligación de for-
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malización por escrito de los contra-
tos alimentarios, entendidos como 
aquellos “en el que una de las partes 
se obliga frente a la otra a la venta de 
productos alimentarios o alimenticios 
e insumos alimentarios antes citados, 
por un precio cierto, bien se trate de 
una compraventa o de un suministro 
de forma continuada. Se exceptúan 
aquellos que tengan lugar con consu-
midores finales”. Así pues, se obliga a 
formalizar por escrito todos  los con-
tratos por transacciones comerciales 
cuyo precio sea superior a 2.500 eu-

ros, siempre y cuando exista una si-
tuación de desequilibrio, que concu-
rrirá en tres supuestos: a) cuando un 
operador tenga la condición de PYME 
y el otro no; b) cuando se trate de un 
operador que tenga la condición de 
productor primario; c) cuando uno de 
los operadores tenga una situación de 
dependencia económica del otro, en-
tendiéndose por tal, aquella en la que 
la facturación del producto de aquél 
respecto de este sea al menos un 30% 
de la facturación del producto del pri-
mero en el año precedente.

Los artículos 3 “Fines”, 4 “Princi-
pios Rectores” y 5 “Definiciones”, per-
miten incluir en la parte dispositiva de 
la ley conceptos claves que facilitan 
disipar cualquier duda a la hora de su 
interpretación y de su aplicación.

La aplicación de la normativa de 
defensa de la competencia al conte-
nido de las relaciones reguladas por 
la Ley así como a la aplicación de los 
principios rectores en la ejecución e 
interpretación de tales relaciones que 
establece el artículo 7 permite mayor 
coherencia en esta materia.

Si bien el objeto de esta Ley es 
regular la cadena alimentaria, como 
“conjunto de actividades que llevan 
a cabo los distintos operadores que 
intervienen en la producción, trans-
formación y distribución de alimentos 
o productos alimenticios”, algunas de 
las normas, por su aspecto fundamen-
tal, podrían aplicarse al resto del sec-
tor de la distribución comercial.

formAlIzAcIón por EscrIto 
dE los contrAtos

el artículo 8 de la ley estable-
ce la formalización por escrito de 
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“El artículo 8 de la ley establece la 
formalización por escrito de los contratos 
con sanción administrativa en caso de 
incumplimiento”

los contratos, en los supuestos que 
concurran las circunstancias descritas 
respecto de los intervinientes, según 
lo expuesto, con sanción adminis-
trativa en caso de incumplimien-
to (artículo 23.1). Se trata sin duda de 
una iniciativa que contribuye a apor-
tar mayor seguridad jurídica y a evitar 
abusos de poder. No obstante, no se 
trata de un requisito ad solemnitatem 
sino únicamente ad probationem, 
dado que la Ley deja claro que en nin-
gún caso lo es de existencia y validez 
del contrato, sino que cumple una 
función esencialmente probatoria, 
cuyo incumplimiento será susceptible 
de infracción administrativa. En cual-
quier caso, quedan exceptuados los 
contratos que tengan por objeto com-
pras al contado, siempre y cuando las 
partes se identifiquen como operadores 
y se documente la relación mediante fac-
tura, según lo dispuesto en el Real De-
creto 1619/2012, de 30 de noviembre.

prEcIo

El apartado 1 c) del artículo 9 de la 
Ley, trata del precio del contrato, es-
tableciendo que éste puede ser fijo 
o variable, exigiendo, en este últi-
mo caso,  que se determinará úni-
camente en función de los facto-
res expresamente establecidos en 
el contrato, y que debe indicar ex-
presamente todos los pagos, incluidos 
los descuentos aplicables. 

El precio de reventa de los produc-
tos es una cuestión fundamental en 
la distribución comercial y constituye 
la piedra angular del buen funciona-
miento del mercado tanto para los 
operadores como para los consumi-
dores. En Francia, por ejemplo, llevan 
varios años tratando de reglamentar 
de forma adecuada este elemento, 
cuyo principal problema tiene que ver 
con los abusos que se pueden come-
ter a través de los precios de reventa 
de los bienes y servicios. En efecto, 

es común que los distribuidores compi-
tan revendiendo productos “estrella” a 
precios lo más bajos posible para suge-
rir que sus puntos de venta ofrecen de 
forma general precios más interesantes. 
Esta práctica afecta, tanto a los demás 
distribuidores que, en general por ser 
más pequeños, no siempre pueden ba-
jar tanto los precios, por no disponer de 
un volumen de productos suficiente, 
como para poder recuperar los márge-
nes perdidos en otros productos, como 
a los propios consumidores, que se ven 
afectados por las subidas de precios de 
los otros productos de consumo. Pero 
también afecta a los fabricantes, dado 
que estas prácticas inciden sobre la ima-
gen de su marca devaluándola al vender 
los productos a precios demasiado bajos.

Con el objetivo de evitar los per-
juicios resultantes de la bajada de los 
precios de venta al público de ciertos 
productos de gran consumo, el legisla-
dor francés restringió la reventa a pér-
dida, y si bien se ha demostrado que 
esta prohibición no siempre ha tenidos 
los efectos esperados, en tanto que los 
precios al consumo siguieron subiendo 
debido a que no pudieron integrar cier-

tos márgenes ocultos en el cálculo del 
umbral del precio de reventa a pérdida 
y a la proliferación de supuestos acuer-
dos de cooperación entre proveedores 
y distribuidores con el objetivo de jus-
tificar rebajas en factura de los precios 
que pudieran servir para bajar el umbral 
de reventa a pérdida, su utilidad ha sido 
probada como uno de los elementos 
necesarios para mantener el equilibrio 
entre los diversos operadores.

la ley constituye un  instru-
mento de intervención en la au-
tonomía de la voluntad en las 
relaciones de los operadores que 
intervienen en la cadena alimen-
taria, desde la producción hasta 
la distribución, que intenta co-
rregir el ocultamiento con el que 
hasta ahora se venían desarro-
llando. Entre las cláusulas que más 
pueden repercutir en la transpa-
rencia del contrato escrito destaca 
la referida a los precios, de modo 
que así como en la Ley 2/2000, de 
7 de enero, de Contratos Tipo de 
Productos Agroalimentarios, se re-
gulaban los precios y condiciones 
de pago, siendo el precio a percibir, 

“El precio puede ser fijo o variable, exigiendo, 
en este último caso, que se determine 
únicamente en función de los factores 
expresamente establecidos en el contrato”
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“la ley prohíbe las modificaciones de las 
condiciones contractuales establecidas, 
salvo que se realicen por mutuo acuerdo 
de las partes, debiendo preverse en el 
contrato las correspondientes cláusulas en 
las que se prevea el procedimiento para su 
modificación”

libremente fijado por las partes signa-
tarias del contrato, en la Ley 12/2013 
se da una nueva redacción al apartado 
d) del artículo 3 del siguiente tenor: 
“Artículo 3. Contenido de los contra-
tos. d) Precios y condiciones de pago. 
El precio a percibir y los criterios para 
su actualización serán libremente fija-
dos por las partes signatarias del con-
trato, las cuales podrán tener en cuen-
ta, en su caso, indicadores de precios 
o costes. Estos indicadores deberán 
ser objetivos, transparentes y verifica-
bles, y no manipulables. En la fijación 
de los precios y condiciones de pago 
se tendrá en cuenta lo establecido al 
respecto por la normativa sectorial co-
munitaria”. Pese a todo, la normativa 
sectorial comunitaria, por el momen-
to, no pasa más que de preocuparse 
por evitar las situaciones de abuso de 
posición dominante según puso de 
manifiesto el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea. 

la ley centra su preocupación 
en la fijación con precisión en el 
propio contrato del montante del 
precio y cuantas modificaciones 
pueda experimentar, exigiendo 
importantes garantías en la fija-
ción y modificación del precio, 
para evitar modificaciones unila-
terales encubiertas del precio del 
contrato efectuadas con arreglo 
a baremos no transparentes, no 
objetivos, no verificables o manipu-

lables, lo cual obligará al distribuidor 
a ser mucho más preciso y previsible 
en todas las circunstancias por las que 
pueda transcurrir el cumplimiento del 
contrato y a valorar sobremanera las 
eventualidades y la duración del con-
trato. Con la fijación del precio esta-
blecida contractualmente, de acuerdo 
con las condiciones fijadas en la Ley, 
se pretende otorgar al productor una 
mayor previsibilidad frente a las posi-
bles eventualidades que puedan sur-
gir en el suministro. De este modo se 
reparte el riesgo entre los operadores 
frente a las modificaciones coyuntura-

les de los precios que obligará a pre-
venir un sinfín de cláusulas que serán 
conocidas por las partes. 

sUbAstAs ElEctrónIcAs

La Ley establece su sometimien-
to a los principios de transparen-
cia, libre acceso y no discrimina-
ción, debiendo hacerse públicas 
tanto las condiciones generales 
de acceso a las mismas, los posi-
bles costes de participación y los 
mecanismos de adjudicación.

oblIGAcIón dE consErvAcIón 
dE docUmEntos

Se impone a todos los operadores de 
la cadena alimentaria la obligación de 
conservar toda la correspondencia, do-
cumentación y justificantes, en soporte 
electrónico o en papel, relacionados con 
los contratos alimentarios, así como de 
todas las subastas electrónicas, a sus or-
ganizadores, durante un periodo de dos 
años.



   Economist & Jurist   65

“la ley constituye un  instrumento de 
intervención en la autonomía de la voluntad 
en las relaciones de los operadores que 
intervienen en la cadena alimentaria, desde 
la producción hasta la distribución”

práctIcAs comErcIAlEs 
AbUsIvAs

En cuanto al establecimiento de 
las relaciones comerciales entre pro-
veedor y distribuidor, como límite al 
criterio del apartado 2 del artículo 
9 de la Ley, que establece que “los 
términos y condiciones del contra-
to serán libremente pactados por las 
partes”, el artículo 12 trata de las 
“modificaciones unilaterales y pagos 
comerciales no previstos”, el artículo 
13, del “suministro de información 
comercial sensible”, y el artículo 14 
sobre “gestión de marcas”. 

En el momento del establecimien-
to de las relaciones comerciales -for-
mación del contrato de compraventa- 
entre el proveedor y el distribuidor, el 
juego de la competencia entre pro-
veedores conduce primero a la com-
paración de las diferentes ofertas y 
después a la negociación de la oferta 
más interesante, siendo por ello un 
momento crucial que requiere una re-
gulación sobre sus condiciones. Esta 
regulación es importante tanto por la 
necesidad de una comunicación cla-
ra, en cuanto al principio de transpa-
rencia, para evitar discriminaciones y 
permitir el libre juego de la compe-
tencia comparando diferentes ofertas 
y condiciones de contracción, como 
por la necesidad de una libre negocia-
ción, como exponente del principio 
de libertad contractual, que permite, 
después de comparar, escoger la parte 
con la que se va a contratar y nego-
ciar con ella las condiciones más con-
venientes, así como por la necesidad 
de un control de los posibles abusos, 
prácticas desleales o restrictivas de la 
competencia, surgidos del desequili-
brio existente entre las partes a la hora 
de negociar. 

la ley prohíbe las modifica-
ciones de las condiciones con-
tractuales establecidas, salvo que 
se realicen por mutuo acuerdo de 

las partes, debiendo preverse en 
el contrato las correspondientes 
cláusulas en las que se prevea 
el procedimiento para su modi-
ficación. Se prohíben, asimismo, 
los pagos adicionales sobre el precio 
pactado, salvo que se refieran al ries-
go razonable de referenciación de un 
nuevo producto o a la financiación 
parcial de una promoción comercial 
de un producto, reflejada en el precio 
unitario de venta al público, siempre 
y cuando hayan sido pactados e in-
cluidos en el contrato formalizado por 
escrito. También se impone la obli-
gación de establecer los mecanismos 
de devolución de los pagos anteriores 
abonados, cuando las contrapresta-
ciones o actividades de promoción no 
se hayan realizado en los plazos y con-
diciones pactadas.

Respecto al suministro de infor-
mación comercial sensible, se exige 
la concreción por escrito de aquella 
información que las partes deban su-
ministrarse para el efectivo cumpli-
miento de sus respectivas obligacio-
nes, así como el plazo de entrega de 
la misma. ningún operador podrá 
exigir a otro, información comer-
cial sensible sobre sus productos, 
ni sobre documentos que permi-
tan verificar dicha información, 
salvo que así se haya pactado en el 
contrato, así como exigirse ni desvelar 
información comercial sensible sobre 
otros operadores.

En lo que se refiere a gestión de 
marcas, la Ley prohíbe el aprove-
chamiento indebido por parte de un 
operador, en beneficio propio, así 
como la publicidad ilícita, por repu-
tarse desleal, mediante la utilización 
de cualesquiera elementos distintivos 
que provoquen riesgo de asociación 
o confusión con los de otro operador, 
de acuerdo con lo previsto en la Ley 
17/2001, de 7 de diciembre, de Mar-
cas, y sin perjuicio de lo dispuesto 
en los artículos 11 y 12 de la Ley de 
Competencia Desleal.

bUEnAs práctIcAs En lA 
contrAtAcIón AlImEntArIA

La flexibilidad y la rapidez de ac-
tuación que permite un código de 
conducta lo hace muy apropiado y 
eficaz para controlar las conductas 
en este sector tan ágil, en constante 
evolución. La Ley dedica su título 
iii a tratar sobre este fenómeno en 
auge de la autorregulación, previen-
do la elaboración de un código de 
buenas prácticas mercantiles en 
la contratación alimentaria, en la 
que participarán tanto el Ministerio 
de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente, como las organizaciones y 
asociaciones sectoriales, que estable-
cerá los principios sobre los que ha-
brán de fundamentarse las relaciones 
comerciales entre los distintos ope-
radores que intervienen en la cadena 
alimentaria, para facilitar el desarrollo 
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de sus relaciones contractuales, la ob-
servancia de las mejores prácticas en el 
desarrollo de las mismas y su adecua-
ción a las normas y principios conteni-
dos en la propia Ley. 

Tanto en el Código al que se refiere 
el artículo 16 de la Ley, como en los 
otros que se prevén en el artículo 18, 
se pretende la inclusión de aquellas 
buenas prácticas que sean de interés 
para contribuir a la competitividad en 
el sector, a la seguridad jurídica y a es-
tablecer un marco de relaciones con-
tractuales leales y eficaces, siempre y 
cuando se trate de iniciativas que no 
se limiten a reproducir o reiterar nor-
mas impuestas por disposiciones le-
gales o reglamentarias, puesto que de 
lo contrario se podrían ver frustradas 
las expectativas de sus destinatarios. 
La adhesión al Código será volunta-
ria para los distintos operadores de la 
cadena alimentaria, previéndose un 
Registro Estatal, para su publicidad.

AGEncIA dE InformAcIón y 
control AlImEntArIos

La Disposición Adicional Primera 
de la Ley constituye la Agencia de 
Información y Control Alimentarios, 
mediante la modificación de la Agen-
cia del Aceite de Oliva, dotándola de 
nuevas funciones dirigidas al cumpli-

miento de sus nuevos fines generales.

Estos fines serán la gestión de los 
sistemas de información y el control 
de los mercados oleícolas, lácteos y 
la de aquellos otros que reglamenta-
riamente se determinen. Entre sus 
funciones destaca la de iniciar de ofi-
cio el procedimiento sancionador que 
corresponda por los incumplimien-
tos que se constaten en el ejercicio 
de sus funciones, respecto de la Ley 
de Medidas para Mejorar el Funcio-
namiento de la Cadena Alimentaria, 
proponiendo, tras la correspondiente 
instrucción, la resolución que proce-
da a la autoridad competente o, en su 
caso, formular denuncia ante la Co-
misión Nacional de la Competencia. 

A los funcionarios de la Agencia de 
Información y Control Alimentarios 
les corresponden las actuaciones de 
inspección y control a las entidades y 
operadores que se les ordene, estan-
do facultados para acceder a locales, 
terrenos o instalaciones; verificar las 
existencias de almacenes, productos 
obtenidos y procesos aplicados; acce-
der a documentos contables; precin-
tar almacenes, instalaciones, depósi-
tos, equipos, vehículos o documentos, 
durante el tiempo preciso para su ins-
pección; y tomar muestras de mate-
rias primas, productos intermedios o 
terminados, para determinar su com-

posición y características, entre otras 
actuaciones.

la ley le otorga la potestad 
sancionadora a la administra-
ción general del estado cuando 
las partes contratantes tengan 
sus respectivas sedes sociales en 
diferentes comunidades autóno-
mas, o cuando el contrato afecte a un 
ámbito superior al de una Comunidad 
Autónoma en razón de la trazabilidad 
previsible de la mayor parte del ali-
mento o producto alimenticio objeto 
del contrato.

obsErvAtorIo dE lA cAdEnA 
AlImEntArIA

Se establece, como órgano cole-
giado, dependiente del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente, el Observatorio de la Ca-
dena Alimentaria, que viene a susti-
tuir al Observatorio de Precios de los 
Alimentos, para asumir nuevas fun-
ciones relacionadas con el seguimien-
to, asesoramiento, consulta, informa-
ción y estudio del funcionamiento de 
la cadena alimentaria y de los precios 
de los alimentos, previéndose la inclu-
sión en el mismo de las organizaciones 
y asociaciones más representativas. n
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ESCrITo AL JuZGAdo

CoNTrATo dE dISTrIbuCIÓN
ENTrE

.......(produCTor)…….Y…….(dISTrIbuIdor)…….

En	Madrid,	a	[•]	de	[•]	de	[•].

de una paRte,	D.	[•],	de	nacionalidad	española,	mayor	de	edad,	titular	de	DNI	número	[•],	en	nombre	y	
representación	de	la	entidad	mercantil	[•],	con	domicilio	a	estos	efectos	en	Madrid,	inscrita	en	el	Registro	Mercantil	
de	Madrid,	y	con	C.I.F.	[•].	Esta	parte	se	denominará	en	lo	sucesivo	“el pRoductoR”.

y de otRa, D.	[•],	de	nacionalidad	española,	mayor	de	edad,	con	domicilio	a	estos	efectos	en	[•],	y	titular	de	
DNI	número	[•],	en	nombre	y	representación	de	la	entidad	mercantil	[•],	con	NIF	[•],	con	domicilio	a	estos	efectos	
en Madrid, con domicilio a estos efectos en Madrid, inscrita en el Registro Mercantil de Madrid. Esta parte se de-
nominará en lo sucesivo “el diStRibuidoR”.

EL PRODUCTOR y EL DISTRIBUIDOR, conjuntamente también identificados como las Partes.

exponen

I. Que EL PRODUCTOR se dedica, entre otros conceptos, a la elaboración de ciertos productos alimenticios, 
entre otros, los descritos en el anexo i (en adelante “loS pRoductoS”), hallándose interesada en la distribu-
ción de dichos productos dentro del territorio descrito en el anexo ii (en adelante, “el teRRitoRio”).

II. Que EL DISTRIBUIDOR conoce el mercado y los clientes de LOS PRODUCTOS en EL TERRI-
TORIO, posee recursos y una organización adecuada para la distribución por su propia cuenta de LOS PRODUC-
TOS en EL TERRITORIO y está a su vez interesado en llevar a cabo dicha distribución.

III. Que, en su virtud, las Partes, reconociéndose capacidad suficiente, acuerdan suscribir el presente 
contrato de distribución, que se regirá por las siguientes

eStipulacioneS

pRimeRa.- objeto del contRato

1.1. En virtud del presente contrato EL PRODUCTOR encomienda a EL DISTRIBUIDOR, que acepta, 
la distribución en exclusiva de LOS PRODUCTOS en EL TERRITORIO en los términos y condiciones estable-
cidos en este contrato y en la normativa aplicable al mismo. EL DISTRIBUIDOR comprará los PRODUCTOS a 
EL PRODUCTOR, que los venderá a EL DISTRIBUIDOR, de acuerdo con el precio y condiciones descritas en el 
Anexo III.

La actividad de distribución descrita en el presente contrato comprenderá los servicios de recepción de pedidos, 
venta, almacenamiento, entrega y seguimiento al cliente final.

1.2. EL PRODUCTOR podrá incluir entre LOS PRODUCTOS, cualquier producto nuevo, o toda una 
gama nueva de productos que sean introducidos en el mercado para reemplazar o completar LOS PRODUCTOS 
o gamas existentes, notificándolo por escrito a EL DISTRIBUIDOR. Además, EL PRODUCTOR está autorizado a 
realizar cualquier modificación en los formatos y empaquetados de LOS PRODUCTOS, notificándolo por escrito 
de ello a EL DISTRIBUIDOR.
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1.3. EL DISTRIBUIDOR reconoce expresamente que LOS PRODUCTOS gozan de un reconocido pres-
tigio en el sector al que se dirigen, que las marcas de EL PRODUCTOR y/o las entidades de su grupo, constituyen 
en sí un fuerte reclamo frente a la clientela, y que EL PRODUCTOR realiza una intensa labor de promoción e in-
formación sobre LOS PRODUCTOS, en los términos permitidos legalmente, que beneficia a la venta final de LOS 
PRODUCTOS y, con ello, a ambas Partes del contrato.

1.4. Las Partes acuerdan expresamente que la manipulación, almacenamiento, transporte, distribución y 
utilización de LOS PRODUCTOS requieren por parte de EL DISTRIBUIDOR de una serie de recursos de los que 
EL DISTRIBUIDOR, según declara y garantiza, dispone.

1.5. EL DISTRIBUIDOR es el responsable del transporte de LOS PRODUCTOS desde el almacén de 
EL PRODUCTOR hasta el de EL DISTRIBUIDOR, bajo el INCOTERM 2000 Ex Works (EXW), pasándose el 
riesgo sobre el PRODUCTO de EL PRODUCTOR a EL DISTRIBUIDOR cuando el PRODUCTO se cargue en 
el almacén de EL PRODUCTOR.

1.6.1. EL PRODUCTOR no podrá nombrar a un agente, distribuidor o a contratar un delegado para promo-
cionar, si bien, sí podrá comercializar directamente, o través de empresas que formen parte de su grupo empresarial, 
LOS PRODUCTOS en EL TERRITORIO.

1.6.2. EL DISTRIBUIDOR no podrá distribuir ni vender ningún producto alimenticio así como ningún otro 
de LOS PRODUCTOS recogidos en el Anexo I que no le sean facilitados por EL PRODUCTOR.

Segunda.- obligacioneS del diStRibuidoR

Además del resto de obligaciones que puedan derivar de lo previsto en el presente contrato, EL DISTRIBUIDOR 
asume las siguientes obligaciones:

2.1. EL DISTRIBUIDOR se compromete a vender y distribuir LOS PRODUCTOS entre los clientes en 
EL TERRITORIO y a comprar LOS PRODUCTOS exclusivamente de EL PRODUCTOR. El incumplimiento de 
esta obligación será causa de resolución automática del contrato por parte de EL PRODUCTOR, sin que de ello se 
derive derecho a indemnización alguna a favor de EL DISTRIBUIDOR.

2.2. EL DISTRIBUIDOR deberá ofertar en todo momento la gama completa de LOS PRODUCTOS, así 
como mantener un stock suficiente para poder atender cualquier pedido que se curse en relación con ellos en EL 
TERRITORIO sin demora alguna. Para proveer adecuadamente a los clientes, se considerará como “stock suficien-
te” un stock de, al menos, la media del número de LOS PRODUCTOS que EL DISTRUIBUIDOR compre a EL 
PRODUCTOR en dos (2) meses.

2.3. EL DISTRIBUIDOR garantiza una adecuada rotación de LOS PRODUCTOS y seguirá el método 
FIFO en el suministro de LOS PRODUCTOS a los clientes y en toda la cadena de distribución.

2.4. EL DISTRIBUIDOR tendrá un sistema de distribución propio adecuado para atender de forma ópti-
ma las ventas y servicio postventa a clientes en todo EL TERRITORIO, sin que el mismo se integre en ninguna red 
comercial de EL PRODUCTOR.

2.5. EL DISTRIBUIDOR contará con un lugar de negocio e instalaciones que resulten razonablemente satis-
factorios para EL PRODUCTOR para el adecuado almacenamiento y conservación de LOS PRODUCTOS y permitirá 
a EL PRODUCTOR inspeccionarlos para, entre otras cosas, recoger muestras de LOS PRODUCTOS, realizar recuen-
tos de inventario, verificar los registros de envíos de LOS PRODUCTOS y verificar todos los demás archivos y datos de 
soporte de los informes remitidos por EL PRODUCTOR, en cualquier momento durante el horario comercial habitual 
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siempre que se preavise con una antelación mínima de 24 horas.

2.6. EL DISTRIBUIDOR contará con personal experimentado en técnicas de venta para la venta y distri-
bución de LOS PRODUCTOS y se asegurará de que el referido personal de ventas promueva LOS PRODUCTOS 
de forma diligente y de acuerdo con la normativa aplicable y que deberán visitar con una periodicidad mínima sema-
nal a los clientes. EL DISTRIBUIDOR será el único responsable por los salarios o remuneraciones de su personal o 
agentes de ventas, así como de cualquier equipo y vehículo de los mismos y de cualesquiera otros gastos en los que 
puedan incurrir en relación con la venta y distribución de LOS PRODUCTOS.

2.7. EL DISTRIBUIDOR se abstendrá de realizar actividades de venta activa de LOS PRODUCTOS 
fuera de EL TERRITORIO y de vender o distribuir LOS PRODUCTOS de modo directo o indirecto a (i) cual-
quier individuo o entidad que no cumpla con las leyes y reglamentos relativas al almacenamiento y dispensación de 
LOS PRODUCTOS que estén en vigor en España en el momento en que se realice dicha venta o distribución; o 
a (ii) cualquier individuo o entidad que haga un uso inadecuado de LOS PRODUCTOS. EL DISTRIBUIDOR se 
compromete a interrumpir inmediatamente las ventas a dicho individuo o entidad cuando EL PRODUCTOR o EL 
DISTRIBUIDOR hayan identificado que está incurso en una o ambas circunstancias.

2.8. El DISTRIBUIDOR se compromete a evitar que LOS PRODUCTOS distribuidos por él sean a su 
vez exportados fuera del TERRITORIO, comunicando de inmediato a EL PRODUCTOR cualquier información 
que pudiera tener al respecto.

2.9. EL DISTRIBUIDOR realizará la actividad publicitaria o promocional de LOS PRODUCTOS en los 
términos normativamente previstos, de acuerdo con los planes que EL PRODUCTOR le notifique.

2.10. EL DISTRIBUIDOR informará por escrito inmediatamente a EL PRODUCTOR de cualquier efecto 
adverso o incidencia relacionada con LOS PRODUCTOS del que haya tenido conocimiento o en caso de que de-
tecte productos falsos o sin timbrar.

2.11. EL DISTRIBUIDOR informará inmediatamente a EL PRODUCTOR por escrito, si se prevé, o se 
procede a la retirada o recogida de cualesquiera de LOS PRODUCTOS, independientemente del motivo. Dicha co-
municación deberá ser con carácter previo a su notificación a las autoridades, o a cualquier acción y/o comunicación 
unilateral. EL DISTRIBUIDOR, sin perjuicio de sus obligaciones derivadas de cualquier disposición administrativa, 
cumplirá con todas las instrucciones de EL PRODUCTOR en relación con dicha retirada o recogida e igualmente 
cooperará en todo momento con EL PRODUCTOR. EL DISTRIBUIDOR conservará en todo momento un registro 
completo y adecuado de LOS PRODUCTOS, de la identificación de los lotes, fecha de adquisición, fecha de envío 
e identificación del cliente, por si se produce una retirada o recogida de LOS PRODUCTOS.

2.12. EL DISTRIBUIDOR mantendrá una facturación correcta y detallada de todos los pagos a realizar con 
ocasión de la relación comercial con EL PRODUCTOR. EL PRODUCTOR podrá en cualquier momento solicitar 
a EL DISTRIBUIDOR la entrega del listado de facturación mensual de EL DISTRIBUIDOR, en el que se recoja la 
fecha, número de factura, importe, producto y cliente. Esta información podrá ser requerida por EL PRODUCTOR 
en formato electrónico. EL DISTRIBUIDOR no podrá negarse injustificadamente a la entrega de dicha información. 
Asimismo podrá solicitar informes sobre la situación del stock de LOS PRODUCTOS y/o de las actividades de pro-
moción realizadas.

2.13. EL DISTRIBUIDOR entregará a EL PRODUCTOR con al menos una periodicidad mensual, un in-
forme detallado de todas aquellas actuaciones de gestión para la venta de LOS PRODUCTOS en que haya interve-
nido. EL PRODUCTOR podrá solicitar cada trimestre de EL DISTRIBUIDOR, una relación de los PRODUCTOS 
que este último tenga en stock.
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2.14. EL DISTRIBUIDOR informará a EL PRODUCTOR sobre la venta de nuevos productos competido-
res y cualesquiera otras circunstancias que afecten al negocio.

2.15. EL DISTRIBUIDOR notificará a EL PRODUCTOR, recabando su consentimiento previo y expreso, 
la entrada de nuevos accionistas, socios, o propietarios de cualquier tipo, de EL DISTRIBUIDOR, así como la ocu-
pación de cualquier cargo público por parte de cualquiera de sus empleados o personas vinculadas a la entidad.

2.16. EL DISTRIBUIDOR no podrá ceder ni transmitir por ningún motivo ni concepto, los derechos y 
obligaciones derivados de la relación contractual con EL PRODUCTOR. Tampoco podrá subcontratar, total o par-
cialmente, las actividades objeto de dicha relación, a no ser que obtenga el consentimiento previo y escrito de EL 
PRODUCTOR. El incumplimiento de esta obligación será causa de resolución automática del contrato sin que de 
ello se derive derecho a indemnización alguna.

2.17. EL DISTRIBUIDOR no es representante de EL PRODUCTOR, por lo que no podrá actuar en nom-
bre y por cuenta de éste, salvo en el supuesto de ser previamente autorizado al efecto por escrito.

2.18. EL DISTRIBUIDOR, habida cuenta de su condición de empresario independiente, correrá con el 
riesgo y buen fin de todas las operaciones que concierte con sus clientes, créditos que conceda, impagados que 
surjan, así como con todas aquellas responsabilidades que, en relación con trabajadores y con terceras personas, pú-
blicas o privadas, se deriven del tráfico comercial, no correspondiendo a EL PRODUCTOR responsabilidad alguna 
sobre las mismas.

2.19. El nombramiento por EL DISTRIBUIDOR de algún subdistribuidor en el TERRITORIO estará con-
dicionado a la previa autorización escrita de EL PRODUCTOR. En todo caso, EL DISTRIBUIDOR será el úni-
co responsable de los acuerdos que eventualmente suscriba con terceros subdistribuidores, quedando eximido EL 
PRODUCTOR de las responsabilidades que le pudieran ser exigidas en relación con los mismos.

2.20. EL DISTRIBUIDOR deberá informar a EL PRODUCTOR puntualmente de todas aquellas disposi-
ciones legales, cualquiera que sea su rango normativo, que tengan aplicación en EL TERRITORIO y puedan afectar 
de forma directa o indirecta la actividad de las partes, al presente contrato, así como a los requerimiento que deban 
cumplir LOS PRODUCTOS y, en especial, las relativas a publicidad, etiquetado, empaquetamiento, seguridad, 
especificaciones técnicas, composición de LOS PRODUCTOS y reglas de importación, siempre que el incumpli-
miento de las citadas normas pueda generar un perjuicio grave para EL PRODUCTOR.

2.21. EL DISTRIBUIDOR permitirá el acceso de EL PRODUCTOR a la información relacionada con 
su actividad con el fin de que esta última verifique que cumple con los puntos anteriores. En caso de que EL 
PRODUCTOR acceda a dicha información, esta última adoptará las medidas necesarias para garantizar la máxima 
confidencialidad de la información examinada.

En caso de que lo solicite, EL DISTRIBUIDOR enviará un certificado declarando que se cumplen cuantas obli-
gaciones están previstas en el presente contrato.

teRceRa.- obligacioneS de el pRoductoR

EL PRODUCTOR deberá facilitar, con antelación suficiente, catálogos y demás documentación e información 
relativa a LOS PRODUCTOS necesaria para la prestación de las actividades objeto de este contrato, incluyendo las 
listas de precios y condiciones de venta de los mismos.

EL PRODUCTOR cumplirá con la normativa aplicable en lo relativo al empaquetado y etiquetado de LOS 
PRODUCTOS.
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cuaRta.- RetRibución del diStRibuidoR

4.1. EL DISTRIBUIDOR tendrá libertad para fijar el precio final de venta final de LOS PRODUCTOS a 
los clientes, aunque tomará la referencia del precio recomendado de EL PRODUCTOR. La retribución del DISTRI-
BUIDOR consistirá en la diferencia entre el precio de adquisición de LOS PRODUCTOS por EL DISTRIBUIDOR, 
establecidos en el Anexo III y el precio de venta de LOS PRODUCTOS a los clientes.

4.2. EL PRODUCTOR tendrá derecho a retener, deducir y/o compensar todos los importes debidos a EL 
PRODUCTOR por EL DISTRIBUIDOR en virtud de este contrato.

quinta.- diStRibución y entRega de loS pRoductoS

5.1. EL DISTRIBUIDOR realizará la entrega de LOS PRODUCTOS en el domicilio de los clientes com-
prendidos dentro de EL TERRITORIO. EL PRODUCTOR no asumirá ningún coste relacionado con dicha entrega.

5.2. EL DISTRIBUIDOR asume, desde la recepción de LOS PRODUCTOS en el almacén de EL PRO-
DUCTOR, plena responsabilidad sobre los mismos, de conformidad con lo indicado en el punto 1.5. EL DISTRI-
BUIDOR se obliga a cumplir estrictamente con las normas de calidad, seguridad, almacenamiento, manipulación y 
transporte que EL PRODUCTOR pudiera exigirle razonablemente en cualquier momento.

5.3. EL DISTRIBUIDOR llevará a cabo los servicios de distribución cumpliendo estrictamente con las au-
torizaciones para la comercialización de LOS PRODUCTOS y en todos los casos, no realizará ninguna modificación 
o alteración en LOS PRODUCTOS, o que requieran su envío o la aprobación de las autoridades reguladoras, sin el 
consentimiento previo de EL PRODUCTOR.

5.4. EL DISTRIBUIDOR facilitará a los clientes únicamente LOS PRODUCTOS que resulten aptos 
para su comercialización.

Sexta.- plan de anual de ventaS

6.1. EL DISTRIBUIDOR a la firma del contrato, entregará a EL PRODUCTOR un Plan Anual de Ventas 
en el que se detallen las previsiones de las ventas de LOS PRODUCTOS en EL TERRITORIO (se adjunta a el 
presente contrato como Anexo IV). El Plan Anual de Ventas contendrá, como mínimo, la siguiente información: (i) 
previsión del volumen de ventas del año; (ii) identificación de clientes actuales, pasados y potenciales, (iii) previsión 
de ventas por clientes y por productos, (iv) objetivos de incremento de las ventas, (v) análisis de la competencia en 
EL TERRITORIO.

6.2. EL DISTRIBUIDOR se compromete a alcanzar un volumen de ventas anual que justifique económi-
camente su actuación como distribuidor de LOS PRODUCTOS en EL TERRITORIO. El mínimo de ventas anual 
será el indicado en el Anexo V y podrá ser actualizado regularmente por EL PRODUCTOR teniendo en cuenta las 
circunstancias del mercado. Si no se alcanzara el referido volumen de ventas anual, EL PRODUCTOR podrá acor-
dar la terminación anticipada del presente contrato.

Séptima.- cumplimiento con la noRmativa aplicable

7.1. EL DISTRIBUIDOR en su calidad de distribuidor independiente, cumplirá con toda la legislación 
relativa a LOS PRODUCTOS en EL TERRITORIO y llevará a cabo sus actividades conforme a los más elevados 
estándares éticos y a las mejores prácticas del sector. EL DISTRIBUIDOR deberá obtener a su coste, todas las auto-
rizaciones necesarias y habituales de acuerdo con la prácticas del sector, para llevar a cabo la distribución y cumplir 
con sus obligaciones derivadas de este contrato, que deberá mantener en vigor y plenamente vigentes.
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En caso de que EL DISTRIBUIDOR no cumpla con lo dispuesto por la legislación y  normativa aplicable, EL 
PRODUCTOR tiene derecho a resolver este contrato sin previo aviso y sin que EL DISTRIBUIDOR tenga derecho 
a indemnización alguna.

7.2. EL DISTRIBUIDOR, en sus actividades de venta, cumplirá en todo momento con la normativa apli-
cable, y con la normativa sobre política interna que EL PRODUCTOR le pudiera facilitar.

7.3. EL DISTRIBUIDOR mantendrá una documentación ordenada de LOS PRODUCTOS que con-
tendrá, como mínimo, la siguiente información: nombre comercial del producto, modelo, número de lote, fecha 
de adquisición, fecha de venta e identificación del cliente. EL DISTRIBUIDOR deberá mantener archivada esta 
información durante, al menos, siete (7) años y se compromete a entregársela a EL PRODUCTOR cuando ésta así 
lo requiera.

7.3. EL DISTRIBUIDOR mantendrá indemne y exonerará a EL PRODUCTOR de cualquier sanción, re-
clamación, daño, indemnización o contingencia en general que EL PRODUCTOR deba asumir como consecuencia, 
directa o indirecta, del incumplimiento por parte de EL DISTRIBUIDOR de la normativa vigente y/o de lo dispuesto 
en el presente contrato, o como consecuencia de una actuación incorrecta, ya sea por dolo, culpa o negligencia de EL 
DISTRIBUIDOR en la ejecución de las obligaciones previstas en el presente contrato.

octava.- duRación del contRato y efectoS de la teRminación

8.1. El presente contrato entrará en vigor el día de su firma y tendrá una duración de seis (6) años. Finali-
zada la citada duración inicial, el mismo quedará automáticamente prorrogado por sucesivos períodos de un (1) año, 
salvo que cualquiera de las Partes notifique a la otra su voluntad de darlo por extinguido, por escrito, de manera feha-
ciente y con una antelación de al menos un (1) mes a la fecha de la extinción del contrato o de la prórroga en vigor. 
En ningún caso las sucesivas prórrogas del contrato darán lugar a que éste se convierta en un contrato de duración 
indefinida.

El cumplimiento del plazo de vigencia del presente contrato provocará la extinción automática del mismo, sin 
perjuicio de que serán ejercitables y exigibles por las Partes los derechos y obligaciones nacidos con anterioridad a la 
extinción.

No obstante lo previsto en la presente estipulación, las estipulaciones que expresamente establezcan un plazo 
de duración superior (como la de confidencialidad y protección de datos) se mantendrán en vigor por los períodos 
expresamente previstos en las mismas.

8.2. A la extinción del presente contrato, o en su caso, de cualquiera de sus prórrogas, EL DISTRIBUI-
DOR declina toda indemnización por causa de fondo de comercio, pérdida de clientela, lucro cesante, daños y per-
juicios o cualesquiera otras que pudiera corresponderle, y deberá cesar inmediatamente de desarrollar las actividades 
objeto del mismo.

8.3. En caso de terminación o resolución del presente contrato, EL PRODUCTOR podrá optar por ad-
quirir por el precio abonado por EL DISTRIBUIDOR todos o parte de LOS PRODUCTOS no vendidos que este 
último haya comprado dentro de los tres meses anteriores a la fecha en que se anuncie la resolución o terminación 
del contrato y hasta su total expiración o por  autorizar por escrito a EL DISTRIBUIDOR a continuar la distribución 
de los PRODUCTOS que tenga en stock por período máximo de [3] meses desde la terminación del contrato.

8.4. En caso de terminación o resolución del presente contrato, EL PRODUCTOR podrá interrumpir el 
suministro de LOS PRODUCTOS al DISTRIBUIDOR.
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8.5. En caso de terminación o resolución del presente contrato, EL DISTRIBUIDOR cesará de inmediato 
de presentarse como distribuidor o como autorizado para la venta de LOS PRODUCTOS, eliminará cualquier iden-
tificación que sugiera que EL DISTRIBUIDOR está autorizado para vender LOS PRODUCTOS y cesará de usar 
derechos de propiedad intelectual e industrial de EL PRODUCTOR. Asimismo, EL DISTRIBUIDOR se abstendrá 
de usar cualesquiera marcas o signos similares a los que usa o son propiedad de EL PRODUCTOR. De igual forma, 
EL DISTRIBUIDOR deberá hacer entrega a EL PRODUCTOR de toda la documentación que, como consecuen-
cia de la realización de las actividades objeto del presente contrato, obre en su poder, en un plazo máximo de diez (10) 
días a partir de la terminación, sin que EL DISTRIBUIDOR tenga derecho a retener copia alguna de la mencionada 
documentación

8.6. EL DISTRIBUIDOR no podrá, durante un período de doce (12) meses contados a partir de la ter-
minación del presente contrato, vender, representar, distribuir, o promover de cualquier forma directa o indirecta, 
productos competidores de LOS PRODUCTOS, entendiéndose que EL DISTRIBUIDOR se da ya por remunerado 
por la existencia y aceptación de esta obligación de no competencia por medio del margen comercial que obtenga 
por la reventa de LOS PRODUCTOS, por lo que EL DISTRIBUIDOR no tendrá derecho a reclamar remuneración 
adicional alguna a EL PRODUCTOR por esta obligación de no competencia, en el caso de terminación normal o 
anormal del contrato.

8.7. Cualquiera de las Partes de este contrato puede resolverlo en caso de incumplimiento por la otra Parte 
de las obligaciones derivadas de este contrato mediante notificación escrita a la Parte incumplidora. En particular, y 
sin carácter limitativo, el presente contrato puede ser resuelto por EL PRODUCTOR si EL DISTRIBUIDOR no 
alcanza el volumen de ventas anual pactado.

novena.- confidencialidad

9.1. EL DISTRIBUIDOR se obliga expresamente a guardar una absoluta y estricta confidencialidad sobre toda 
la información y documentación que le facilite EL PRODUCTOR, en virtud del presente contrato, así como toda 
aquella información que obtenga, directa o indirectamente, relacionada con la actividad de EL PRODUCTOR o 
de cualquiera de las empresas pertenecientes a su grupo, absteniéndose de divulgarla a terceros, así como de pro-
porcionarla o utilizarla para cualquier otro fin distinto de la ejecución del presente contrato, respondiendo ante EL 
PRODUCTOR de todos aquellos daños y perjuicios que pudiere causar por el incumplimiento del deber de confi-
dencialidad y que perjudique los intereses de EL PRODUCTOR.

9.2  EL DISTRIBUIDOR se obliga a proteger la confidencialidad de la Información Confidencial em-
pleando el mismo grado de precaución y cuidado que EL DISTRIBUIDOR emplea en la protección de su propia 
información confidencial, utilizando todos los medios razonables posibles, y a conservar y no eliminar ningún sello o 
marca que aparezca en dicha Información Confidencial.

9.3.  EL DISTRIBUIDOR se obliga a notificar inmediatamente a EL PRODUCTOR si fuera requerido 
para facilitar Información Confidencial a cualquier tercero en relación con procedimientos administrativos o judicia-
les.

9.4. A estos efectos se considera “Información Confidencial” cualquier información, fuese cual fuere su 
naturaleza (bien técnica, financiera, operacional, o de otro tipo), facilitada por EL PRODUCTOR a  EL DISTRI-
BUIDOR como consecuencia del presente contrato. Así, y a título meramente enunciativo y no limitativo, toda 
información, documentación y secretos relativos a:

•	El	contenido	del	presente	contrato.

•	Cualquier	información	fuere	de	la	naturaleza	que	fuere,	revelada	o	que	pudiera	ser	revelada	por	EL	PRODUC-
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TOR, sus empleados, agentes, abogados, o cualquier otra persona que actúe en su nombre y representación;

•	Aquellas	estrategias	empresariales	y	de	marketing,	planes	y	desarrollos	de	negocios,	informes	de	ventas	y	resul-
tados de investigaciones;

•	Los	métodos	y	procesos	de	negocios,	manuales	y	procedimientos	operativos,	informaciones	técnicas	y	know-
how referidos a las actividades de EL PRODUCTOR que no son de dominio público, incluyendo invenciones, 
diseños, programas, técnicas, sistemas de bases de datos, fórmulas e ideas;

•	Cuantos	contactos	de	negocios,	listados	de	clientes	y	proveedores,	así	como	detalles	de	los	contratos	con	los	
mismos y condiciones laborales de los empleados, incluyendo sus capacidades particulares y áreas de experiencia;

•	El	volumen	de	stocks,	ventas,	volumen	de	gasto	y	políticas	de	precios;

•	Los	presupuestos,	cuentas	de	gestión,	informes	comerciales	y	otros	informes	financieros;

•	Aquellos	documentos	señalados	expresamente	como	“confidenciales”,	informaciones	que	no	son	de	dominio	
público y cuya revelación pondría a la empresa en cuestión en una situación de desventaja competitiva o legal;

•	Toda	la	información	que	pudiera	llegar	a	conocimiento	de	EL	DISTRIBUIDOR	como	resultado	de	alguna	visita	
de los centros, oficinas o establecimientos de EL PRODUCTOR (incluyendo la forma, materiales y diseño de cual-
quier instalación y equipo que pueda verse en dichos establecimientos así como en toda la instalación, sus métodos 
de operación y sus diferentes aplicaciones).

No se considera Información Confidencial, aquélla que sea de dominio público (siempre que EL DISTRIBUI-
DOR no incumpla con este contrato), fuera conocida por EL DISTRIBUIDOR antes de que se la desvelara EL 
PRODUCTOR o la que debiera desvelarse de acuerdo con la ley.

9.5.  EL DISTRIBUIDOR (a) designará por escrito a una o varias personas de su empresa como el/los 
únicos puntos de contacto para la recepción de la Información Confidencial de EL PRODUCTOR, (b) identificará 
por escrito a todas las personas que tendrán acceso a la Información Confidencial y (c) se compromete a comunicar 
el contenido de la presente cláusula a las personas de contacto y al cumplimiento de todas y cada una de las disposi-
ciones de este contrato por parte de dichas personas, de la misma manera que se compromete por sí misma.

9.6.  EL DISTRIBUIDOR será responsable de cualquier violación de la confidencialidad o cualquier uso inde-
bido de la Información Confidencial llevado a cabo por cualquier parte o persona relacionada con EL DISTRIBUI-
DOR o cualquier otra parte o persona a la que EL DISTRIBUIDOR revele la Información Confidencial, incluyendo 
empleados, consultores, asesores, etc., a los que deberá comunicar el contenido de la presente cláusula.

9.7. Esta obligación seguirá vigente después de la extinción del contrato mientras la información sea con-
fidencial y por un período mínimo de cinco (5) años desde la terminación del presente contrato.

décima.-  pRopiedad induStRial e intelectual

10.1. EL DISTRIBUIDOR sólo podrá usar los derechos de propiedad industrial e intelectual de EL PRO-
DUCTOR a los exclusivos efectos de la distribución de LOS PRODUCTOS en EL TERRITORIO, siempre previa 
aprobación por escrito de EL PRODUCTOR, debiendo informar sobre la titularidad de EL PRODUCTOR sobre 
los mismos.

10.2. EL DISTRIBUIDOR evitará cualquier acto que pueda crear confusión en los clientes o consumidores 
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finales respecto al origen de LOS PRODUCTOS y la titularidad de EL PRODUCTOR sobre los derechos de pro-
piedad industrial e intelectual y particularmente, solicitar el registro de los mismos.

10.3. En caso de que EL DISTRIBUIDOR tenga conocimiento de acciones que puedan vulnerar tales 
derechos de propiedad industrial e intelectual de EL PRODUCTOR, lo pondrá inmediatamente en conocimiento 
de EL PRODUCTOR, sin que EL DISTRIBUIDOR esté autorizado para realizar ninguna otra actuación de forma 
unilateral.

10.4. EL DISTRIBUIDOR no podrá reclamar ni reivindicar ningún derecho de titularidad o de uso, sobre 
los derechos de propiedad industrial e intelectual, ni durante la vigencia del presente contrato, ni con posterioridad a 
la misma. En caso de que EL DISTRIBUIDOR pudiera adquirir cualquier derecho sobre los derechos de propiedad 
industrial e intelectual de EL PRODUCTOR en virtud del presente contrato, los cede en este acto a EL PRODUC-
TOR y prestará su plena colaboración a fin de que EL PRODUCTOR pueda disfrutar de la titularidad y el pacífico 
uso de los derechos.

undécima.- datoS de caRácteR peRSonal

11.1. Los ficheros de EL PRODUCTOR a los que EL DISTRIBUIDOR pueda tener acceso para el cum-
plimiento de la distribución objeto del presente contrato, pueden contener datos de carácter personal.

11.2. Según lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal (en adelante LOPD), EL DISTRIBUIDOR se obliga a utilizar los datos a los que 
tenga acceso única y exclusivamente para los fines del presente contrato y procederá a su tratamiento de acuerdo con 
las instrucciones señaladas por EL PRODUCTOR. En ningún caso, el acceso a esos datos constituirá una cesión 
o comunicación de datos, sino que se trata únicamente de una simple entrega de los mismos a los efectos de dar 
cumplimiento al presente contrato.

11.3. EL DISTRIBUIDOR reconoce expresamente que los datos contenidos en la información que se le 
proporcione son de exclusiva propiedad de EL PRODUCTOR, y que no podrá aplicarlos o utilizarlos con fines 
distintos a los previstos en el presente contrato, ni cederlos, bajo ningún concepto, a otras personas o entidades, ni 
siquiera para su conservación.

11.4. EL DISTRIBUIDOR devolverá a EL PRODUCTOR a la finalización de la prestación contractual, 
cuantos soportes o documentos haya recibido de EL PRODUCTOR, en particular y sin carácter limitativo, aquellos 
que contengan datos de carácter personal. Únicamente en el caso de contar con la autorización de EL PRODUC-
TOR, EL DISTRIBUIDOR deberá proceder al borrado o destrucción de los datos.

11.5. De acuerdo con la normativa aplicable, EL DISTRIBUIDOR, como encargado del tratamiento de los 
datos de carácter personal, se compromete a adoptar las medidas técnicas y organizativas necesarias que garanticen 
la seguridad de dichos datos y evitar su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado a terceras personas 
ajenas a este contrato. A estos efectos, se compromete a cumplir, de acuerdo con lo establecido en la normativa de 
protección de datos, las medidas de seguridad de nivel medio.

11.6. Conforme a lo establecido en la normativa aplicable, EL DISTRIBUIDOR se obliga a guardar secreto 
profesional y la máxima confidencialidad respecto de todos los datos de carácter personal que conozca y a los que 
tenga acceso durante la realización del presente contrato, pudiendo la Dirección de EL PRODUCTOR ejercer las 
acciones legales pertinentes si así no procediese.

11.7. Las anteriores obligaciones se extienden a toda persona que pudiera intervenir en cualquier fase del 
tratamiento por cuenta de EL DISTRIBUIDOR y subsistirán después de terminados los tratamientos efectuados en 
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el marco del presente contrato e incluso después de la terminación de este último.

11.8. De acuerdo con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, EL PRODUCTOR informa a EL DISTRIBUIDOR de que los datos personales que proporcione a EL 
PRODUCTOR, propios y de empleados, dentro de la ejecución del acuerdo con EL PRODUCTOR, serán incorpo-
rados en un fichero de su propiedad, que ha sido registrado en la Agencia Española de Protección de Datos, con la 
finalidad de mantenimiento de la relación contractual.

11.9.  Podrán ejercitar sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, dirigiéndose por escri-
to	a	EL	PRODUCTOR	a	la	dirección	[•].

11.10. En caso de que EL DISTRIBUIDOR comunique datos de carácter personal a EL PRODUCTOR se 
compromete a comunicar a los titulares de dichos datos, antes de facilitárselos a EL PRODUCTOR, lo establecido 
en este apartado, informándoles de todos los aspectos recogidos en el mismo (de la existencia del fichero, las finalida-
des del tratamiento, las cesiones y la posibilidad de ejercicio de derechos frente a EL PRODUCTOR en la dirección 
arriba indicada, etc.).

décimoSegunda.- miScelánea

12.1 El presente Contrato constituye una relación exclusivamente mercantil, por lo que en ningún caso del 
mismo podrá deducirse una relación jurídica de carácter laboral entre las Partes y cualquier persona dependiente de 
la otra Parte, y a la inversa. Las Partes se reconocen como entidades plenamente independientes entre sí, actuando 
con total independencia en el desarrollo de su actividad, por lo que en ningún momento podrá interpretarse que 
ninguna de ellas actúa como representante, agente, mandatario o factor de la otra, ni ninguna de las actividades de-
sarrolladas en ejecución del mismo podrán ser interpretadas como una asociación entre las Partes, cualquiera que sea su 
tipo y, en particular, como una relación laboral, de agencia, franquicia, asociación, o joint venture. EL DISTRIBUIDOR 
no podrá obligarse, ni renunciar a ningún derecho, por cuenta de EL PRODUCTOR.

Cada Parte se obliga a cumplir las obligaciones laborales, preventivas y de seguridad social que le incumben res-
pecto de su personal, pudiendo solicitar la otra Parte la acreditación del cumplimiento de dichas obligaciones, y sin 
que en ningún caso le afecte responsabilidad alguna por tal concepto.

Las Partes realizarán las prestaciones objeto de este contrato con sus propios medios técnicos y humanos y bajo 
su propia estructura organizativa.

Cada una de las Partes será responsable de sufragar el coste de los servicios de los que son responsables y asu-
mirá todas las responsabilidades que frente a la otra Parte o terceros pueda derivarse del incumplimiento de dichas 
obligaciones y/o del incumplimiento de las obligaciones legales y contractuales que incumben a cada Parte, con total 
exoneración para la otra Parte. Todos los impuestos y derechos derivados de la celebración, ejecución y cumplimiento 
del presente contrato, serán a cargo de la Parte que corresponda según la legislación aplicable.

12.2 Las obligaciones establecidas en el presente contrato vinculan a las Partes y a sus respectivos sucesores 
legales en las respectivas actividades, incluyendo cualquier persona jurídica resultante de una fusión, adquisición o 
cualquier otra reestructuración que pudiera sufrir cualquiera de las firmantes.

12.3 Cualquier modificación o adhesión al presente contrato deberá recogerse por escrito entre las Partes a 
los efectos de su validez y deberá hacer expresa referencia al presente contrato y los aspectos del mismo que modifica.

12.4 El presente contrato anula y deja sin efecto todo acuerdo anterior entre las partes que tuviera el mismo 
objeto.
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12.5 Si alguna cláusula del presente contrato fuera o deviniera nula, no afectará a la validez de las restantes. 
Las Partes sustituirán de común acuerdo la cláusula nula o anulable por otra u otras cláusulas adicionales que, según 
el sentido general del presente contrato, suplan más adecuadamente a la(s) original(es). 

12.6 Ningún incumplimiento o retraso en el ejercicio de alguno de los derechos aquí establecidos supondrá 
una renuncia al mismo. Ninguna ejecución parcial o singular de cualquiera de estos derechos supondrá o precluirá 
el ejercicio de otros derechos aquí contenidos. Ninguna renuncia al cumplimiento de las cláusulas del presente con-
trato será efectiva y afectará a las Partes a no ser que sea reflejada por escrito y firmada por la Parte que realice dicha 
renuncia y, a no ser que se establezca de otra forma, se limitará al cumplimiento al que se haya renunciado.

12.7 El presente contrato y sus respectivos anexos, constituyen el acuerdo total entre las Partes de forma 
que la totalidad de las declaraciones, discusiones previas, condiciones y aseveraciones verbales o escritas, expresa o 
implícitas que no están específicamente incluidas en el presente instrumento jurídico, no surtirán efecto alguno.

12.8 EL DISTRIBUIDOR no podrá ceder, ni total ni parcialmente, los derechos y obligaciones derivados del 
presente contrato, a otra persona física o jurídica, sin el consentimiento expreso y escrito de EL PRODUCTOR. EL 
PRODUCTOR podrá ceder, total o parcialmente, los derechos y obligaciones derivados del presente contrato, a otra 
persona física o jurídica vinculada.

12.9 En caso de reclamaciones contra EL DISTRIBUIDOR relacionadas con el presente contrato, EL PRO-
DUCTOR colaborará con El DISTRIBUIDOR, aportando la información necesaria para su defensa. En caso de que dichas 
reclamaciones puedan afectar a la imagen de EL PRODUCTOR y/o de sus productos, EL DISTRIBUIDOR en su defensa 
atenderá las recomendaciones que EL PRODUCTOR, en su caso, pueda indicarle. 

12.10 Las notificaciones, comunicaciones o requerimientos que se realicen las Partes entre sí se realizarán 
por cualquier medio que permita dejar constancia de la fecha de emisión, fecha de recepción y contenido, a las di-
recciones y personas de contacto que figuran en el encabezado del contrato.

Las comunicaciones realizadas por fax o por correo electrónico se consideran entregadas en el mismo día del en-
vío, y si el envío se realiza por courier en el día en que se intente hacer la entrega la primera vez. 

Las notificaciones, comunicaciones o requerimientos efectuados a las personas y direcciones anteriores surtirán 
plenos efectos en tanto la modificación de dichos datos no sea notificada conforme a lo indicado en esta Estipulación. 

12.11 El presente contrato se rige exclusivamente por la Ley española. 

12.12 Las Partes, con expresa renuncia a su propio fuero, si lo tuvieran, se someten terminantemente a los 
Juzgados y Tribunales de Madrid, para la resolución de cualquier conflicto que pudiera originarse con motivo de la 
interpretación o cumplimiento de lo pactado en el presente contrato

Y en prueba de conformidad con cuanto antecede, las Partes firman el presente contrato por duplicado y a un solo 
efecto, en el lugar y fecha que figuran en el encabezamiento. 

    EL PRODUCTOR      EL DISTRIBUIDOR

Fdo.:	[•]	 	 	 	 	 	 Fdo.:	[•]
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 MENTIRAS PROCESALES (IV)

dr. ricardo yáñez velasco. Profesor de Derecho Procesal. Magistrado.

 

“¿Dijiste media verdad? Dirán que mientes dos veces si dices la otra mitad”

Antonio Machado

El tEstIGo Es IndEmnIzAdo 
por sUs GAstos y pErJUIcIos

La indemnidad del testigo se en-
cuentra en la letra procesal, primero 
en manos del juez y ahora del secre-
tario judicial, gozando de cierto blin-
daje con un sistema no devolutivo de 
impugnación y resultando título de 
ejecución ajeno (en lo que al testigo 
interesado respecta) a los pronun-
ciamientos sobre costas. Ahora bien, 
dejando a un lado las equívocas exi-
gencias de postulación para el testigo 
–tanto en la petición como en la eje-
cución, en absoluto necesarias y, de 
utilizarse, ajenas a una exigencia de 
su pago como costas–, es la ausencia 
de información, intencionada o invo-
luntaria, desde la misma citación del 
testigo hasta su efectiva intervención 

en la Sala de justicia, lo que convierte 
en papel mojado el art. 375 LEC. En 
primer lugar no sólo tiene derecho a 
los gastos que le ocasione acudir a un 
juicio o vista o cualquier otro acto pro-
cesal en el que “declaren”, sino que 
también deben añadirse los perjuicios 
que su comparecencia le haya origi-
nado. En este sentido, no puede limi-
tarse la indemnización a lo que quepa 
acreditar documentalmente, cosa que 
muy probablemente se ciñe a los “gas-
tos” (transportes, dietas, alojamientos, 
emolumentos perdidos), sino también 
al ámbito de los “perjuicios”, siendo 
viables molestias morales y persona-
les que su intervención pueda supo-
ner. Claro está que la probanza de los 
perjuicios es mucho más difícil que la 
de los gastos documentalmente acre-
ditados, pero acreditar una cuantía 

indemnizatoria se basa en “datos y 
circunstancias que se hubiesen apor-
tado”, lo que no equivale de necesi-
dad a una documentación explícita, 
admitiendo incrementos a valorar por 
el competente según situación o con-
texto donde se produce el evento.  

Y si no tiene lugar una declaración 
del testigo asistente, sea por la renun-
cia del proponente, la llegada de las 
partes a un acuerdo extrajudicial o 
judicial, o cualquier causa de suspen-
sión ajena al testigo, no cabe centrar-
se en la terminología del texto legal 
(que “declaren”) para suprimir su de-
recho, al menos sin caer en el absur-
do jurídico causante de una evidente 
injusticia contraria a la indemnidad 
que preside la norma. Nótese que un 
trabajador autónomo puede “acredi-
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tar” un valor-hora de su trabajo pero 
distribuir éste de modo que cuando 
acuda al juzgado lo sea en su tiempo 
libre –lo que no suprime el derecho 
a indemnización pero sí excluiría el 
emolumento laboral–, mientras que 
una persona jubilada puede sufrir un 
mayor perjuicio personal por el mero 
desplazamiento hasta la sede judicial, 
al margen de cualquier demérito eco-
nómico efectivo al no estar empleado. 
Es más, el trayecto en coche y abono 
de un aparcamiento de un testigo que 
acuda desde otra ciudad hasta un ór-
gano judicial podría ser mucho menos 
gravoso que el traslado en autobús de 
alguien con dificultades de movilidad 
que vive a pocos minutos del juzgado. 
Todas las circunstancias deben ser va-
loradas para su indemnización, siem-
pre y cuando se indiquen por el propio 
interesado, acreditándolas en cuanto 
sea posible, no sólo directa sino indi-
rectamente. 

En segundo lugar, para colmar todo 
lo anterior es preciso que el testigo 
sepa de sus derechos al primer minu-
to. No ya para que pueda ir recopilan-
do documentación acreditativa que 
de otro modo podría perder o no con-
seguir, sino para que solicite en forma 
la concreción de sus derechos econó-
micos. De ahí que no sólo la citación 
judicial emitida debe pormenorizar 
sobre el particular, sino que en el acto 
de la declaración ha de subrayarse el 
derecho y abrir las explicaciones que 

resulten necesarias para el interesado. 
En la práctica no suele ser así en lo 
más mínimo.

El procEdImIEnto 
InnomInAdo pArA El EXtrAvío 
dE lEtrAs dE cAmbIo Es lA 
JUrIsdIccIón volUntArIA

El extravío, la sustracción o des-
trucción de la letra de cambio vienen 
regulados en los arts. 84 y ss. de la 
ley 19/85, de 16-VII, cambiaria y del 
cheque, sin que la misma establez-
ca referencia alguna a la jurisdicción 
voluntaria, actualmente en el Libro 
III LEC/1881, ni advirtiendo en ésta 
trámite ninguno referido entre los ta-

sados para los actos de jurisdicción 
voluntaria en negocios de comercio 
(arts. 2.119 y ss. de esa norma). En 
cambio, debe alcanzarse una sen-
tencia declarativa de acuerdo con el 
art. 5.1 LEC, y así con la aplicación 
del art. 248.1 LEC, por mucho que 
la única referencia concreta efectua-
da por la legislación cambiaria abone 
la tesis del trámite del juicio verbal, 
dado que el art. 86 LCCH apunta 
con claridad a los incidentes. En esta 
materia, paradójicamente, el afán de 
contabilizar juicios ordinarios deja 
paso a una jurisdicción voluntaria 
nada atractiva en el reparto de asun-
tos. Igual ocurre en otros casos, tanto 
en sede ejecutiva como, por ejemplo, 
con el internamiento psiquiátrico in-

LEGISLACIÓN
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•	 ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. (normas Bá-
sicas. Marginal: 12615). Arts.; 5.1, 20, 25.2, 21, 29, 34, 35, 
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voluntario, un juicio verbal especial 
no pocas veces sustituido por otro in-
nominado, o incluso como trámite de 
jurisdicción voluntaria.

lA HAbIlItAcIón dE fondos 
pArA El procUrAdor Es 
Un mEcAnIsmo dE cobro 
AntIcIpAdo

Los requisitos o presupuestos para 
que este procedimiento incidental del 
art. 29 LEC sea admisible son, funda-
mentalmente, los siguientes. De prin-
cipio que se reclame por el procurador 
después de iniciado el procedimiento, 
lo que se entiende existente desde el 
mismo momento de la interposición 
de la demanda. En segundo lugar que 
el proceso principal se encuentre en 
un estado que haga previsible la ne-
cesidad del procurador de atender a 
nuevos gastos. Por último, que al ha-
cer la reclamación deben expresarse 
los conceptos a los que corresponden 

los fondos que se solicitan, en relación 
con la necesidad de atender a gastos 
de carácter estrictamente procesal.

En la práctica el tercer requisito o 
presupuesto mencionado no se acos-
tumbra a cumplir, al menos de un 
modo correcto, y siendo subsanable 
tampoco se subsana porque la omi-
sión no siempre se advierte de ofi-
cio. Se trata del detalle por parte del 
procurador actuante de las partidas 
respecto de las cuales se interesa la 
habilitación de fondos. Es obvio que 
la concreción exigible no es la misma 
que en la jura de cuentas, pero ello no 
exonera que se concreten con la clari-
dad que permita el estado del procedi-
miento y el carácter de esas partidas. 
Con todo, la situación más llamativa 
es que los gastos reclamados ya se 
hayan producido, lo que coincide con 
peticiones de “liquidación provisional 
parcial” que incluso de ese modo se 
denominan, esquivando la lógica del 
porvenir propia del segundo presu-

puesto exigible. Es requisito implícito 
en la propia naturaleza de este pro-
cedimiento incidental, que persigue 
la habilitación de fondos, no el pago 
de honorarios o gastos ya producidos. 
Para ellos existe un proceso especial, 
separado, de jura de cuentas, de for-
ma que cuando se acude al procedi-
miento de habilitación de fondos se 
da por sentado que es para conceptos 
distintos a los que podían ser llevados 
a la jura. Y en ello puede convertirse el 
procedimiento de habilitación, como 
jura parcial y anticipada, mecánica in-
correcta, máxime si se pretende que 
no exista necesidad de detallar especí-
ficamente conceptos de las actuacio-
nes por las que se reclama. En razón 
de que cada uno de los procedimien-
tos persigue una finalidad distinta que 
debe ser respetada, se ha de definir 
con claridad el límite entre uno y otro, 
lo que no excluye que de forma simul-
tánea pueda acudirse a ambos proce-
deres, porque existan partidas ya de-
vengadas y otras pendientes.

 Recuérdese que la propia natura-
leza de la resolución de esta cuestión 
no admite recurso, con mayor motivo 
que respecto a los autos de los inci-
dentes de jura de cuentas de los arts. 
34 y 35 LEC, todo ello en lógica con-
secuencia con el carácter de juicio de 
equidad que tiene la resolución que 
pone fin al incidente.

lA concIlIAcIón 
IntrAprocEsAl Es 
mEcAnIsmo dE obtEncIón dE 
tUtElA JUdIcIAl

En ocasiones la conciliación civil 
previa no suele buscarla el solicitante 
como mecanismo de tutela judicial, 
sino para el acuerdo con una parte 
contraria, aunque también con el fin 
torticero de la averiguación domiciliar 
de quienes pueden ser demandados 
–para lo que de hecho existen otros 
mecanismos específicos–, dado que 
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el art. 156 LEC resulta enteramente 
aplicable (AAP Madrid, Secc. 10ª, 
2-10-2007, rec. 407/2007)1.. Con este 
tipo de conciliación, si resulta exitosa, 
no se otorgará nada más que el título 
basado en ese acuerdo, para que pue-
da ejecutarse si luego se incumple. De 
no acudir el llamado, o de asistir y no 
avenirse, el órgano judicial no resol-
verá en Derecho. Por ello, pretender 
que eso es otorgar tutela jurisdiccio-
nal, aunque no de fondo, motivada-
mente ante la pretensión y acceso a la 
justicia, es desconocer el sentido de la 
conciliación expuesta e, incluso, per-
mitir el uso desviado del trámite.

El JUEz A qUo mAntIEnE 
sU compEtEncIA trAs El 
dIctAdo dE UnA sEntEncIA 
dEfInItIvA; El dEsIstImIEnto 
AntEs dEl JUIcIo o lA 
vIstA EXclUyE lAs costAs 
rEspEcto dE los mEdIos dE 
prUEbA. Un EJEmplo

Después de firmar una sentencia 
definitiva el propio juez a quo no ten-
dría que dictar, estimando un recurso 
de reposición contra una providencia 
de trámite posterior a aquélla, auto de 
nulidad de actuaciones que extinga 
todo efecto, incluyendo la existencia 
misma de esa sentencia, inatacable 
para el juez que la dictó (art. 227.2 
LEC). Imagínese una decisión ante-
rior a un determinado proveído de un 
escrito de desistimiento de la parte 
actora, presentado antes que tuvie-
ra lugar el juicio verbal, pero que no 
se resolvió previo al señalamiento, ni 
siquiera en la sentencia. Es más, la 
parte demandante y su letrado, dando 
por supuesta la suspensión de la vis-
ta –en absoluto automática porque se 
pida; aunque el entendimiento prác-
tico suele ser otro– no acudió al acto 
procesal aun cuando no había ningu-
na resolución que lo suspendiera. De 
ahí que en ese momento procedía el 
desistimiento activo tácito, en princi-
pio con costas a favor del demandado. 
De cualquier modo, el auto de nuli-

dad de actuaciones devino firme por-
que nadie lo recurrió, aunque la parte 
demandante debía haber acudido a la 
apelación (art. 227.1 LEC). Resultó 
evidente el fraude procesal.

El despropósito no tiene que afec-
tar, sin embargo, al carácter debido 
de los honorarios de abogado de la 
parte demandada en virtud del desis-
timiento, fuese tácito, fuera expreso. 
En cualquier caso, obedeciendo a la 
retroacción por nulidad procesal, se 
debe colocar a las partes en la situa-
ción procedimental de proveer un es-
crito de desistimiento. En el ejemplo 
utilizado, quien postuló monitorio en 
reclamación de cantidad, contra el 
que se opuso el deudor, vio que por 
cuantía se determinó la conversión 
del procedimiento a juicio verbal con 
inmediata citación de la parte deman-
dada. Fruto de esa citación judicial se 
presentó con anterioridad a la vista, 
aun cuando podría haberlo hecho en 
ésta, dictamen pericial caligráfico para 
acreditar la falsedad de la firma del 

1 Los actos de comunicación judicial ajenos a la jurisdicción voluntaria, propios del acto previo al proceso dentro de las disposiciones relativas a la 
jurisdicción contenciosa, son parte general de la actual LEC, aplicable a la vigencia transitoria de la anterior
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demandado en los documentos base 
de la reclamación dineraria. A conti-
nuación se presentó el aludido desis-
timiento –cuyos defectos de forma, 
en su caso, siempre fueron subsana-
bles–, operó el traslado al demandado 
y se dictó auto de desistimiento con 
imposición de costas procesales, auto 
que no fue apelado pese al gravamen 
relativo a esas costas. Y nuevamente la 
parte actora pretendió subvertir la ley 
procesal, a través del incidente de im-
pugnación de costas, porque en rea-
lidad quiso utilizarlo para discutir la 
imposición de las mismas, no el carác-
ter indebido de la minuta presentada 
por el letrado de la parte demandada 
o los honorarios del perito actuante en 
beneficio de esa litigante.

En su núm. 1º el art. 396 LEC esta-
blece el criterio de imposición al actor 
en aquellos casos en los que el desis-
timiento no deba ser consentido por 
el demandado. En principio, debe su-
ponerse que esta disposición se aplica 
en las hipótesis donde se admite el 
desistimiento como acto unilateral, 
en los supuestos del art. 20.3  LEC 
(o cuando se desiste de un recurso, de 
conformidad con el art. 450.1 LEC). 
En el segundo punto del art. 396 se 
determina que si el desistimiento que 
ponga fin al proceso es consentido 
por el demandado o demandados, no 
se condenará en costas a ninguno de 
los litigantes. Mediando oposición a 
dicha declaración, habrá de estarse a 
lo dispuesto en la parte final del art. 
20 LEC y el juez dictará lo que esti-
me oportuno sobre la continuidad del 
proceso; no sobre las costas, que se 
rigen por el art. 396 LEC si se estima 
el desistimiento, y las reglas generales 
(art. 394 LEC) si se continúa el pro-

ceso hasta sentencia. En el ejemplo 
escogido, nada infrecuente, la parte 
demandante desistió del ejercicio de 
su acción después de que el deman-
dado fuera citado a juicio y prepara-
se prueba fundamental que, además, 
anticipó a la contraparte. Finalmente 
no se opuso la demandada al desisti-
miento, que se acordó, pero rechazó 
este modo de terminación anormal 
sin costas. En estas circunstancias 
no puede luego discutirse con éxito la 
procedencia de la condena en costas 
que, según el art. 396.1 LEC, refie-
re “a todas” y ha de incluir tanto los 
honorarios de letrado como los de pe-
ritos que en particular se dispusieron, 
sin perjuicio de la disconformidad por 
excesivos de sus emolumentos. Se 
trata de afianzar el carácter debido de 
una prueba esencial cuya confección 
no hubiera podido postergarse al día 
del juicio, máxime bajo el riesgo adi-
cional de que entonces, asistiendo la 
parte actora contraria, hubiera resulta-
do más difícil discutir la irrealidad de la 
deuda sostenida contra la demandada.

sI El docUmEnto Está 
En lA cAUsA Es prUEbA 
docUmEntAl

El hecho de que junto con la de-
manda o la contestación se acompa-
ñen documentos no significa que sean 
medios de prueba documental. Pri-
mero tendrán que proponerse como 
tales en el sí de la audiencia previa o, 
en su caso, en la vista del juicio ver-
bal. Lo que quizá no llegue a ser ne-
cesario si en un proceso dispositivo no 
se discute el hecho que el documento 
pretende probar, en el bien entendido 
que al definirse el objeto del debate 

también se enmarca la utilidad del 
medio de prueba. Y cuando el hecho 
es incontrovertido para las partes el 
juez civil habrá de asumirlo por regla 
general2. En esos supuestos el docu-
mento, al igual que el testigo o el pe-
rito inicialmente postulados como úti-
les según criterio litigante, dejarán de 
serlo aun manteniendo la pertinencia. 
Y en otro caso, a continuación, debe-
rán ser admitidos por el juez. Tanto 
la falta de proposición como la inad-
misión no suele acompañarse con la 
extracción física del documento –no 
es un desglose, por lo que retirarlos 
de una causa ya foliada precisaría una 
diligencia explicativa específica3–. De 
esta manera permanecerán en las ac-
tuaciones y al alcance del juzgador, 
quien sin embargo no podrá tomarlos 
en consideración si no han sido admi-
tidos como medios de prueba, incluso 
siquiera propuestos.

Diferente cuestión si se aportan 
documentos después de la demanda 
o la contestación (momento no inicial 
del proceso), infracción de procedi-
miento que impone la devolución al 
presentante según el art. 272 LEC. 
Esto hay que ordenarlo por providen-
cia, que así  esquiva la motivación pre-
ceptiva, y que además es irrecurrible. 
La compatibilidad sistemática con los 
arts. 269 a 271 LEC se encuentra en 
el término “injustificado” de la presen-
tación documental que se intitula en 
aquél, relajando su contenido taxati-
vo. Pero como sea que cabe reiterar 
la cuestión en segunda instancia, la 
cuestión es saber cómo puede iden-
tificarse en el segundo grado de juris-
dicción que un concreto documento 
fue el presentado y devuelto y no otro. 
Pues, al margen de la propuesta do-

2 Cuestión otra que las partes los consideren irrelevantes por reconocerlos o no impugnarlos en ningún sentido, asumiendo su contenido, pero el 
juez advierta su uso para la valoración de otros medios de prueba que sí pretenden acreditar afirmaciones fácticas controvertidas. La vía del art. 
429.1 II LEC es útil para hacérselo saber a las partes, aunque podría discutirse si en este precepto encaja la utilidad indirecta (para valoración de 
otro medio de prueba).

3 Nótese que en ocasiones se utiliza la palabra desglose para extraer actuaciones incorporadas por equivocación al ser de otros autos o juzgado, lo 
que obviamente no deja copia del original extraído. A su vez, no es posible “desglosar” documentación no original, pues de copias se entregarán 
copias al interesado. Y no faltan sellos del secretario judicial que indican el “sin valor” de determinados folios.
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cumental en segunda instancia (por 
ejemplo art. 464.1 LEC), puede ser 
relevante la acreditación de qué do-
cumento fue el presentado sin éxito, 
incluso a fin de valorar nulidad pro-
cesal de actuaciones con retroacción 
de trámites. Otra opción es que el fe-
datario público selle todos y cada uno 
de los documentos como presentados 
sin éxito en determinada fecha y lugar.

En cualquiera de los supuestos 
donde el documento que no es prueba 
permanece en los autos, es inadmisi-
ble su uso directo o indirecto por parte 
del tribunal. Claro que únicamente si 
el juez introduce en la motivación la 
valoración de ese documento se adver-
tirá la irregularidad, no así si el mismo 
coadyuvó a formar la convicción judi-
cial de quien luego alude a la prueba 
realmente practicada para motivar, 
máxime si utiliza las genéricas –e in-
correctas– fórmulas de valoración con-
junta sin suficiente singularización.

El juez debe impedir que las par-
tes, en sus conclusiones, aborden la 
valoración de aquellos documentos 
que no se incorporaron al acervo pro-
batorio. Pero es más peligroso que lo 
acabe haciendo el juzgador. Con todo, 
la jurisdicción civil viene autorestrin-
giéndose de un modo significativo, a 
gran distancia de las muy extensas 
actuaciones valorativas de los órganos 
judiciales penales, que muy a menudo 
abordan documentación nunca pro-
puesta y/o admitida para motivar sus 
sentencias4.

lA dIvIsIón dE lA 
cosA común Es JUIcIo 
mErodEclArAtIvo y lA 
prEtEnsIón sE dIfIErE A sU 
propIA EJEcUcIón forzosA, 
sIEndo ImposIblE sI mEdIA 
AtrIbUcIón dEl Uso dE lA 
vIvIEndA por sEpArAcIón o 
dIvorcIo

El propio enunciado de esta menti-
ra procesal es difícil de entender, pero 
es precisamente lo que lamentable-
mente ocurre en situaciones donde el 
fallo del proceso declarativo de divi-
sión es incompleto, muy posiblemen-
te porque la práctica de la prueba do-
cumental o pericial también lo fuera, 
o donde se pretende eludir la división 
por mediar pactos privados indefini-
dos o atribuciones judiciales del uso.

El ejercicio de la acción de división 
de la cosa común requiere que la titu-
laridad sea compartida, exclusivamen-
te, por los litigantes, dificultándose su 
acumulación a procesos especiales de 
separación y divorcio cuando los cón-
yuges no son los únicos propietarios 
del bien que quiere dividirse; siendo 
posible en supuesto contrario, advir-
tiendo normas de Derecho territorial 
que explícitamente lo preveían antes 
del actual art. 438.3 LEC (desde 27-
VII-2012 según ley 5/12, de 6-VII). 
En todo caso, en el procedimiento 
ordinario correspondiente también 
cualquier titular está legitimado para 
activar la división de la cosa, pues 
nuestro Derecho no puede imponer a 
uno de los dueños en indiviso mante-
ner el condominio sin más (art. 400 
CC). La herencia romanista sobre el 
instituto de la comunidad de bienes 
se aprecia en los arts. 392 y ss. CC, 
contraria a la tendencia germanista, 
bajo una visión eminentemente indi-
vidualista del dominio consciente de 
la problemática que la cotitularidad 
sobre un bien puede conllevar: comu-
nio est mater discordiarum. De ahí 
se vino planteando la transitoriedad 
de las situaciones de indivisión (STS 
9-X-1986 ó 19-X-1992), declarándo-
se inalienable e imprescriptible (art. 
1965 CC) la acción de división entre 
condueños.

4 Sin olvidar que, en gran medida por el análisis de la llamada “persistencia” del testigo penal, se estudian al detalle minutas policiales, declaraciones 
preprocesales y habidas en sede instructora, sin haberse aplicado los arts. 714 ó 730 LECr. A veces incluso considerándolas prueba documental 
pese a que como tal ha sido expresamente denegada su admisión a quo, extremo que parece no tenerse en cuenta.
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Y siendo como es esencialmente 
indivisible, por naturaleza, el inmue-
ble que constituye o constituyó una 
vivienda familiar, sin pacto entre con-
dueños de adjudicación por indemni-
zación, o acuerdo sobre venta extraju-
dicial, ordena el art. 404 CC que se 
venderá la cosa y repartirá su precio 
tras subasta pública, con admisión de 
licitadores extraños, en ejecución de 
sentencia a instancia de cualquiera 
de las partes. Es más provechoso para 
los interesados llegar a acuerdos pri-
vados o vender a precio de mercado, 
pero de no ser así basta que cualquier 
titular lo solicite en juicio. Pues, el 
antecitado art. 400 CC representa un 
derecho indiscutible e incondicional 
para cualquier co-propietario, y es de 
tal naturaleza que su ejercicio no está 
sometido a circunstancia obstativa al-
guna. La única causa de oposición se 
ubica en el pacto de conservarla in-

divisa por tiempo no superior a diez 
años (por todas, STS 8-III-1999), aun 
prorrogable por nueva convención; lo 
que por cierto es un límite sustantivo a 
cualquier convenio regulador o medida 
definitiva en un proceso matrimonial.

Llegados a este punto debe ma-
tizarse en el sentido de garantizar y 
respetar la eficacia de la atribución 
judicial de la vivienda familiar ex art. 
96 CC, con oponibilidad a terceros5, 
lo que enlaza con el art. 34 de la Ley 
hipotecaria y la inscripción registral 
autónoma del derecho de uso. Pero 
todo esto es cuestión propia de la po-
sesión, no del título dominical, no de 
la propiedad. En fin, ejercitada la ac-
tio communi dividundo, siendo partes 
todos los cotitulares, la extinción ha 
de obtenerse y concretarse por una de 
las vías que el Derecho proporciona, o 
por la división material cuando la cosa 

es divisible, o por la venta en pública 
subasta, si la cosa no lo es esencial-
mente y los condueños no convienen 
la adjudicación a uno de ellos indem-
nizando a los demás, o si resulta in-
servible al uso al que se destina (STS 
12-III-1996). Igualmente subasta por 
jurisdicción voluntaria (arts. 2.048 y 
ss. LEC 1.881, DD 1.1ª LEC).

El uso exclusivo puede diferirse, 
por ejemplo, hasta la liquidación del 
régimen económico-matrimonial, sea 
por pacto homologado o por medida 
definitiva en juicio contradictorio. El 
incumplimiento de esa medida per-
mitiría activar un incidente de ejecu-
ción, por mucho que el derecho real 
de uso y disfrute otorgado sea de na-
turaleza independiente a la titularidad 
dominical del bien inmueble sobre el 
que actúa y pervive, y aunque la fin-
ca se venda a terceros, por el superior 

5 Cfr. SsTS 2-XII-1992, 14-VII-1994 ó 18-X-1994, superando el desalojo tras la adjudicación (por todas, STS 23-XI-1990).
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criterio protector que lo fundamen-
ta. Con todo, nada impide que cual-
quiera de los propietarios proindiviso 
ejercite acción de división de la cosa. 
Pero no puede solicitarse como si la 
capacidad negocial de uno o de otro 
sea sustituida por el juzgador –en 
ejecución de obligación de hacer per-
sonalísima–, al margen que tampoco 
suele peticionarse la condena a una 
emisión de declaración de voluntad; 
sin perjuicio que el precio de venta, 
elemento esencial del negocio, no se 
encontraría predeterminado (v. art. 
708.1 LEC). 

Sin la existencia de pacto entre 
condueños por el que uno se adju-
dique la finca indemnizando al otro, 
o acuerdo sobre la venta extrajudi-
cial del inmueble, la ejecución de la 
sentencia aboca a la subasta pública 
con licitadores extraños. Eso es pre-
cisamente lo que se impone cuando 
se insta la ejecución de una senten-
cia que no ha determinado otro modo 
concreto de división. Y eso es lo que 
genera enorme contrariedad entre 
quienes creen que la etapa de ejecu-
ción seguirá siendo campo de batalla 
sobre la propia división o el modo en 
cómo llevarla a cabo. Claro está que 
puede terminarse anormalmente la 
ejecución forzosa con un pacto sobre-
venido, sea por adjudicación de uno a 
otro, sea por venta privada. Pero si no 
es así, y en el fallo no se estipuló una 
de esas dos opciones, con las bases 

suficientemente específicas para su 
cumplimiento en trámite ejecutivo, la 
forzosa ejecución se encauzará en la 
pública subasta; comenzando con la 
peritación del bien a subastar si ese 
dato tampoco se definió en el juicio 
declarativo, que en todo caso tuvo que 
concretar el bien o bienes a dividir.

Ocurre a veces que en la parte dis-
positiva de la sentencia se establece la 
división de la cosa común, sin especi-
ficarla convenientemente, sobre todo 
cuando la misma no es única sino que 
hay un conjunto de ellas. A veces in-
cluso se está enmascarando una diso-
lución del régimen económico matri-
monial sin liquidación. En cualquiera 
de ambos casos se pretende que en 
sede de ejecución forzosa se comple-
te el declarativo, especificando los 
bienes, su valor y el modo en que se 
han de distribuir. Nada que ver con la 
acción de división en su día ejercitada 
que, en principio, determina efectos 
de cosa juzgada material que hace 
inviable retomar el punto de partida 
declarativo en sede ejecutiva. Y hay 
incluso fallos judiciales que aluden 
a la venta libre como mecanismo de 
efectiva división, otorgando además 
plazos de cumplimiento voluntario 
superiores al legal para impedir inme-
diatas solicitudes de ejecución forzo-
sa. Pero la autonomía de la voluntad 
que así entra en juego, especialmente 
sobre quién se encargará de la venta 
y por cuánto se venderá, puede difi-

cultar sobremanera la cuestión no ha-
biéndose especificado tales extremos 
en el mismo fallo. A su vez, la ruptura 
de la relación afectiva de una pareja 
no hace imposible compartir aloja-
miento, que no convivir, si no se instó 
el uso temporal exclusivo o éste fue 
rechazado, todo ello al margen de lo 
incómodo de la situación: la mayor 
rapidez con la que cualquiera de las 
partes ejercite la acción de división, o 
inste la ejecución de la sentencia que la 
estime, pondrá fin a la situación de he-
cho, pues en tales circunstancias todo 
condueño tiene el derecho a poseer.

De otro lado, los avatares que ha-
yan podido producirse extrajudicial-
mente a fin de vender, sin éxito, la fin-
ca u otros bienes objeto de discusión, 
son irrelevantes (por ejemplo respecto 
de las futuras costas procesales) cuan-
do se ejercita la acción de división de 
la cosa común o, ya con posteriori-
dad, cuando el fallo que la acogió 
pretende ejecutarse, lo que de otro 
lado no deviene de oficio. En efecto, 
dependería de la instancia de alguna 
de las partes, en forma de demanda 
de ejecución. Subráyese que en este 
tipo de supuestos también quien fue 
parte demandada en etapa declara-
tiva y luego formalmente condenada 
podrá ser ejecutante, con inevitables 
consecuencias (ahora sí) en materia 
de costas de la ejecución. n
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 RÉGIMEN DE PRIVACIDAD DE LAS 
APLICACIONES DE SOFTwARE PARA 
DISPOSITIVOS MóVILES O TABLETAS 
(APPS)

Jordi bacaria martrus. Abogado. Global Legaldata.
Presidente de la Sección de derechos de propiedad intelectual y derechos de imagen. ICAB.

Según Phil Libin, creador de Evernote, la vieja distinción entre el mundo físico y el virtual va a desa-
parecer en los próximos años, ya que a las personas les va a importar simplemente rodearse de objetos 
inteligentes que hagan su vida más fácil, sin trazar la frontera entre lo físico y lo simulado. Y parece 
que el uso de smartphones y de apps le está dando la razón. Disponer hoy en día de un smartphone sig-
nifica utilizar un ordenador personal de bolsillo que puede comunicarse a través de distintos sistemas 
de comunicación y, a la vez, poder utilizar aplicaciones de software (apps) con finalidades específicas y 
dirigidas a estos dispositivos, aprovechando sus recursos y permitiéndonos organizar la  información de 
acuerdo con sus características.

lA prIvAcIdAd dE los 
dAtos pErsonAlEs En lAs 
tEcnoloGíAs dE movIlIdAd

Principales riesgos para la 
privacidad de los usuarios de 

aplicaciones de software para 
dispositivos móviles o tabletas1 

La estrecha interacción entre las 
apps y el sistema operativo de los 
smartphones y las tablets permite a 

las aplicaciones acceder a un número 
de datos significativamente superior a 
aquél al que tiene acceso un navegador 
de internet tradicional2,  y por tanto los 
riesgos para la privacidad de los consu-
midores aumentan exponencialmente.

1 El informe “Los riesgos de las apps en el entorno corporativo” de la Fundació Privada Barcelona Digital Centre Tecnològic identifica como los 
principales riesgos asociados a la descarga y uso de apps:

 - La apropiación indebida de la información
 - El abuso del dispositivo
 - El  incumplimiento legal y normativo. 
 El informe completo se puede encontrar en: 
 http://www.bdigital.org/Documents/Informe_RiesgosAppsentornocorporativo_BDigital.pdf.

2 Según el V Estudio Anual de Mobile Marketing de IAB Spain,  el 41% de usaurios de smartphones y el 31% de usuarios de tablets accedieron a 
Internet durante el año 2012  a través de aplicaciones.
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El Grupo de Trabajo Artículo 29 
sobre Protección de Datos en su Dic-
tamen 02/2013 sobre las aplicacio-
nes de los dispositivos inteligentes 
concreta como principales riesgos 
para la protección de los datos de 
los usuarios finales: 

a. La falta de transparencia, para ga-
rantizar que al usuario final se le 
ofrece información completa a su 
debido tiempo sobre el uso y cesión 
de sus datos.

b. La falta de consentimiento libre e 
informado3

c. La aplicación de medidas de se-
guridad insuficientes que pueden 
provocar el tratamiento no autori-
zado de información personal.

d. El incumplimiento del principio de 
limitación de la finalidad4

Por su parte, el informe de Apptho-
rity sobre Reputación de las App - In-
vierno 2014 ofrece una visión gene-

ral de los riesgos de seguridad de las 
aplicaciones móviles más populares. 
Appthority analizó el comportamiento 
de 400 aplicaciones: las 100 mejores 
aplicaciones gratuitas y las 100 aplica-
ciones de pago para las dos plataformas 
móviles más populares, iOS y Android.

en este cuadro se observa en 
porcentajes las distintas con-
ductas de riesgo para la priva-
cidad, comparativas entre apli-
caciones de pago y aplicaciones 
gratuitas:

3 Es usual que, una vez descargada la aplicación, el consentimiento suele reducirse a marcar una casilla que indica que el usuario final acepta los 
términos y condiciones, sin ofrecerle siquiera otra opción.

 Com indica el Grupo de Trabajo Artículo 29 sobre Protección de Datos en su Dictamen 02/2013 las apps debe solicitar el consentimiento diferen-
ciado o «granular» para cada tipo de datos a que accederá la aplicación, es decir, al menos para las categorías siguientes: localización, contactos, 
identificador único del dispositivo, identidad del interesado, identidad del teléfono, datos de la tarjeta de crédito y de pago, historial de telefonía 
y SMS, historial de navegación, correo electrónico, credenciales de redes sociales y biometría.

4 Según el V Estudio Anual de Mobile Marketing de IAB Spain,  el 41% de usaurios de smartphones y el 31% de usuarios de tablets accedieron a 
Internet durante el año 2012  a través de aplicaciones.

5 Se puede encontrar el Informe completo sobre riesgios reputacionales en las aapps en: 
 https://www.appthority.com/resources/app-reputation-report

condUctA dE rIEsGo Apps GrAtUItAs Apps dE pAGo

rastreo de la ubicación 70% 44%

Acceso a la libreta de 
direcciones o lista de 
contactos

31% 22%

Acceso al calendario 2% 4%

Inicio de sesión único (a 
través de las redes socia-
les)

69% 47%

Identificación del usuario 56% 41%

Adquisiciones a través de 
la app

51% 39%

compartir con redes de 
publicidad y empresas de 
análisis

53% 26%

Fuente: Appthority | Winter 2014 App Reputation Report 5
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“la aplicación de una política de 
privacidad en las apps deberá identificar los 
principales riesgos para la protección de los 
datos de los usuarios finales para evitarlos”

Información personal que pueden 
tratar las aplicaciones de software 
para dispositivos móviles o 
tabletas

Las aplicaciones de software para 
dispositivos inteligentes pueden tratar 
datos personales que permitan incidir 
significativamente en la vida priva-
da de los usuarios y otras personas y 
que en ocasiones pueden referirse a 
información personal especialmente 
sensible.

Entre esta información podemos 
citar:

a. Datos de contactos, de correo elec-
trónico, de identificadores únicos 
del dispositivo y del cliente, del nú-
mero de teléfono móvil, de la iden-
tidad del usuario  o de la identidad 
del teléfono.

b. Datos biométricos como modelos 
de reconocimiento facial6 y huellas 
dactilares. 

c. Datos de tarjetas de crédito y rela-
tivos a pagos. 

d. Credenciales de autenticación 
para los servicios de la sociedad de 
la información (en particular los 
servicios social media). 

e. Datos sensibles sobre salud u otra 
información sensible que contenga 
el historial de navegación, los re-
gistros de llamadas, SMS y men-
sajería instantánea o referidos a la 
localización.7

f. Datos relacionados con la imagen: 
fotografías y vídeos. 

réGImEn JUrídIco dE 
lA prIvAcIdAd dE lAs 
AplIcAcIonEs dE softwArE 
pArA dIsposItIvos 
IntElIGEntEs (Apps)

Marco legal para la aplicación de 
una política de privacidad 

El marco legal general se concreta 
en la aplicación de la legislación sobre 
protección de datos y sobre privaci-
dad de la información personal en el 
ámbito de las comunicaciones elec-

trónicas. Desde el punto de vista 
europeo serán de aplicación las 
siguientes directivas:

g. directiva 95/46/ce del parla-
mento europeo y del consejo de 
24 de octubre de 1995 relativa a la 
protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento 
de datos personales y a la libre cir-
culación de estos datos, dedicada a 
la protección del derecho a la pro-
tección de datos.8

h. directiva 2002/58/ce del parla-
mento europeo y del consejo de 12 
de julio de 2002 relativa al tratamien-
to de los datos personales y a la pro-
tección de la intimidad en el sector 
de las comunicaciones electrónicas 
(Directiva sobre la privacidad y las 
comunicaciones electrónicas), dedi-
cada a la privacidad del consumidor.

i. Por otra parte, en Estados Unidos 
se está debatiendo en el Congreso 
la denominada “Application Priva-
cy, Protection, and Security Act of 
2013” o “The APPS Act of 2013”. 
Esta ley está dirigida a los desarro-
lladores de aplicaciones para dispo-
sitivos móviles, con referencia a la 
recogida de datos personales sobre 
del usuario por la aplicación y a la 
información al usuario y obtención 
de su  consentimiento con respec-
to a los términos y condiciones que 
rigen la recogida de datos, al uso, al 
almacenamiento y al intercambio 
de los citados datos personales. 9

6 El Grupo de Trabajo Artículo 29 sobre Protección de Datos ha emitido un Dictamen 02/2012, de 22 de marzo de 2012, sobre reconocimiento 
facial en los servicios en línea y móviles.

7 El Grupo de Trabajo Artículo 29 sobre Protección de Datos ha emitido un Dictamen 13/2011 sobre los servicios de geolocalización en los dispo-
sitivos móviles inteligentes.

8 El problema de la territorialidad de la norma puede quedar resuelto por el futuro Reglamento europeo sobre protección de datos, de acuerdo con lo 
que establece el actual texto del artículo 3.2: 2.: “El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales de interesados en la Unión 
por parte de un responsable o un encargado del tratamiento no establecido en la Unión, cuando las actividades de tratamiento estén relacionadas 
con: a) la oferta de bienes o servicios a dichos interesados en la Unión, independientemente de si se requiere o no un pago por parte del interesado 
o b) el control de dichos interesados”.

9 Más información sobre “The APPS Act of 2013” en: 
 http://hankjohnson.house.gov/sites/hankjohnson.house.gov/files/documents/APPS_Act_2013.pdf i http://beta.congress.gov/bill/113th-congress/

house-bill/1913
 Ver también el Proyecto PATIA DE LA Universidad de León que analiza las app gratuitas más populares de la App Store en función de las peti-

ciones de privacidad y datos al usuario, clasificando las mismas en base a una puntuación y a una serie de parámetros: https://patia.unileon.es/
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lA prIvAcIdAd dEsdE El 
dIsEño 10

La aplicación de la legislación sobre 
privacidad y protección de datos a los 
tratamientos de datos de las aaps nos 
ofrece la oportunidad de practicar la 
llamada privacidad desde el diseño. 

la aplicación de una política 
de privacidad en las apps deberá 
identificar los principales riesgos 
para la protección de los datos de 
los usuarios finales y por tanto evi-
tarlos. Por tanto, el desarrollador de-
bería preguntarse sobre aspectos esen-
ciales de la privacidad e implementar 
durante las distintas fases de desarrollo 
de la app, en el momento de determi-
nación de los medios de tratamiento de 
datos, los requerimientos de la legisla-
ción que puedan garantizar la protec-
ción de los derechos del interesado.

la aplicación de la privacidad 
desde el diseño en el desarrollo de 
una aap debe asegurar que las ga-
rantías de protección de los datos 
se incorporan ya en la fase de pla-
nificación de los procedimientos y 
sistemas: desde que se realiza un do-
cumento conceptual con las funciona-
lidades de la aplicación, la distribución 
de las funcionalidades en un diagrama 
de flujo y después en pantallas esque-
máticas, la conceptualización del dise-
ño hasta el proceso de programación.

A continuación se incluye un ejem-
plo de aplicación de la privacidad des-
de el diseño:

AlGUnos ElEmEntos dE 
AnálIsIs dE prIvAcIdAd dE lAs 
AplIcAcIonEs pArA dIsposItIvos 
IntElIGEntEs (Apps) 11

10 Según Ann Cavoukian, los objetivos de Privacidad por Diseño serían asegurar la privacidad y obtener control personal de la información propia, y 
para las organizaciones, y obtener una ventaja competitiva sostenible.

11 bdigital - Fundació Privada Barcelona Digital Centre Tecnològic - www.bdigital.org  - ha creado con el partner jurídico “global legaldata – www.
legal-data.net -”, una “Certificación-Sello de Privacidad de cumplimiento de la legislación europea sobre privacidad para aplicaciones de software 
para dispositivos móviles o tabletas”.

Ejemplo de aplicación de la privacidad desde el diseño 
 en el desarrollo de una App

principio legal de legislación aplicable sobre privacidad: 
cAlIdAd dEl dAto

Aplicación del criterio 
legal 

Ejecución de la privacidad desde el di-
seño

recogida y 
tratamiento de 
datos adecuados 
y no excesivos, 
de acuerdo con 
la información 
facilitada a los 
usuarios y con 
sus expectati-
vas, y adecuados 
a la finalidad.

- Anticipa una eventual vulne-
ración del principio de calidad 
del dato mediante una medida 
proactiva de privacidad. 

- se configura de modo predeter-
minado la garantia de la privaci-
dad, ya que está interconstruida 
en el sistema.

- se ofrece visibilidad y transpa-
rencia, ya que se está operando 
de acuerdo con la información 
notificada y objetivos declarados, 
y sujeta a una posible verifica-
ción independiente.

- se asocia privacidad y fun-
cionalidad, de modo que no se 
opongan entre sí.

- se extiende a todo el ciclo de 
flujo de la información, antes de 
la recogida de datos personales 

- se integra en el sistema y en la 
práctica del modelo de negocio 
de la App. 

- se mantiene al usuario en el 
centro de prioridades.

•	 Si tenemos en cuenta que actua-
mos en un entorno virtual que en 
algunos casos puede ser de visibili-
dad limitada y a través de un medio 

en que las ventajas inmediatas jue-
gan un papel relevante, la incorpora-
ción visible de una política de priva-
cidad que incluya la descripción de 
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ámbito 
jurídico

las prácticas de privacidad de la apli-
cación de forma clara y completa, 
proporcionando que informe, como 
mínimo, sobre la identidad y datos 
de contacto del responsable del tra-
tramiento, las categorías de datos 
personales que se recogerán y trata-
rán, las finalidades necesarias del tra-
tameinto, la posible comunicación 
de datos a terceros especificados y  
sobre los derechos tienen los usua-
rios para retirar el consentimiento y 
suprimir los datos, la solución ade-
cuada la podemos encontrar en  
la inclusión de iconos explicati-
vos fáciles de visualizar y enten-
der para el usuario.12

•	 El análisis de privacidad de las fun-
cionalidades de las apps en relación 
a la protección de datos y a la privaci-
dad de los usuarios finales podría re-
sumirse en los siguientes protocolos:

a. ámbito de aplicación directiva 
95/46/ce

1. Determinación del requeri-
miento legal de protección de 
datos personales respecto a prin-
cipios y derechos del interesado.

2. Descripción del requerimiento 
legal determinado.

3. Establecimiento de los términos 
de comprobación de cumpli-

miento del requerimiento legal.

4. Evaluación del cumplimiento 
del requerimiento legal por la 
aplicación.

5. Decisión jurídica sobre el cum-
plimiento legal en materia de 
protección de datos personales.

b. ámbito de aplicación directiva 
2002/58/ce

1. Determinación del requeri-
miento legal de privacidad del 
consumidor en las comunica-
ciones electrónicas respecto a 
sus derechos.

2. Descripción del requerimiento 
legal determinado.

3. Establecimiento de los términos 
de comprobación de cumpli-
miento del requerimiento legal.

4. Evaluación del cumplimiento 
del requerimiento legal por la 
aplicación.

5. Decisión jurídica sobre el cum-
plimiento legal en materia de 

“El Grupo de trabajo Artículo 29 sobre 
protección de datos ha emitido un 
dictamen 02/2012, de 22 de marzo de 
2012, sobre reconocimiento facial en los 
servicios en línea y móviles”

X

No personal data are 
collected beyond the 

minimum necessary for each 
speci�c purpose of the 

procesing

No personal data are 
retained beyond the 

minimum necessary for each 
speci�c purpose of the 

procesing

No personal data are 
processed beyond the 

minimum necessary for each 
speci�c purpose of the 

procesing

No personal data are 
disseminated to third parties

No personal data are sold or 
rented out

No personal data are retained 
in unencrypted form

ICON ESSENTIAL INFORMATION

12 La propuesta de Reglamento europeo de protección de datos aprobado en sesión de 12 de marzo de 2014 el Parlamento Europeo prevé la obliga-
ción de los responsables del tratamiento de utilizar iconos estándar para comunicar a los interesados cómo se utilizan sus datos personales:
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“la propuesta de reglamento europeo de 
protección de datos prevé la obligación 
a los responsables del tratamiento de 
utilizar iconos estándar para comunicar a 
los interesados cómo se utilizan sus datos 
personales”

privacidad del consumidor.

•	 Finalmente, sería interesante esti-
mular la implicación de las Compa-
ñías del Mercado de las Aplicacio-
nes Móviles en un compromiso de 
privacidad respecto a las apps, en 
la línea de la declaración conjunta 
firmada el 22 de febrero de 2012 
por la Fiscal General del Estado de 
California y las principales compa-
ñías del mercado de las apps para 
aumentar la privacidad de los con-
sumidores en el mercado las tecno-
logías de movilidad. 

entre los principos adoptados 
se encontraba el compromiso 
de incluir en el proceso de 
presentación de solicitudes 
para las aplicaciones nuevas o 
actualizadas:

 – un campo de datos opcional 
para un hipervínculo a la 
política de privacidad de la 
aplicación o

 – una declaración que describa 
las prácticas de privacidad de la 
aplicación o 

 – un campo de datos opcional 
para el texto de la política de 
privacidad de la aplicación o 

 – una declaración que describa 
las prácticas de privacidad de la 
aplicación. n
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El colEGIo dE AboGAdos 
dE málAGA cIErrA 
Un AcUErdo con El 
AyUntAmIEnto pArA El 
AccEso A los AtEstAdos 
dE lA polIcíA locAl

El decano del Colegio de Abo-
gados de Málaga, Francisco Ja-
vier Lara Peláez, y el concejal de 
seguridad del Ayuntamiento de 
Málaga, Julio Andrade Ruiz, han 
alcanzado un acuerdo por el que 
los abogados de la institución co-
legial podrán ver los expedientes 
policiales tres días a la semana y 
sin coste alguno.

NOTICIAS DEL mUndo JUrídIco

GrAn éXIto dEl III 
EncUEntro sobrE 
“AsEsoríA JUrídIcA 
EmprEsArIAl”, 
pAtrocInAdo por 
EconomIst & JUrIst E 
InformAtIvoJUrIdIco.com

Durante la jornada, organizada 
por Unidad Editorial, se analiza-
ron, entre otras cuestiones, las 
ventajas de la asesoría jurídica 
interna y externa, el secreto pro-
fesional o el papel del asesor in-
terno en el gobierno corporativo 
de la empresa.

El colEGIo dE AboGAdos dE GrAnAdA y lA dIpUtAcIón 
rEnUEvAn El convEnIo dE lA ofIcInA dE IntErmEdIAcIón 
HIpotEcArIA

El decano del Colegio de Abo-
gados, Eduardo Torres, y el presi-
dente de la Diputación de Grana-
da, Sebastián Pérez, renovaron el 
convenio de la Oficina de Inter-
mediación Hipotecaria, una he-
rramienta social puesta en marcha 
en abril 2012 para luchar contra 
el drama de los desahucios que 
ha atendido desde entonces más 
de 500 expedientes, alcanzando el 
éxito en el 60% de los casos.

rAndstAd y sAGArdoy AboGAdos cElEbrAn UnA nUEvA 
EdIcIón dE sUs dEsAyUnos lAborAlEs

En esta ocasión, el objetivo de 
los desayunos, tanto en Madrid 
como Barcelona, fue ofrecer a los 
asistentes una información pun-
tual y crítica de las cuestiones de 
actualidad acontecidas en materia 

de negociación colectiva; como los 
convenios de empresa, la ultraac-
tividad e inaplicación del convenio 
colectivo y la flexibilidad interna.

Los desayunos estuvieron diri-
gidos por la directora del Departa-
mento Jurídico de Randstad, Ma-
riola Sánchez, el socio director de 
Sagardoy Abogados, Martín Godi-
no y los socios de la firma Manel 
Hernández y Marc Carrera.

AcUErdo mArco dE colAborAcIón EntrE El dEpArtAmEnto 
dE JUstIcIA, lA dIpUtAcIón dE bArcElonA y El cIcAc, pArA 
lA crEAcIón dE pUntos dE AtEncIón JUrídIcA

El consejero de Justicia, Germà 
Gordó, el presidente de la Diputa-
ción de Barcelona, Salvador Este-
ve, y el presidente del Consejo de 
la Abogacía Catalan, Miquel Sàm-

per, han firmado un acuerdo marco 
de colaboración para la creación de 
puntos de orientación jurídica mu-
nicipales destinados a los usuarios 
de los diferentes municipios de la 
demarcación de Barcelona, para 
atender consultas derivadas de la 
situación de crisis o relativas a los 
cumplimientos contractuales y en 
las hipotecas de vivienda, así como 
para prestar servicios de atención a 
la mujer, entre otras.
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cUAtrEcAsAs, GonçAlvEs pErEIrA crEcE En 2013 Un 1%  

Cuatrecasas, Gonçalves Perei-
ra cerró el ejercicio de 2013 con 
un crecimiento positivo del 1%, 
lo que le permitió alcanzar unos 
ingresos totales brutos de 248 mi-
llones de euros.

IGnAcIo sAntAbAyA, nUEvo 
of coUnsEl dE JonEs dAy

El despacho global de abogados 
Jones Day anuncia el nombramien-
to de Ignacio Santabaya como Of 
Counsel de la práctica de Global 
Disputes en la oficina de Madrid.

mArImón AboGAdos 
rEfUErzA sUs ArEAs dE 
procEsAl-concUrsAl 
y tEcnoloGíAs pArA 
rEspondEr Al fUErtE 
IncrEmEnto dE lA 
ActIvIdAd En Estos cAmpos

Marimón Abogados ha reforzado 
sus departamentos de Derecho Proce-
sal-Concursal y de Tecnología con el 
fin de responder al fuerte crecimiento 
que ha experimentado la actividad del 
despacho en estos campos durante los 
últimos meses. En concreto, el depar-
tamento de Procesal y Concursal se va 
a beneficiar de la incorporación de la ex 
juez Esther Domínguez y del experto en 
derecho bancario Mario Lopera.

KInG And wood mAllEsons sJ bErwIn prEmIAdA por 
dEcImotErcEr Año consEcUtIvo con El prEmIo fIrmA 
dEl Año En EUropA En lA cAtEGoríA dE fUnd formAtIon  

King & Wood Mallesons SJ 
Berwin ha recibido una vez más el 
premio Law Firm of the Year in Eu-
rope entregado anualmente por la 
publicación Private Equity Interna-

tional, líder en el sector del Capital 
Riesgo. El despacho de abogados 
ha conseguido este galardón duran-
te 13 años consecutivos, un hecho 
hasta ahora sin precedentes.

brosEtA prEmIo Al EqUIpo EUropEo dEl Año En 
bAncArIo y fInAncIEro  

El despacho BROSETA ha 
sido galardonado con el premio al 
Equipo Europeo del Año en Ban-
cario y Financiero que concede la 
prestigiosa publicación interna-
cional The Lawyer, en la gala de 
“Premios Europeos The Lawyer 
2014” que se celebró en Londres.

sqUIrE sAndErs nombrA A AntonIo cAñAdAs boUwEn 
como socIo dEl dEpArtAmEnto dE corporAtE fInAncE 

Squire Sanders ha nombra-
do a Antonio Cañadas Bouwen, 
hasta ahora asociado senior en 
el Departamento Mercantil, 
nuevo Socio de Squire Sanders  
en España. Este nombramien-
to coincide con el nombra-
miento de otros 6 socios en 
las oficinas de la firma en Bir-
mingham, Leeds, Norte de Ca-
lifornia, Perth y Los Ángeles.

ACTUALIDAD DE los dEspAcHos

D. Antonio Cañadas

D. Antonio J. Navarro

D. Ignacio Santabaya

D. Eduard Blasi, DªEsther Domínguez 
y D. Mario Lopera

D.Diogo Perestrelo, Dª Maria João, 
D. Emilio Cuatrecasas y D. Rafael 

Fontana
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NOVEDADES EdItorIAlEs

mEdIAcIón En El 
ámbIto cIvIl, fAmIlIAr, 
pEnAl E HIpotEcArIo 
cUEstIonEs dE 
ActUAlIdAd

Ortega Giménez, Alfonso 
Cobas Cobiella , María Elena 
(Coordinadores)

Ed. Difusión Jurídica

Páginas 372

En esta obra se abordan 
por los diversos autores, 
la mediación bajo diversas 
ópticas, marcando las 
tendencias más actuales 
en relación con este 
instrumento, con una visión 
práctica y actualizada. Cabe 
destacar que tiene un aire 
multidisciplinario, por la 
variedad de las temáticas que 
se abordan y cuestionan en 
el mismo.

lEGAl complIAncE

Casanovas Ysla, Alain

Ed. Difusión Jurídica

Páginas 250

El término “cumplimiento” 
se aplica en contextos 
muy variados, tales como 
el denominado corporate 
compliance (penal), tax 
compliance (impuestos), 
competition compliance 
(derecho de la competencia), 
etc. ¿Existe realmente 
una definición sobre 
qué es compliance y que 
ámbitos abarca?, ¿cómo 
se organiza un sistema 
general para la gestión del 
cumplimiento normativo 
y que responsabilidades 
personales asumen los Chief 
Compliance Officers?

lA AsIstEncIA 
lEtrAdA y lAs 
dIlIGEncIAs polIcIAlEs 
prEJUdIcIAlEs

Álvarez Rodríguez, José 
Ramón

Ed. Tecnos

Páginas 288

En la presenta obra 
analizamos de en sus dos 
primeros capítulos el ejercicio 
de la Abogacía en España, 
y el Derecho a la Asistencia 
Jurídica Gratuita.

En los capítulos siguientes 
se analizan de manera 
pormenorizada y exhaustiva 
los derechos constitucionales 
y legislativos que amparan 
a toda persona privada 
de libertad, con especial 
referencia a los derechos de 
los menores detenidos.

EstUdIo dE lA lEy 
19/2013, dE 9 dE 
dIcIEmbrE

Guichot Reina, Emilio

Ed. Tecnos 

Páginas 384

En esta obra se lleva a cabo 
un estudio exhaustivo, 
sistemático y contextualizado 
de la nueva Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen 
Gobierno. Se trata de una 
ley largamente esperada 
cuya tramitación ha estado 
caracterizada por diversas 
particularidades, entre ellas 
una consulta pública o la 
creación de un grupo de 
expertos para su estudio.

LIBROS DISPONIBLES EN LIBROS 24 HORAS

www.libros24h.com

EntrE lA EsfErA públIcA y lA polítIcA dIscUrsIvA

Muntada Carabante, José María

Ed. Difusión Jurídica

Páginas: 201

Jürgen Habermas es uno de los filósofos vivos más importantes y de mayor repercusión de 
la actualidad. Heredero de la Escuela de Frankfurt, su obra sintetiza las grandes corrientes 
filosóficas y sociológicas del siglo XX, desde la fenomenología hasta la hermenéutica el 
psicoanálisis. Todo ello, junto con su incursión en diversas disciplinas científicas y la 
complejidad de su teoría, hacen que sea necesario una introducción a su pensamiento que, con 
seriedad y rigor, lo haga más asequible.
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AL SERVICIO DE los AboGAdos

SuMArIo

•	 peritos
•	 procuradores
•	 otros

perito Judicial perito Judicial

– INFORMES Y DICTÁMENES PERICIALES

– TASACIONES Y VALORACIONES INMOBILIARIAS
 (herencias, divorcios, expropiaciones...)

– PROYECTOS Y DIRECCIONES DE OBRA

– INSPECCIÓN TÉCNICA DE EDIFICIOS (ITE)

– REHABILITACIÓN, REFORMAS Y OBRA NUEVA

jorsa@jorsaproyectosyobras.com
www.jorsaproyectosyobras.com

629 927 886

perito mercantil
lUIs sAAvEdrA dEl río

pErIto cAlIGráfIco colEGIAdo
27 AÑos DE EJErCICIo ProfEsIonAl En JUZGADo  

rAtIfICACIÓn DE InforMEs

ÁMBIto DE ACtUACIÓn EstAtAl

pErIcIA cAlIGráfIcA-
GrAfolóGíA

- AUTENTICIDAD Y 
FALSEDAD DE FIRMAS

- TESTAMENTOS 
OLóGRAFOS

- ALTERACIONES 
DOCUMENTALES

EspEcIAlIdAd bIoloGíA
- PERITACIONES MEDIO 

AMBIENTALES
- ESPECIES PROTEGIDAS
- ESTUDIO Y ANÁLISIS DE 

PLAGAS
- CALIDAD ALIMENTARIA

- CLASIFICACIóN DE 
RESTOS DE ORIGEN 

ANIMAL

TEL: 608 72 31 59 - 91 512 00 35
FAX: 91 518 52 03

www.peritacionescaligraficas.com
www.peritacionesbiologicas.com

E-mail:saavedradelrio_luis@hotmail.com

consultores de empresas
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detectives

traductores marketing

procurador

JOSÉ LUIS GÓMEZ FEIJOO

PROCURADOR

partidos judiciales de vilagarcía de Arousa, caldas de reis, 
cambados y pontevedra.

Especialista en arrendamientos urbanos y propiedad 
horizontal.

mediador extrajudicial.

tlfn: 986 500 540 / 696 012 293
jlgomezfeijoo@telefonica.net

plaza España nº 13, 1º, c.p 36600 vilagarcía de Arousa

detectives

SERVICIOS PROFESIONALES 
DE INVESTIGACION PRIVADA

C/ Orense 6 11-A3
Teléfono: 915980590

Fax: 91580591
www.castellanadetectives.com

e-mail: castellana@castellanadetectives

traductores

perito perito Jurídico Informático perito Judicial Arquitecto
RAÚL FERNÁNDEZ SÁNCHEZ

ARQUITECTO / PERITO JUDICIAL
Miembro de la APAJCM

•	 Valoraciones inmobiliarias: Todo tipo inmuebles (rústicos y 

urbanos, Revisión de valores catastrales

•	 Valoraciones urbanísticas: Expropiaciones, Indemniza-

ciones

•	 Peritaciones urbanísticas: Reparcelaciones, Fijación de 

coeficientes, Juntas de compensación

AMPLIA EXPERIENCIA EN TRIBUNALES
ÁMBITO GEOGRÁFICO NACIONAL

www.ssrtasaciones.com
rfdez@ssrtasaciones.com

Tlfnos: 616 521 921 / 911 731 456
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